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I. COMUNIDAD DE MADRID

A) Disposiciones Generales

Consejería de Presidencia y Hacienda

2414 ORDEN de 21 de julio de 2000, de la Consejería de Pre-
sidencia y Hacienda, por la que se modifica la relación
de puestos de trabajo de la Consejería de Presidencia y
Hacienda.

La Secretaría General Técnica de la Consejería de Presidencia
y Hacienda, remite propuesta de modificación de la relación de
puestos de trabajo, al objeto de modificar el puesto de trabajo
número 30503 denominado “Secretaria/o Viceconsejero”, adscrito
a la Viceconsejería de Presidencia, con el fin de posibilitar su
cobertura por funcionarios procedentes de otras Administraciones
Públicas distintas a la de la Comunidad de Madrid.

Por la citada Consejería se ha acompañado la oportuna docu-
mentación, y atendiendo, de una parte, a la especialidad de las
actividades que desarrolla el mencionado puesto y, de otra, a la
necesidad apreciada por dicho Centro Directivo, se considera pro-
cedente la apertura del puesto de trabajo en cuestión a otras Admi-
nistraciones Públicas.

La Dirección General de Gestión de Recursos Humanos ha
informado favorablemente la referida propuesta, de conformidad
con lo establecido por el artículo 17 del Decreto 347/1999, de 30
de diciembre, por el que se aprueban las competencias y estructura
orgánica de la Consejería de Hacienda, y en el artículo 3.bis.11
del Decreto 74/1988, de 23 de junio, por el que se atribuyen com-
petencias entre los Órganos de la Administración de la Comunidad

de Madrid, de sus Organismos Autónomos, Órganos de Gestión
y Empresas Públicas en materia de Personal.

Por todo ello, en virtud de lo dispuesto en el artículo 7.2.c)
de la Ley 1/1986, de 10 de abril, de la Función Pública de la
Comunidad de Madrid, y en uso de las competencias atribuidas
en materia de Personal por el artículo 1.c.).1 del Decreto 74/1988,
de 23 de junio, de acuerdo con las modificaciones introducidas
por el artículo 2 del Decreto 96/2000, de 26 de mayo, del Consejero
de Gobierno, por el que se modifica la denominación y la estruc-
tura de determinadas Consejerías, y a propuesta de la Dirección
General de Gestión de Recursos Humanos,

DISPONGO

Primero
Aprobar la modificación de la relación de puestos de la Con-

sejería de Presidencia y Hacienda, tal y como se recoge en el
Anexo que se une e incorpora a esta Orden (expedien-
te 05-MP-00072.3/2000).

Segundo
La presente Orden no comporta modificación de créditos del

Capítulo 1.

DISPOSICIÓN FINAL

La presente Orden entrará en vigor el mismo día de su publi-
cación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID.

Dada en Madrid, a 21 de julio de 2000.
El Consejero de Presidencia y Hacienda,

MANUEL COBO

ANEXO I

EXPEDIENTE 05-MP-00072.3/2000 DE MODIFICACIÓN DE LA RELACIÓN DE PUESTOS DE TRABAJO DE FUNCIONARIOS

CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA Y HACIENDA

Clave Prog. N.P.T. Denominación Grupo N.C.D. C. espec. Dot. Provis. Cuerpo/esc.

Viceconsejería Presidencia

Mod. sus. 100 30503 Secretaria/o Viceconsejero C/D 18 1.390.896 S LD 1111/9999

(03/19.209/00)

B) Autoridades y Personal

Consejería de Presidencia y Hacienda

2415 ACUERDO de 31 de julio de 2000, del Consejo de Gobierno,
por el que se modifica el Anexo del Acuerdo de 6 de julio
de 2000, por el que se aprueba convocatoria pública para
la provisión de puestos de trabajo por el sistema de Concurso
de Méritos (artículo 55), en la Consejería de Servicios
Sociales.

Con fecha 6 de julio de 2000, mediante Acuerdo del Consejo
de Gobierno, se aprobó la convocatoria pública para la provisión

por el sistema de Concurso de Méritos (artículo 55) de una serie
de puestos de trabajo adscritos a la Consejería de Servicios Sociales.

Con fecha 26 de julio de 2000, la Secretaría General Técnica
de la Consejería de Servicios Sociales, solicita la modificación del
Anexo del referido Acuerdo.

Atendiendo a la solicitud cursada por la Consejería de Servicios
Sociales y teniendo en cuenta que las necesidades del servicio
así lo aconsejan, el Consejo de Gobierno, a propuesta de dicha
Consejería, y previa deliberación

ACUERDA

Primero

Modificar el Anexo del Acuerdo de 6 de julio de 2000, del
Consejo de Gobierno, por el que se aprueba convocatoria pública
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para la provisión de puestos de trabajo por el sistema de Concurso
de Méritos (artículo 55), en la Consejería de Servicios Sociales.

Segundo

Se concede un nuevo plazo de quince días hábiles, a contar
desde el siguiente a la publicación del presente Acuerdo en el
BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID, para la pre-
sentación de instancias en el Registro de la Consejería de Servicios
Sociales o en la forma establecida en el artículo 38 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Tercero

Contra el presente Acuerdo, que pone fin a la vía administrativa,
los interesados podrán interponer con carácter potestativo recurso
de reposición, en el plazo de un mes, ante el Consejo de Gobierno,
o bien, directamente recurso contencioso-administrativo, en el pla-
zo de dos meses, ante el Tribunal Superior de Justicia de Madrid,
ambos plazos contados a partir del día siguiente a su publicación
en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID.

Lo que se acuerda en Madrid, a 31 de julio de 2000.

El Consejero de Presidencia y Hacienda,
MANUEL COBO

El Presidente,
ALBERTO RUIZ-GALLARDÓN

ANEXO

LISTADO DE PUESTOS DE TRABAJO VINCULADOS A UNA CONVOCATORIA
PARA CONCURSO DE MÉRITOS (ARTÍCULO 55) EN LA CONSEJERÍA DE SERVICIOS SOCIALES

Puesto/Denominación Unidad Orgánica Grupo NCD Específico Cuerpo/Escala Admón.

40518. Técnico de
Seguridad

Organismo Autónomo Servicio
Regional de Bienestar Social.
Servicio Obras e Instalacio-
nes

A/B 25 1.420.980 Comunidad de Madrid/Otras
Administraciones

No vinculación cuerpo/escala

A

A

Turno/Jornada

Mañana

Méritos no preferentes

Formación específica en aplicación de normativa contra incendios:
instalaciones, redacción e implantación de planes de autopro-
tección: 3 puntos.

Experiencia en mantenimiento de instalaciones de seguridad: 3
puntos.

Ingeniería Superior/Ingeniería Técnica: 2 puntos.

40008. Sec. Instalacio-
nes

Organismo Autónomo Servicio
Regional de Bienestar Social.
Servicio Obras e Instalacio-
nes

A/B 25 1.644.240 Comunidad de Madrid/Otras
Administraciones

No vinculación cuerpo/escala

A

A

Turno/Jornada

Mañana y dos
tardes

Méritos no preferentes

Experiencia en redacción de proyectos y direcciones de obra en
instalaciones, fundamentalmente de tipo residencial: 3 puntos.

Experiencia en aplicación de normativa oficial de instalaciones: 2
puntos.

Ingeniería Superior/Ingeniería Técnica: 2 puntos.
Conocimiento o experiencia en aplicaciones informáticas (Sief y

Cad): 1 punto.

40013. Sec. Manteni-
miento

Organismo Autónomo Servicio
Regional de Bienestar Social.
Servicio Equipamiento y
Mantenimiento de Centros

A/B 25 1.644.240 Comunidad de Madrid/Otras
Administraciones

No vinculación cuerpo/escala

A

A

Turno/Jornada

Mañana y dos
tardes

Méritos no preferentes

Experiencia en redacción de proyectos y direcciones de obra en
instalaciones, aplicación de normativa oficial y planes de ahorro
energético: 3 puntos.

Experiencia en creación e implantación de planes de manteni-
miento preventivo de instalaciones y maquinaria: 2 puntos.

Conocimiento en programas informáticos (Word-Perfect, Paradox,
Quattro Pro, SIEF, SICA y CAD): 1 punto.

Ingeniería Superior/Ingeniería Técnica: 2 puntos.

(03/19.230/00)

Consejería de Presidencia y Hacienda

2416 ORDEN de 20 de julio de 2000, del Consejero de Presidencia
y Hacienda, por la que se nombra interventor delegado en
la Consejería de Justicia, Función Pública y Administración
Local.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 25.2 del Decre-
to 347/1999, de 30 de diciembre, por el que se aprueba las com-

petencias y estructura orgánica de la Consejería de Hacienda, y
a propuesta de la Interventora General

DISPONGO

Primero

Nombrar a doña Encarnación Soria Cosano Interventora Dele-
gada en la Consejería de Justicia, Función Pública y Administración
Local, con efectos de 16 de agosto de 2000.
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Segundo

Dejar sin efecto, desde el 16 de agosto de 2000, la habilitación
atribuida al Interventor Delegado en la Consejería de Presidencia
y Hacienda para ejercer las competencias en la Consejería de Jus-
ticia, Función Pública y Administración Local dispuesta por la
Orden de 9 de junio de 2000 (BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD
DE MADRID de 13 de junio de 2000), al tener su vigencia en
tanto se procedía al nombramiento de Interventor Delegado en
la citada Consejería de Justicia, Función Pública y Administración
Local.

Madrid, a 20 de julio de 2000.

El Consejero de Presidencia y Hacienda,
MANUEL COBO

(03/19.039/00)

Consejería de Presidencia y Hacienda

2417 CORRECCIÓN de errores de la Resolución de 5 de julio
de 2000, de la Dirección General de Gestión de Recursos
Humanos, por la que se resuelve la Orden de 14 de abril
de 2000 (BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID
de 4 de mayo), por la que se convocaban, para su provisión
interina, puestos de trabajo vacantes en la Consejería de
Economía y Empleo.

Apreciado error tipográfico en la publicación de dicha Reso-
lución (BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID núme-
ro 168, de 17 de julio de 2000), se procede a su rectificación:

— En el Anexo de la referida Resolución, donde dice: “puesto
de trabajo 25793 denominado Auxiliar Administrativo”, debe
decir: “puesto de trabajo 35793, denominado Auxiliar Admi-
nistrativo”.

(03/19.212/00)

Consejería de Sanidad

2418 ORDEN de 20 de julio de 2000, del excelentísimo señor
Consejero de Sanidad, por la que se convocan pruebas selec-
tivas para proveer, en régimen de turno restringido, el puesto
funcional de selección objetiva de Director de la Comunidad
Terapéutica (N.P.T. 24636), adscrito a la Agencia Antidroga
de la Consejería de Sanidad.

El Convenio Colectivo para el personal laboral de la Comunidad
de Madrid contempla, en su artículo 9, el concepto de puesto
funcional, habiéndose aprobado por la Comisión Paritaria de Vigi-
lancia, Interpretación y Desarrollo del Convenio Colectivo para
el personal laboral de la Comunidad de Madrid, en su sesión cele-
brada el día 13 de abril de 2000 (Acta 6/2000), el correspondiente
a la Consejería de Sanidad denominado Director de la Comunidad
Terapéutica. Ante la necesidad de proveer el citado puesto con
carácter definitivo, dado que, en la actualidad, se encuentra vacan-
te, se procede a su convocatoria pública.

En consecuencia, esta Consejería

HA DISPUESTO

Primero

Aprobar las bases de convocatoria para proveer en régimen de
turno restringido el puesto funcional siguiente:

1. Director de la Comunidad Terapéutica (N.P.T. 24636).

Segundo

Convocar pruebas selectivas para cubrir el puesto mencionado,
que se encuentra afecto al Convenio Colectivo Único para el per-
sonal laboral de la Comunidad de Madrid y está clasificado como
de selección objetiva, con sujeción a las siguientes

BASES DE CONVOCATORIA

Base Primera

Objeto de la convocatoria

Es objeto de la presente convocatoria la provisión, en turno
restringido, del puesto funcional relacionado en el Anexo I, con
las circunstancias indicadas en el mismo.

Toda vez que se trata de puestos funcionales su régimen de
desempeño se acomodará a lo prevenido en los artículos 18 y 39
del Convenio Colectivo vigente. En consecuencia, el personal que
acceda a estos puestos percibirá en concepto de complemento
funcional la diferencia existente entre la cuantía de la retribución
asignada al puesto y la correspondiente a la de su categoría pro-
fesional o, en su caso, la suma de percepciones consolidadas a
título personal, dependiendo la percepción del referido comple-
mento del desempeño del puesto, por lo que no tendrá carácter
consolidable, siendo la duración inicial del nombramiento de cuatro
años, en los términos señalados en el apartado 3.2 del citado ar-
tículo 18 del vigente Convenio Colectivo.

Base Segunda

Requisitos de los aspirantes

1.o Ser trabajador de la Comunidad de Madrid con relación
jurídico-laboral de carácter indefinido, afecto al Convenio Colec-
tivo para su personal laboral y en situación de servicio activo.

2.o Cumplir los requisitos mínimos de titulación y experiencia
establecidos en el Anexo I.

3.o Ostentar categoría profesional comprendida en el Anexo III
del vigente Convenio Colectivo.

4.o Los aspirantes deberán cumplir los requisitos establecidos
en los apartados 1.o y 2.o en la fecha de fin de plazo de presentación
de solicitudes y poseer los mismos durante todo el proceso selectivo.
El requisito del apartado 3.o deberá cumplirse con anterioridad
a la propuesta que el Tribunal efectúe declarando seleccionado
al aspirante.

Base Tercera

Se pretende la selección de personal adecuado al siguiente perfil
profesional:

Director de la Comunidad Terapéutica (N.P.T. 24636).
Misión y funciones básicas: Dependiendo del Director-Gerente

de la Agencia Antidroga de la Consejería de Sanidad, se encargará
de la dirección de programas asistenciales y equipos multipro-
fesionales en Comunidad Terapéutica y gestión presupuestaria (su-
perior a 115 millones anuales) y organización de plantillas pro-
fesionales, suplencias y calendarios laborales de Comunidad
Terapéutica.

Base Cuarta

Sistema de selección

Será el concurso, con valoración del currículum profesional con-
forme al baremo establecido en el Anexo II de la presente con-
vocatoria, siendo necesario alcanzar, como mínimo, 3 puntos en
el subapartado “méritos valorables”.

Base Quinta

En el supuesto de ostentar categoría profesional declarada “a
extinguir” en el Anexo IV del Convenio Colectivo, los trabajadores
aspirantes al puesto de trabajo que se convoca deberán acreditar
haber solicitado la integración en alguna de las categorías pro-
fesionales comprendidas en el Anexo III del Convenio Colectivo.

Base Sexta

El trabajador que, según los términos señalados en el párrafo 2.o
del artículo 6.o del Acuerdo de Consejo de Gobierno de fecha
20 de septiembre de 1990, se encuentre adscrito provisionalmente
al puesto objeto de provisión de la presente convocatoria, cuando
su relación jurídico-laboral sea de carácter indefinido y reúna los
requisitos para acceder al mismo, tendrá la obligación de participar
en el correspondiente proceso selectivo.
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En el supuesto de que no le sea adjudicado el puesto solicitado,
tendrá derecho a ocupar a su elección cualquier vacante corres-
pondiente a su categoría profesional no reservada legalmente en
el ámbito de la Comunidad de Madrid. De no existir vacantes,
quedarán a disposición de la Secretaría General Técnica de su
Consejería hasta tanto ésta se produzca.

Base Séptima

Instancias y admisión de candidatos

7.1. Las instancias solicitando tomar parte en la presente con-
vocatoria se presentarán en el Registro de la Secretaría General
Técnica de la Consejería de Sanidad (calle O’Donnell, número 50),
en el Registro General de la Comunidad de Madrid (plaza del
Descubridor Diego de Ordás, número 3), o en la forma establecida
en el artículo 38.4 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
en el plazo de diez días hábiles, contados a partir del siguiente
al de la publicación de la presente convocatoria en el BOLETÍN
OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID, e irán dirigidas al exce-
lentísimo señor Consejero de Sanidad, según modelo que será
facilitado en el Registro de la Secretaría General Técnica de la
Consejería de Sanidad, sito en la calle O’Donnell, número 50.

7.2. Junto a la instancia se hará constar:

1. Los méritos conforme al baremo establecido en el Anexo II
a esta convocatoria, según modelo que deberá solicitarse
en el Departamento de Personal de la Consejería u Orga-
nismo del que dependa el trabajador. Asimismo deberá
acompañarse copia compulsada de los documentos que acre-
diten los requisitos mínimos y los méritos alegados.

2. Los aspirantes deberán aportar certificado expedido por el
responsable del Servicio de Personal de la Consejería u Orga-
nismo donde preste sus servicios, acreditando la condición
de trabajador de la Comunidad de Madrid con relación jurí-
dico-laboral de carácter indefinido y en servicio activo, según
modelo que deberá solicitarse en los servicios de personal
de la Consejería u Organismo del que dependa el trabajador.

7.3. Finalizado el plazo de presentación de instancias y median-
te Resolución de la Secretaría General Técnica, se hará pública
en el tablón de anuncios de la Consejería de Sanidad la lista pro-
visional de aspirantes admitidos y excluidos, haciendo constar la
identidad de estos últimos, con indicación de la causa de inad-
misión.

Los aspirantes excluidos, así como los que no figuren en la rela-
ción de admitidos ni en la de excluidos, dispondrán de un plazo
de diez días hábiles, computados a partir del día siguiente al de
la publicación de la Resolución, para subsanar, si procede, el defec-
to que haya motivado su exclusión o su no inclusión expresa.

Transcurrido dicho plazo de diez días hábiles se procederá a
la publicación, por el sistema señalado anteriormente, de la relación
definitiva de aspirantes admitidos.

Base Octava

Adjudicación del puesto

8.1. Obtenida la puntuación definitiva conforme al sistema
establecido en la Base Cuarta de esta convocatoria, el Tribunal,
a través de la Secretaría General Técnica de la Consejería de
Sanidad, propondrá al ilustrísimo señor Director General de la
Función Pública el candidato seleccionado.

8.2. A la vista de la propuesta efectuada por el órgano admi-
nistrativo competente, el ilustrísimo señor Director General de
la Función Pública procederá a adjudicar el puesto objeto de pro-
visión, publicándose en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD
DE MADRID. El correspondiente Centro o Unidad de destino for-
malizará en el contrato de trabajo la oportuna diligencia. En todo

caso deberá quedar constancia del consentimiento del trabajador
en cuanto a las nuevas condiciones laborales a que haya lugar

8.3. Previo a la propuesta definitiva, el Tribunal establecerá,
salvo que el trabajador seleccionado lo haya sido sólo para el
puesto al que se encuentra adscrito provisionalmente, en los tér-
minos que señala el párrafo 2.o del artículo 6.o del Acuerdo del
Consejo de Gobierno de 20 de septiembre de 1990, un período
de renuncia entre los aspirantes que hayan superado el proceso
selectivo, por orden de puntuación.

8.4. En el caso de coincidir en el tiempo las convocatorias
de dos o más Consejerías u Organismos, así como previsiblemente
la finalización de las actuaciones de los Tribunales en relación
con las mismas, con el fin de evitar que en las respectivas propuestas
definitivas le fueran adjudicados a un mismo trabajador solicitante
dos o más puestos de trabajo pertenecientes a diferente Consejería
u Organismo, los Presidentes de los Tribunales convocarán, con
asistencia de los miembros de dichos órganos que estimen con-
veniente, a los trabajadores seleccionados para que éstos opten
por alguno de los puestos.

8.5. El régimen jurídico del desempeño de los puestos con-
vocados se ajustará a lo dispuesto en el artículo 18 del Convenio
Colectivo vigente.

Base Novena

Composición del Tribunal

9.1. El Tribunal de Selección tendrá la siguiente composición:

— Seis miembros designados por la Comunidad de Madrid,
de los cuales uno actuará como Presidente y otro como
Secretario.

— Tres miembros designados por los representantes de los tra-
bajadores en la Comisión Paritaria, en proporción a su repre-
sentación sindical.

9.2. Cada miembro tendrá un suplente, pudiendo designarse
asimismo los asesores que se estimen pertinentes.

Todos los miembros del Tribunal actuarán con voz y voto, así
como con sometimiento pleno a las causas generales de abstención
y recusación previstas para los Tribunales.

9.3. El Tribunal tomará sus decisiones por mayoría de sus
miembros, siendo necesaria la presencia, en todo momento, de,
al menos, cinco de ellos y, en todo caso, el Secretario. El Presidente,
en caso de imposibilidad de asistencia, podrá delegar en el Pre-
sidente suplente. El Tribunal queda autorizado para resolver cuan-
tas dudas puedan plantearse y adoptar los acuerdos precisos para
el buen orden de la convocatoria en todo lo no previsto por las
presentes bases, así como para convocar a los aspirantes señalando
lugar, día y hora para la sesión en que se efectuará la exposición
y defensa del proyecto sobre el contenido del puesto, lo que deberá
indicarse en la Resolución que haga pública la lista provisional
de aspirantes admitidos y excluidos.

9.4. La designación concreta de aquellas personas que han de
componer el Tribunal y suplentes, se determinará en la misma
Resolución en la que se apruebe la lista provisional de admitidos
y excluidos, y se publicará en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMU-
NIDAD DE MADRID.

Base Décima

Contra las actuaciones del Órgano convocante procederá recla-
mación previa a la vía jurisdiccional laboral. Contra las actuaciones
del Tribunal se formulará en primera instancia, reclamación ante
dicho Órgano y contra su Resolución procederá reclamación previa
a la vía jurisdiccional laboral, formulada ante el Órgano con-
vocante.

Dado en Madrid, a 20 de julio de 2000.

El Consejero de Sanidad,

JOSÉ IGNACIO ECHÁNIZ
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ANEXO I

RETRIBUCIONES

N.P.T. Denominación puesto
Grupo

profesional Nivel
Categoría

profesional
Complemento

funcional Total

24636 Director de la Comunidad Terapéutica I 9 3.942.596 748.580 4.691.176

ANEXO II

REQUISITOS MÍNIMOS

N.P.T. Denominación Unidad Titulación Experiencia Destino Localidad
Retribución
del puesto

24636 Director de la
Comunidad
Terapéutica

Comunidad
Terapéuti-
ca

Licenciado en Psico-
logía

Cinco años de expe-
riencia específica
mínima en direc-
ción de programas
a s i s t e n c i a l e s y
equipos multipro-
f e s i o n a l e s e n
Comunidad Tera-
péutica y Gestión
P r e s u p u e s t a r i a
(superior a 115
millones anuales) y
organización de
plantillas profesio-
nales, suplencias y
calendarios labora-
les de Comunidad
Terapéutica

Agencia Anti-
droga de la
Comunidad
de Madrid

Villaviciosa
de Odón

4.691.176

(03/19.035/00)

Universidad Complutense de Madrid

2419 RESOLUCIÓN de 26 de noviembre de 1999, de la Junta
de Gobierno de la Universidad Complutense de Madrid,
por la que se modifica la Resolución de 15 de diciembre
de 1994, reguladora de los ficheros de tratamiento auto-
matizado de datos de carácter personal de la Universidad
Complutense de Madrid.

La Junta de Gobierno de la Universidad Complutense de
Madrid, en su reunión de 26 de noviembre de 1999, acordó la
creación de un fichero de datos destinado a los candidatos que
buscan empleo a través del Centro de Orientación, Información
y Empleo y consecuentemente su introducción en el Anexo de
la Resolución de 15 de diciembre de 1994, publicada en el “Boletín
Oficial del Estado” de 8 de febrero de 1995, reguladora de los
ficheros de tratamiento automatizado de datos de carácter personal
de la Universidad Complutense de Madrid, en los siguientes
términos:

Número 18. Centro de Orientación, Información y Empleo
(COIE).

— Responsable: Centro de Orientación, Información y Empleo
(COIE). Consejo Social de la Universidad Complutense de
Madrid.

— Finalidad: Gestión de las prácticas y del empleo de los estu-
diantes y titulados universitarios.

— Uso: Gestión de prácticas y empleo.
— Personas o colectivos sobre los que se pretende obtener datos

de carácter personal o que resulten obligados a suministrar-
los: Estudiantes y titulados que solicitan al COIE prácticas
y empleo en las empresas.

— Procedimiento de recogida de datos de carácter personal:
Cumplimentación de solicitud por el interesado vía Intranet
o Internet. El interesado puede hacer posibles modificaciones
posteriores.

— Estructura básica del fichero automatizado y descripción de
los datos de carácter personal incluidos en el mismo: Datos
identificativos, personales, académicos, formativos, profesio-
nales, otros datos generales de su “curriculum”.

— Cesión de datos que se prevén: A las empresas colaboradoras
que solicitan al COIE estudiantes de prácticas y titulados
para empleo.

— Órgano ante el que pueden ejercitarse los derechos de acceso,
rectificación y cancelación, cuando proceda: COIE de la Uni-
versidad Complutense.

— Plazo para rectificar o cancelar datos: En cualquier momento.

Madrid, a 26 de noviembre de 1999.—El Rector, Rafael Puyol
Antolín.

(01/3.327/00)

Universidad Rey Juan Carlos

2420 RESOLUCIÓN de 29 de junio de 2000, de la Universidad
“Rey Juan Carlos”, por la que se nombra a don Santiago
Rosado Pacheco Profesor Titular de Universidad
(993/33/TU).

En uso de las atribuciones conferidas por el artículo 3 de la
Ley 7/1996, de 8 de julio, de Creación de la Universidad “Rey
Juan Carlos”, el artículo 3.1 del Decreto 90/1997, de 10 de julio,
y de conformidad con la propuesta formulada por la Comisión
constituida para juzgar el concurso convocado por Resolución de
esta Universidad, de fecha 8 de junio de 1999 (“Boletín Oficial
del Estado” del día 22) para la provisión de la plaza 993/33/TU
de Profesor Titular de Universidad del área de conocimiento de
“Derecho Administrativo”, y una vez acreditado por el concursante
propuesto que reúne los requisitos a que alude el apartado 2 del
artículo 5 del Real Decreto 1888/1984, de 26 de septiembre,
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HE RESUELTO

Nombrar a don Santiago Rosado Pacheco, con documento nacio-
nal de identidad número 1.091.647, Profesor Titular de Universidad
de la Universidad “Rey Juan Carlos”, del área de conocimiento
de “Derecho Administrativo”, adscrito al Departamento de Cien-
cias Sociales y Humanidades.

Móstoles, a 29 de junio de 2000.—El Rector-Presidente, Gui-
llermo Calleja Pardo.

(02/13.473/00)

C) Otras Disposiciones
Consejería de Presidencia y Hacienda

2421 ORDEN de 24 de julio de 2000, del Consejero de Presidencia
y Hacienda, por la que se designa presidente de la Mesa
de Contratación de la Consejería, en el ámbito de com-
petencia de la Dirección General de Patrimonio, durante
el período comprendido entre los días 7 y 31 de agosto
de 2000, ambos inclusive.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común y en el artículo 66 de la Ley 1/1983, de 13 de diciembre,
de Gobierno y Administración de la Comunidad de Madrid, en
relación con lo establecido en el artículo primero de la
Orden 1569/2000, de 5 de junio, del Consejero de Presidencia
y Hacienda, por la que se delega el ejercicio de determinadas
competencias,

DISPONGO

Designar para el desempeño de las funciones de presidente de
la Mesa de Contratación de la Consejería de Presidencia y Hacien-
da, en el ámbito de competencia de la Dirección General de Patri-
monio, durante el período comprendido entre los días 7 y 31 de
agosto de 2000, ambos inclusive, a don Rafael Martínez de Miguel,
funcionario del Servicio de Coordinación de la Contratación
Administrativa.

En Madrid, a 24 de julio de 2000.

El Consejero de Presidencia y Hacienda,
MANUEL COBO

(03/19.102/00)

Consejería de Obras Públicas,
Urbanismo y Transportes

2422 RESOLUCIÓN de 18 de julio de 2000, de la Secretaría
General Técnica de la Consejería de Obras Públicas, Urba-
nismo y Transportes, por la que se hace público Acuerdo
de la Comisión de Urbanismo de Madrid relativo a la Modi-
ficación Puntual de las Normas Subsidiarias de Planea-
miento de Villa del Prado, consistente en la variación de
la tipología edificatoria y las condiciones de posición de
la edificación en la parcela, en la Ordenanza 02 de Resi-
dencial Unifamiliar en sus grados 1.o a 4.o, promovido por
el Ayuntamiento de Villa del Prado. (Ac. 156/00).

La Comisión de Urbanismo de Madrid, en sesión celebrada el
día 27 de junio de 2000, examinó el expediente relativo a la Modi-
ficación Puntual de las Normas Subsidiarias de Planeamiento de
Villa del Prado, consistente en la variación de la tipología edi-
ficatoria y las condiciones de posición de la edificación en la par-
cela, en la Ordenanza 02 de Residencial Unifamiliar en sus gra-
dos 1.o a 4.o.

En virtud del contenido de los informes evacuados por la Dirección
General de Urbanismo y Planificación Regional de la Consejería
de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes y demás obrantes en
el expediente, y aceptando la propuesta formulada por dicha Dirección

General, que se elevó a su consideración, la Comisión de Urbanismo
de Madrid, adoptó acuerdo con la siguiente fundamentación:

I. El expediente de referencia consta de los antecedentes que,
a continuación, se relacionan:

1. Con fecha 25 de octubre de 1999 el Pleno del Ayuntamiento
de Villa del Prado acordó, aprobar inicialmente por mayoría
absoluta de los Concejales que conforman la Corporación,
la Modificación Puntual de las Normas Subsidiarias vigentes,
consistente en la modificación de tipología, edificabilidad
y retranqueo de la Ordenanza 02 (grados 1.o al 4.o) y sus-
pender licencias en esta área del territorio por el plazo máxi-
mo de un año. El acuerdo precitado fue sometido a infor-
mación pública por plazo de un mes mediante la inserción
de los pertinentes anuncios en el “Diario 16”, de fecha 12
de noviembre de 1999 y BOLETÍN OFICIAL DE LA COMU-
NIDAD DE MADRID número 277, de 22 de noviembre de 1999,
a fin de que los interesados pudieran interponer las ale-
gaciones que estimaran pertinentes, dando cumplimiento así
a lo dispuesto en el artículo 128 del Reglamento de
Planeamiento.
Durante dicho período de información pública, no se pre-
sentaron alegaciones al Documento, según acredita la Secre-
taría del Ayuntamiento en su certificado de fecha 27 de
diciembre de 1999.

2. Por mayoría absoluta del número legal de los miembros
que componen el Pleno de la Corporación, en sesión cele-
brada el día 18 de mayo de 1999, se adoptó el acuerdo
de aprobar provisionalmente la citada Modificación Puntual
de las Normas Subsidiarias.

3. Finalmente, con fecha 24 de mayo de 2000 tiene entrada
en la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Trans-
portes, el documento de la Modificación Puntual referida
de las Normas Subsidiarias instando la aprobación definitiva
de la misma.

4. Al expediente de Modificación Puntual se ha incorporado
el siguiente informe sectorial:

Dirección General de Calidad y Evaluación Ambiental de
la Consejería de Medio Ambiente, de fecha 23 de marzo
de 2000, que resulta favorable a la Modificación propuesta,
al no observarse repercusiones medioambientales en el con-
tenido de la misma.

5. Asimismo, obran en el expediente informes favorables eva-
cuados por los servicios técnicos y jurídicos de la Dirección
General de Urbanismo y Planificación Regional de la Con-
sejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes.

II. El objeto de la modificación es la variación de la tipología
edificatoria y las condiciones de posición de la edificación en la
parcela (retranqueo a alineaciones oficiales y linderos) en la Zona
de Ordenanza 02 de Residencial Unifamiliar en sus grados 1.o
al 4.o.

Las tipologías edificatorias que establecen las normas urbanís-
ticas para los cuatro grados de la Ordenanza 02 son las siguientes:

Grado 1.o: Agrupada en hilera.
Grado 2.o: Agrupada en hilera.
Grado 3.o: Agrupada en hilera.
Grado 4.o: Agrupada en hilera o pareada.

Las nuevas tipologías que se proponen como complementarias
de las anteriores son:

Grado 1.o: Agrupada en hilera o pareada.
Grado 2.o: Agrupada en hilera o pareada.
Grado 3.o: Aislada, agrupada en hilera o pareada.
Grado 4.o: Aislada, agrupada en hilera o pareada.

Igualmente la modificación afecta a las condiciones de retran-
queo de la edificación. Los previstos por el planeamiento vigente
son los siguientes:
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Los nuevos retranqueos que se establece son:

* Será de 2,00 metros en todos los grados, salvo en el caso de edificación agrupada
en de los dos linderos serán nulos o pareada, en donde lo será el común
a ambas edificaciones.

III. Respecto al análisis y valoración de la propuesta planteada,
se señala que:

Se justifica la modificación de la tipología edificatoria en base
a las dificultades que supone el desarrollo edificatorio de lotes
de terrenos situados en suelo urbano, tanto en determinadas par-
celas aisladas como en Unidades de Ejecución completas, debido
a que las vigentes condiciones no se ajustan a la demanda del
tipo de suelo existente en el municipio, o bien perjudican la poten-
cial edificación, al obligar al adosamiento en parcelas no adecuadas
para ello, sea porque disponen de un frente a calle de bastante
amplitud o porque su geometría no es favorable a esa tipología.

Como consecuencia de la conveniencia de modificar la tipología
edificatoria en estos ámbitos, aparece la necesidad de establecer
unos nuevos retranqueos a alineaciones oficiales y linderos.

En conclusión, y, desde el punto de vista técnico-urbanístico,
las modificaciones previstas no suponen alteración del modelo
territorial previsto por el planeamiento vigente, no existiendo
inconveniente en proceder a su aprobación definitiva.

IV. Desde el punto de vista de la tramitación administrativa,
hay que señalar que los artículos 161 y 126 y siguientes del Regla-
mento de Planeamiento, aprobado por el Real Decreto 2159/1978,
de 23 de junio, regulan los requisitos necesarios en la normativa
urbanística para la tramitación administrativa de un expediente
de Modificación Puntual, cual es el presente caso.

A este respecto y, analizando detalladamente el expediente de
referencia, procede significar que en el mismo se han cumplimen-
tado todos los trámites legales y reglamentarios que exige la Nor-
mativa Urbanística, entendiéndose completo en cuanto a la tra-
mitación administrativa del mismo.

De igual manera, se han observado los artículos 22 y 47 de
la Ley 7/1985, Reguladora de Bases de Régimen Local, en cuanto
a la exigencia del quórum necesario para la aprobación inicial
y provisional de las Modificaciones Puntuales de las Normas Sub-
sidiarias que, según ambos preceptos, debe ser de la mayoría abso-
luta del número legal de los miembros que conforman la Cor-
poración.

De otra parte y, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 47.3.a)
de la Ley 9/1995, de 28 de marzo, de Medidas de Política Territorial,
Suelo y Urbanismo de esta Comunidad, corresponde a la Comisión
de Urbanismo de Madrid la competencia para resolver el presente
expediente.

En virtud de la fundamentación expuesta, la Comisión de Urba-
nismo de Madrid

ACORDÓ

Primero

Aprobar definitivamente la Modificación Puntual de las Normas
Subsidiarias de Planeamiento de Villa del Prado, consistente en

la variación de la tipología edificatoria y las condiciones de posición
de la edificación en la parcela (retranqueo a alineaciones oficiales
y linderos) en la Ordenanza 02 de Residencial Unifamiliar en
sus grados 1.o al 4.o.

Segundo

Publicar el presente Acuerdo en el BOLETÍN OFICIAL DE LA
COMUNIDAD DE MADRID.

Lo que se hace público para general conocimiento, significándose
que contra el citado Acuerdo podrá interponerse Recurso Con-
tencioso-Administrativo ante el Tribunal Superior de Justicia de
Madrid en el plazo de dos meses contados desde el día siguiente
a la publicación de la presente, y sin perjuicio de cuantos otros
recursos se estime oportuno deducir.

Madrid, a 18 de julio de 2000.—El Secretario General Técnico,
P. D. (Resolución de 17 de marzo de 1997), la Jefa del Servicio
de Actuación Administrativa y Desarrollo Normativo, Isabel Baro-
na Villalba.

(03/18.732/00)

Consejería de Obras Públicas,
Urbanismo y Transportes

2423 RESOLUCIÓN de 19 de julio de 2000, de la Secretaría
General Técnica de la Consejería de Obras Públicas, Urba-
nismo y Transportes, por la que se hace público Acuerdo
del Consejo de Gobierno relativo a la Modificación Puntual
del Plan General de Ordenación Urbana de Parla, de la
Ordenanza 5, Subgrado 4.2, relativa al ámbito del Sector
“Cerro del Rubal”, Plan Parcial, PP-7.

Por el Consejo de Gobierno de la Comunidad de Madrid, en
sesión celebrada el día 13 de julio de 2000, se adoptó Acuerdo
relativo a la Modificación Puntual del Plan General de Ordenación
Urbana de Parla, de la Ordenanza 5, Subgrado 4.2, relativa al
ámbito del Sector “Cerro del Rubal”, Plan Parcial, PP-7, del
siguiente tenor literal:

«I. Con fecha 14 de febrero de 2000, se remite por el Ayun-
tamiento de Parla a la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo
y Transportes, expediente relativo a la Modificación Puntual del
Plan General de Ordenación Urbana de Parla, de la Ordenanza 5,
Subgrado 4.2, relativo al ámbito del Sector “Cerro del Rubal”,
a los efectos establecidos en el artículo 47.1.b) de la Ley 9/1995,
de 28 de marzo, de Medidas de Política Territorial, Suelo y Urba-
nismo de la Comunidad de Madrid, para su aprobación definitiva,
si procede, por el órgano autonómico competente.

La documentación técnica aportada consiste en tres ejemplares
diligenciados del proyecto y la documentación correspondiente a
la tramitación municipal.

El documento técnico consta de los siguientes apartados:
— Memoria:

� Conveniencia, oportunidad y justificación de la Modi-
ficación.

� Ordenanza no modificada del Plan General de Ordenación
Urbana.

� Ordenanza modificada.
— Planos. Planeamiento vigente y modificado:

� Plano número 4-13 de Ordenación y Gestión.
� Plano número 4-14 de Ordenación y Gestión.
� Plano número 4-17 de Ordenación y Gestión.
� Plano número 4-18 de Ordenación y Gestión.

II. El ámbito del PP-7 “Cerro del Rubal” se encuentra cla-
sificado en el vigente Plan General como Suelo Urbanizable Pro-
gramado en ejecución, asignándole la Ordenanza 5, Industrial, en
su Subgrado 4.2 específico para este ámbito, que coincide con
la Ordenanza del Plan Parcial que incorpora.

Las determinaciones de aplicación a este ámbito vienen esta-
blecidas en la ficha correspondiente al PP-7 de la Memoria, en
el capítulo VI de las Normas, donde se recoge la Ordenanza 5,
y en los planos de Ordenación y Gestión del Plan General de
Ordenación Urbana.
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La presente Modificación tiene por objeto modificar la Orde-
nanza 5 en su Subgrado 4.2, específico para la zona afectada, de
forma que se refunden dos de las tipologías edificatorias permi-
tidas, retocando a su vez los parámetros urbanísticos a fin de posi-
bilitar la construcción de naves de mayor altura sin que ello suponga
un aumento de la edificabilidad máxima establecida.

Asimismo, y en relación con la determinación establecida en
el Plan General relativa a las zonas verdes interiores al ámbito
del Plan Parcial “Cerro del Rubal”, se pretende reajustar la forma
de tres parcelas, sin cambiar su localización ni superficie.

Según se especifica en la Memoria del documento presentado,
así como en el informe emitido por el Técnico Municipal, la Modi-
ficación propuesta se justifica basándose en que, desde que se
promovió el Polígono Industrial “Cerro del Rubal”, y posterior-
mente cuando se redactó su Plan Parcial, los procesos industriales
han modificado sus estructuras y el tipo de industria ha variado
sustancialmente. En la actualidad ha quedado obsoleto y resulta
perjudicial para los Polígonos que se desarrollan en las cercanías
de núcleos urbanos, como es el caso, lo que hace unos años era
lógico en tipologías industriales. La abundancia de Industrias Nido
para pequeños talleres porducía grandes inconvenientes en cuanto
a ruido y salubridad.

Las necesidades de crear otros tipos de actividades industriales
de mayor superficie y de menor impacto ambiental, les lleva a
plantear polígonos donde dar cabida a estas nuevas naves, adap-
tando tipologías y pensando en otro tipo de zonificación, facilitando
la instalación de industrias de mayor tamaño destinadas a acti-
vidades que precisan de más superficie y altura como las que ahora
proliferan en el sector de almacenaje y distribución, siempre pre-
ferible en las proximidades de los núcleos residenciales a las peque-
ñas industrias y talleres de mayor impacto en el medio ambiente.

La Modificación Puntual propuesta se concreta en lo siguiente:
1.o Modificación del capítulo VI de las Normas Urbanísticas

del Plan General de Ordenación Urbana, donde se recoge la Orde-
nanza 5, Subgrado 4.2, relativa al ámbito del Plan Parcial “Cerro
del Rubal” (páginas 65, 69, 70, 71 y 72), de los siguientes aspectos:

— Reducción de las tipologías refundiendo las Zonas 3 y 4
en una sola, Zona 3.

— Aumento de la altura máxima de 12 a 14 metros, reduciendo
el número de plantas a dos.

— Fijación de la ocupación máxima del 60 por 100, aplicable
a todas las tipologías.

— Aumento del retranqueo mínimo a linderos pasando de 7,5
a 10 metros.

— Aumento del tamaño de las parcelas.
Las exclusivas modificaciones relativas a los parámetros urba-

nísticos de aplicación, establecidos en la Ordenanza 5, se recogen
en el siguiente cuadro:

2.o Modificación de los planos números 4-13, 4-14, 4-17 y 4-18,
de Ordenación y Gestión del Plan General en el ámbito del Sector
“Cerro del Rubal”, grafiando la Ordenanza correspondiente.

3.o Reajuste de las zonas verdes no modificándose ni su loca-
lización ni su superficie.

III. Con base en lo informado por la Dirección General de
Urbanismo y Planificación Regional de la Consejería de Obras
Públicas, Urbanismo y Transportes, una vez analizado el expediente
de referencia, cabe señalar lo siguiente:

La Modificación propuesta se justifica por cuanto que se pre-
tende dar respuesta a las necesidades planteadas por el mercado
inmobiliario, dando cabida a tipologías de naves y actividades,
más adecuadas a un polígono colindante con el núcleo urbano
residencial.

La Modificación de la Ordenanza se considera viable ya que
si bien se aumenta el volumen de la edificación, se mantiene la
edificabilidad máxima permitida y se establecen mayores retran-
queos a linderos.

En cuanto a las modificaciones realizadas en los planos del Plan
General, cabe señalar que se corrigen los errores de grafismo detec-
tados en los mismos, por los que se asignaban a las parcelas grados
de ordenandas incongruentes con lo determinado para el ámbito
del Plan Parcial en los textos normativos del Plan General.

Por otra parte, y de acuerdo con lo informado por el Técnico
Municipal, se comprueba que no se varía ni la localización ni la
superficie de las zonas verdes interiores, produciéndose tan sólo
a un reajuste.

Respecto a lo informado por la Dirección General de Calidad
y Evaluación Ambiental, en relación con el Decreto 170/1998, de 1
de octubre, sobre gestión de infraestructuras de saneamiento de
aguas residuales de la Comunidad de Madrid, se considera que
la Modificación Puntual propuesta no supone un mayor volumen
de vertidos de aguas residuales respecto a la situación de partida,
por cuanto que se mantiene invariable la edificabilidad máxima
permitida.

Por tanto, a la vista de lo anteriormente expuesto y dado que
desde la Dirección General de Calidad y Evaluación Ambiental
no se han realizado otro tipo de objeciones se entiende viable
y justificada urbanísticamente la Modificación Puntual propuesta.

Si bien, en el desarrollo de la actuación deberá tenerse en cuenta
lo señalado por la Dirección General de Patrimonio Histórico-Ar-
tístico de la Consejería de Educación en su informe de fecha 22
de junio de 2000, con arreglo al cual, dado que el expediente
tiene afección arqueológica, deberá presentarse previamente al
movimiento de tierras, un proyecto arqueológico redactado por
un técnico arqueólogo competente, para su aprobación y control
por dicha Dirección General.

IV. En las actuaciones administrativas seguidas se han cum-
plimentado cuantos trámites exige la normativa urbanística de
aplicación.

De otra parte, la competencia para otorgar la aprobación defi-
nitiva de las modificaciones puntuales de los instrumentos de pla-
neamiento general cuando se produce alteración de zonas verdes
o espacios libres, corresponde, según el artículo 47.1 b) de la
Ley 9/1995, de 28 de marzo, de Medidas de Política Territorial,
Suelo y Urbanismo de la Comunidad de Madrid, al Consejo de
Gobierno previo informe favorable de la Comisión de Urbanismo
de Madrid.

Dicho informe favorable ha sido evacuado por la citada Comisión
de Urbanismo en sesión celebrada el día 27 de junio de 2000.

En su virtud, a propuesta del excelentísimo señor Consejero
de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes, el Consejo de
Gobierno

ACUERDA

Primero
Aprobar definitivamente la Modificación Puntual del Plan Gene-

ral de Ordenación Urbana de Parla, de la Ordenanza 5, Subgra-
do 4.2, relativo al ámbito del Sector “Cerro del Rubal”, Plan Par-
cial 7, debiendo tenerse en cuenta lo señalado por la Dirección
General de Patrimonio Histórico-Artístico de la Consejería de Edu-
cación en su informe de fecha 22 de junio de 2000, recogido en
el punto III de la parte expositiva del presente acuerdo.
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Segundo

Publicar el presente Acuerdo en el BOLETÍN OFICIAL DE LA
COMUNIDAD DE MADRID.»

Lo que se hace público para general conocimiento, significándose
que contra el presente Acuerdo podrá interponerse recurso con-
tencioso-administrativo ante el Tribunal Superior de Justicia de
Madrid en el plazo de dos meses contados desde el día siguiente
a su notificación, o en su caso, publicación en el BOLETÍN OFICIAL
DE LA COMUNIDAD DE MADRID, y sin perjuicio de cuantos otros
recursos estime oportuno deducir.

Madrid, a 19 de julio de 2000.—El Secretario General Técnico,
Jesús Mora de la Cruz.

(03/18.861/00)

Consejería de Medio Ambiente

2424 DECRETO 169/2000, de 13 de julio, por el que se establece
un régimen de protección preventiva, para el espacio natural
“Soto del Henares”, en los términos municipales de Alcalá
de Henares y Los Santos de la Humosa.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la
Ley 4/1989, de 25 de marzo, de Conservación de los Espacios
Naturales y de la Flora y Fauna Silvestres, cuando de las infor-
maciones obtenidas por la Administración competente se dedujera
la existencia de una zona bien conservada, amenazada por un factor
de perturbación que potencialmente pudiera alterar tal estado,
se establecerá un régimen de protección preventiva para dicha
zona.

El espacio natural constituido por el denominado “Soto del
Henares”, que ocupa parte del territorio de los términos muni-
cipales de Alcalá de Henares y Los Santos de la Humosa, es un
enclave de singulares características que conserva uno de los mejo-
res bosques de ribera asociado a cantiles arcillosos de la Comunidad
de Madrid. Este espacio se encuentra amenazado fundamental-
mente por el crecimiento urbano e industrial de los municipios
del entorno y por las explotaciones mineras, además de por acciones
degradativas, entre las que cabe destacar el vertido de escombros
en determinados puntos, la reducción de la superficie del espacio
natural debido a procesos erosivos y aprovechamientos intensivos,
la presencia incontrolada de numerosos visitantes que frecuentan
la zona con la consiguiente acumulación de basuras o la desa-
parición de la vegetación y compactación del suelo.

La importancia del espacio “Soto del Henares”, radica en el
sistema de relaciones ecológicas que se conservan en este bosque
de galería, situado sobre unos meandros del río Henares que siguen
ejerciendo su acción erosiva sobre los depósitos terciarios creando
un paisaje de características singulares. Este espacio, que alberga
una alta biodiversidad de flora y fauna, se encuentra, en su mayor
parte, incluido como “Lugar de Importancia Comunitaria
ES 3110001: Cuenca de los ríos Jarama y Henares” en la propuesta
revisada de la Lista Regional de Lugares de Importancia Comu-
nitaria de la Comunidad de Madrid para su inclusión en la Red
Natura 2000, aprobada por Acuerdo del Consejo de Gobierno
el día 2 de septiembre de 1999, ejerciendo, además, un papel de
“corredor ecológico” entre el Parque Regional en torno a los ejes
de los cursos bajos de los ríos Manzanares y Jarama y el límite
con la provincia de Guadalajara.

Todo ello, hace que resulte necesario el establecimiento de un
régimen de protección preventiva para este espacio natural.

En su virtud, a propuesta del Consejero de Medio Ambiente
y previa deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del
día 13 de julio de 2000

DISPONGO

Artículo 1

Objeto

El objeto de este Decreto es establecer un régimen de protección
preventiva para el espacio natural “Soto del Henares”, en los tér-
minos municipales de Alcalá de Henares y Los Santos de la Humo-

sa, de la provincia de Madrid, con una superficie aproximada de 332
hectáreas, y cuya delimitación es la que contiene el plano que
figura como Anexo único de este Decreto.

Artículo 2

Ámbito territorial

1. Los terrenos a los que se aplica el régimen de protección
preventiva, objeto de este Decreto, son los incluidos dentro de
una línea perimetral que comienza en el puente de la carretera
M-226, en el río Henares, y desciende hacia el sur por la margen
izquierda de dicho río, paralelamente el cauce del mismo y a una
distancia de 100 metros. Dicha línea perimetral, gira hacia el este
al llegar a la base del cortado, para englobarlo manteniendo una
distancia de 100 metros respecto de su base por la finca
“Dehesarivera”. La línea perimetral se prolonga por el camino
existente hasta cortar la línea de nivel 625 metros, para bordear
exteriormente los cantiles a una distancia de 50 metros de la citada
cota en su mayor parte y alcanzando y superando, en algunos
casos, la cota de 650 metros hasta llegar a la finca denominada
“La Oruga”. A partir de este punto, la línea perimetral baja hasta
alcanzar el cauce del río para llegar al límite de la finca “La Cana-
leja”, atravesando la citada finca por el límite exterior del bosque
de galería existente hasta el camino de “La Magdalena”, en el
puente que cruza el río Henares, y prosiguiendo por dicho camino
hasta la vía de servicio de la finca “El Encín”.

Desde ese punto el perímetro del espacio continúa por dicha
vía de servicio hacia el sureste, hasta llegar a la zona edificada
del Instituto Madrileño de Investigación Agraria y Alimentaria,
al que bordea. La línea perimetral se prolonga hasta la antigua
conducción de agua para posteriormente bajar hacia el río hasta
una distancia de 100 metros del mismo, para dirigirse, finalmente,
paralelo a éste hasta el puente de la carretera M-226.

2. En caso de discrepancia entre esta descripción literal y el
plano del Anexo único, prevalecerá este último.

Artículo 3

Obligación de los titulares de los terrenos

Los titulares de los terrenos afectados están obligados a facilitar
información y acceso a los representantes de la Administración,
con el fin de verificar la existencia de factores de perturbación
y de realizar los estudios necesarios para la redacción del Plan
de Ordenación de los Recursos Naturales, a fin de dar cumpli-
miento a lo establecido en el artículo 4 de este Decreto.

Artículo 4

Plan de Ordenación de los Recursos Naturales

1. La Consejería de Medio Ambiente iniciará, de forma inme-
diata, la elaboración del Plan de Ordenación de los Recursos Natu-
rales de la zona, que deberá estar concluido en el plazo máximo
de un año. Sus objetivos, contenido y procedimiento de elaboración
se ajustarán a lo establecido en los artículos 4, 5 y 6 de la Ley 4/1989,
de 27 de marzo, de Conservación de los Espacios Naturales y
de la Flora y Fauna Silvestres.

2. El citado Plan incluirá, entre otras, las medidas para res-
taurar aquellas zonas de interés ecológico que se encuentren dete-
rioradas. No obstante, dentro del ámbito objeto del régimen pre-
ventivo, la Consejería de Medio Ambiente podrá iniciar los trabajos
de restauración de la zona de ribera degradada.

3. El ámbito territorial a ordenar por el Plan de Ordenación
de los Recursos Naturales podrá variar con respecto a la deli-
mitación establecida en el artículo 2 y Anexo único de este Decreto,
en función de los estudios de detalle que se realicen para la ela-
boración del mencionado Plan.

Artículo 5

Autorizaciones

1. Durante la elaboración y tramitación del Plan de Ordenación
de los Recursos Naturales de la zona previsto en el artículo 4
de este Decreto, no podrá otorgarse ninguna autorización, licencia
o concesión que habilite para la realización de actividades de trans-
formación de la realidad física y biológica, sin informe favorable
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de la Consejería de Medio Ambiente, que deberá ser emitido en
un plazo máximo de noventa días.

2. Asimismo, durante la tramitación de dicho Plan de Orde-
nación de los Recursos Naturales, no podrán realizarse actos que
supongan una transformación sensible de la realidad física y bio-
lógica que pueda llegar a hacer imposible o dificultar de forma
importante la consecución de los objetivos del Plan.

Artículo 6

Régimen sancionador

La realización de actividades que supongan un deterioro o alte-
ración de este espacio natural y que dificulten la consecución de
los objetivos del Plan de Ordenación de los Recursos Naturales
será sancionado de conformidad con la Ley 4/1989, de 27 de marzo,
y con la legislación específica que resulte de aplicación.

Artículo 7

Reparación del daño causado

1. El infractor deberá reparar el daño causado. La reparación
tendrá como objetivo lograr, en la medida de lo posible, la res-
tauración del medio natural al ser y estado previos al momento

de producirse la agresión. Asimismo, la Comunidad de Madrid
podrá subsidiariamente proceder a la reparación a costa del
obligado.

2. El infractor deberá abonar todos los daños y perjuicios oca-
sionados en el plazo que, en cada caso, se fije en la resolución
correspondiente.

DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA

Desarrollo reglamentario

Se autoriza al Consejero de Medio Ambiente para dictar cuantas
disposiciones requiera la ejecución de este Decreto.

DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA

Entrada en vigor

Este Decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación
en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID.

Madrid, a 13 de julio de 2000.

El Consejero de Medio Ambiente,
PEDRO CALVO

El Presidente,
ALBERTO RUIZ-GALLARDÓN
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ANEXO ÚNICO

PLANO DE DELIMITACIÓN DEL RÉGIMEN DE PROTECCIÓN PREVENTIVA DEL ESPACIO NATURAL
“SOTO DEL HENARES”

(03/18.889/00)
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Consejería de Medio Ambiente
2425 ORDEN 3052/2000, de 24 de julio, del Consejero de Medio

Ambiente, por la que se designan representantes de la Comu-
nidad de Madrid y Secretario de la Comisión de Protección
Civil.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4, apartados e)
y g), del Decreto 61/1989, de 4 de mayo, por el que se crea la
Comisión de Protección Civil de la Comunidad de Madrid y se
establece su composición, funciones y régimen de funcionamiento,

DISPONGO

Primero

Designar representantes de la Comunidad de Madrid en la Comi-
sión de Protección Civil de la Comunidad de Madrid a las personas
que ocupen los siguientes cargos:

— Director General de Carreteras.
— Director General de Salud Pública.
— Inspector del área de Prevención del Cuerpo de Bomberos

de la Comunidad de Madrid.

Segundo

Nombrar Secretario de la mencionada Comisión al Jefe del
Servicio de Protección Civil de la Dirección General de Protección
Ciudadana. En los supuestos de vacante, ausencia o enfermedad
será sustituido por el Jefe del Servicio de Gestión Corporativa
de la citada Dirección General.

Tercero

Dejar sin efecto la Orden 3770/1999, de 15 de octubre, del Con-
sejero de Medio Ambiente, por la que se designan representantes
de la Comunidad de Madrid y Secretario de la Comisión de Pro-
tección Civil.

Madrid, a 24 de julio de 2000.

El Consejero de Medio Ambiente,
PEDRO CALVO

(03/19.221/00)

Consejería de Sanidad
2426 ORDEN 349/2000, de 26 de julio, de la Consejería de Sani-

dad, por la que se regulan las bases de la convocatoria
de Subvenciones en el marco de la cooperación con enti-
dades científicas sin fines de lucro para apoyar la orga-
nización de Congresos, Seminarios, Jornadas y otras acti-
vidades de carácter científico-sanitario.

La Comunidad de Madrid, a través de la Consejería de Sanidad,
considera conveniente promocionar y fomentar la organización
de aquellos actos que, por sus características, sean foros de dis-
cusión y presentación de trabajos de carácter científico y/o de
investigación.

La Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad
de Madrid, y el Decreto 222/1998, de 23 de diciembre, de desarrollo
parcial de dicha Ley, establecen que las subvenciones que se con-
cedan con cargo a sus Presupuestos Generales lo serán con arreglo
a los principios generales de publicidad, concurrencia y objetividad.

En su virtud, y en el uso de las atribuciones que me son conferidas
por el artículo 41 de la Ley 1/1983, de 13 de diciembre, de Gobierno
y Administración de la Comunidad de Madrid, en relación al ar-
tículo 2 de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de
la Comunidad de Madrid,

DISPONGO

Artículo 1

Objeto de la convocatoria

Esta convocatoria tiene por objeto la concesión de subvenciones
para apoyar la organización de congresos, seminarios, jornadas

u otras actividades de carácter sanitario, en el marco de la
cooperación con entidades científicas sin fines de lucro, que pre-
senten proyectos que tengan carácter eminentemente científico
y/o de investigación.

Artículo 2

Beneficiarios y requisitos

Podrán solicitar las subvenciones a que se refiere el artículo
anterior las entidades científicas sin ánimo de lucro, las asocia-
ciones profesionales, y otras entidades sin ánimo de lucro que
presenten proyectos de carácter eminentemente científico y que
reúnan y acrediten los siguiente requisitos:

a) Estar legalmente constituidas e inscritas en el registro corres-
pondiente de entre los que se mencionan.
— Registro de Asociaciones científico-técnico sanitario de

la Consejería de Sanidad en el caso de Asociaciones
del ámbito regional de Madrid.

— Registro Nacional para las Asociaciones de ámbito
nacional o Registro Regional para las Asociaciones de
ámbito regional.

— Registro de Fundaciones de la Comunidad de Madrid
para las Fundaciones de ámbito regional.

— Registro Nacional para las Fundaciones de ámbito
nacional.

b) Tener delegación permanente y una actividad valorable y
continuada en la Comunidad de Madrid (sean de ámbito
nacional o internacional).

c) Que las actividades para las que se conceda la subvención
se realicen en el ámbito territorial de la Comunidad de
Madrid y durante el año 2000.

d) Que tengan entre sus fines institucionales la promoción de
la actividad científica y la difusión de los trabajos o estudios
científico-técnicos que realicen profesionales sanitarios.

Artículo 3

Solicitudes y documentación

3.1. Las solicitudes de subvención se formalizarán en los impre-
sos normalizados que figuran como Anexos I y II de la presente
Orden.

3.2. Las solicitudes se presentarán en el Registro de la Con-
sejería de Sanidad sito en la calle O’Donnell, número 50, en horario
de nueve a catorce horas o en el Registro General de la Comunidad
de Madrid, plaza del Descubridor Diego de Ordás, número 3;
también podrán remitirse por cualquiera de las modalidades pre-
vistas por el artículo 38.4 de la Ley de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, en la redacción dada por la Ley 4/1999, de modificación
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

3.3. Los impresos de solicitud deberán ir acompañados de la
siguiente documentación:

— Memoria del proyecto o actividad para la que se solicita
la subvención que incluya Programa, Comité Científico,
fechas y lugar de celebración.

— Estatutos de la entidad.
— Fotocopia de la tarjeta de identificación fiscal.
— Documentación acreditativa de estar al corriente de los pagos

fiscales y Seguridad Social, si procede, expedida por el órgano
oficial competente.

— Dirección y teléfonos de contacto de la Delegación Perma-
nente de la entidad en la Comunidad de Madrid.

— Justificantes de estar inscritas en el registro o registros opor-
tunos, aludidos en el artículo 2 de la presente Orden.

Si la solicitud no reuniera los requisitos anteriormente men-
cionados o no se aportaran los documentos precisos, la entidad
solicitante será requerida para que, en el plazo de diez días hábiles,
subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con indi-
cación de que, si así no lo hiciera, se la tendrá por desistida de
su petición, archivándose la solicitud, previa resolución que se
dictará en un plazo máximo de veinte días.
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La relación de entidades que deberán subsanar o completar
la documentación, se expondrá en el tablón de anuncios de la
Consejería de Sanidad, calle O’Donnell, número 50, planta baja.

3.4. El plazo de presentación de solicitudes será de sesenta
días naturales a contar desde el día siguiente a la publicación
de la presente convocatoria en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMU-
NIDAD DE MADRID.

Artículo 4

Instrucción del procedimiento

Los actos de instrucción necesarios para el conocimiento y com-
probación de los datos aportados en virtud de los cuales deba
efectuarse la resolución, se efectuarán de oficio por la Vicecon-
sejería de Sanidad, y se ajustarán a lo previsto en los artículos
correspondientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Artículo 5

Comisión de Evaluación

La Comisión de Evaluación estará formada por los siguientes
miembros:

— El Viceconsejero de Sanidad que actuará como Presidente,
o persona en quien delegue.

— El Director General de Sanidad, o persona en quien delegue.
— El Director General de Salud Pública, o persona en quien

delegue.
— El Director General de Planificación de la Consejería de

Sanidad o persona en quien delegue.
— El Jefe del Servicio de Formación e Investigación Sanitaria

de la Consejería de Sanidad, que actuará como Secretario
de la Comisión.

— Un miembro del personal adscrito a la Viceconsejería de Sani-
dad y que será designado por el Viceconsejero de Sanidad.

Artículo 6

Criterios de evaluación, concesión y determinación de la cuantía
de las subvenciones

6.1. El procedimiento de concesión de las subvenciones objeto
de esta convocatoria se realizará por el sistema de concurso, y
la valoración de las solicitudes se efectuará de acuerdo con los
siguientes criterios:

— Adecuación de la actividad a los programas sanitarios de
la Consejería de Sanidad, hasta un máximo de 10 puntos.

— Calidad en la organización de la actividad (programa, par-
ticipantes técnicos, sistema de seguimiento y evaluación de
la actividad previstos, número de inscritos, etcétera), hasta
un máximo de 10 puntos.

— Relación de la cantidad solicitada con el presupuesto de
la actividad (contribución de otras instituciones, adecuación
del presupuesto presentado a los precios de mercado, ade-
cuación de la cantidad total al tipo de la actividad a desarro-
llar), hasta un máximo de 10 puntos.

— Grado de representatividad de la entidad solicitante en el
sector sanitario, hasta un máximo de 10 puntos.

Para obtener la subvención la entidad solicitante deberá obtener
un mínimo de 20 puntos.

6.2. La cuantía de la subvención estará determinada por la
valoración de los criterios establecidos en los apartados anteriores
y oscilará entre un mínimo de 50.000 pesetas y hasta un máximo
de 1.000.000 de pesetas, y en ningún caso podrá superar el coste
de la actividad a desarrollar.

6.3. La Comisión de Evaluación, a fin de mejorar la valoración
de las solicitudes, podrá requerir a las entidades solicitantes la
ampliación de la información contenida en la memoria del proyecto
o actividad.

6.4. La Comisión de Evaluación formulará la propuesta de
resolución motivada y definitiva, con la relación de las entidades
que se proponen para la concesión de la subvención, haciendo
constar expresamente la relación de solicitudes desestimadas; dicha
propuesta se elevará a la aprobación del Consejero de Sanidad.

Artículo 7

Resolución

7.1. La Consejería de Sanidad resolverá la concesión de las
subvenciones, a propuesta de la Comisión, en el plazo de tres
meses contados desde el día siguiente a la finalización del plazo
de presentación de solicitudes, mediante Orden sucintamente moti-
vada que se publicará en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD
DE MADRID. Transcurrido el plazo sin haberse dictado resolución
expresa, se entenderán desestimadas las solicitudes por silencio
administrativo.

7.2. La resolución que se dicte pondrá fin a la vía administrativa
y contra la misma podrá interponerse recurso potestativo de repo-
sición, en el plazo de un mes, ante el excelentísimo señor Consejero
de Sanidad, conforme a lo establecido por la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, en la redacción
dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, o ser impugnada direc-
tamente ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid, conforme determina la
Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

Artículo 8

Obligaciones de los beneficiarios

8.1. Las entidades beneficiarias quedarán obligadas a:

a) Realizar la actividad objeto de la subvención.
b) Comunicar a la Consejería de Sanidad cualquier modifi-

cación de la actividad objeto de la subvención.
c) Hacer constar la colaboración de la Consejería de Sanidad

en las actividades realizadas.
d) Comunicar la obtención de cualquier otra subvención para

la misma finalidad de otra Administración o entidad pública
o privada, regional, nacional o internacional.

e) Estar al corriente de las obligaciones fiscales y con la Segu-
ridad Social en el período en el que está activa la subvención;
o aportar justificante de exención de dichas obligaciones.

f) La aceptación de la subvención por parte de las entidades
beneficiarias implica la de las normas fijadas en esta con-
vocatoria y el cumplimiento de los requisitos en ella esta-
blecidos, así como lo previsto en la Ley 9/1990, de 8 de
noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad
de Madrid. Las entidades beneficiarias se obligan a permitir
la inspección y comprobaciones necesarias respecto al des-
tino y aplicación de las subvenciones concedidas; quedan
asimismo sometidas al control y verificación de la Inter-
vención General de la Comunidad de Madrid y la fisca-
lización del Tribunal de Cuentas u otros Organismos com-
petentes, de conformidad a lo establecido en el artículo 12
de la Ley de Subvenciones, así como obligadas a facilitar
cuanta información les sea requerida por la Intervención
General de la Comunidad de Madrid, Tribunal de Cuentas
u otros órganos competentes.

Artículo 9

Justificación de los gastos

9.1. Las entidades beneficiarias quedarán obligadas a presentar
la justificación de los gastos efectuados antes del 1 de noviembre
de 2000, en las siguientes condiciones:

a) Memoria del resultado de la actividad subvencionada (ac-
tividades realizadas, resultados obtenidos, cumplimiento de
objetivos y conclusiones).

b) Facturas relativas a los gastos efectuados (o facturas y jus-
tificantes de los pagos realizados) con cargo a la subvención.

c) La presentación de la documentación se hará en el Registro
de la Consejería de Sanidad conforme al artículo tercero
de la presente Orden.
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Artículo 10

Forma y plazos de pago

El pago se efectuará previa justificación del cumplimiento de
la finalidad para la que se concedió, mediante transferencia ban-
caria conforme a los datos facilitados por las entidades bene-
ficiarias.

Artículo 11

Revocación de la subvención y reintegro de cantidades

11.1. Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para
la concesión y, en todo caso, la obtención concurrente de sub-
venciones concedidas por cualquier entidad pública o privada,
nacional o internacional, podrá dar lugar a la modificación de
la subvención otorgada, de acuerdo con lo dispuesto en el ar-
tículo 6.5 de la Ley 2/1995, de 8 de marzo.

11.2. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas en
los casos y por las causas recogidas en el artículo 11 de la Ley 2/1995
de Subvenciones de la Comunidad de Madrid.

11.3. En cuanto al régimen de infracciones y sanciones regirá
lo dispuesto en los artículos 14 y 15 de la Ley de Subvenciones.

Será igualmente de aplicación la Ley 9/1990, de 8 de noviembre,
Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, respecto
a los posibles intereses por las cantidades adeudadas.

Artículo 12

Financiación de las subvenciones

Las subvenciones reguladas por la presente Orden se financiarán
con cargo a la partida 4809 del programa 701 del vigente Pre-
supuesto para el año 2000.

DISPOSICIONES FINALES

Primera

En todo lo no dispuesto en la presente Orden, se aplicará la
Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad
de Madrid y el Decreto 222/1998, de 23 de diciembre, de desarrollo
parcial de la anterior.

Segunda

Contra la presente Orden, que pone fin a la vía administrativa,
los interesados podrán interponer recurso potestativo de reposición
ante el excelentísimo señor Consejero de Sanidad en el plazo de
un mes a contar desde el día siguiente a la publicación en el
BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID, o bien inter-
poner recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
a la publicación referida, sin perjuicio de cuantos otros recursos
estimen oportuno deducir.

Tercera

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su
publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE
MADRID.

Madrid, a 26 de julio de 2000.

El Consejero de Sanidad,
JOSÉ IGNACIO ECHÁNIZ
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ANEXO I (Anverso)

Número de registro:

DATOS GENERALES

Denominación de la entidad: ................................................................................................................................................................................................................................................................

Domicilio: ...............................................................................................................................................................................................................................................................................................................

Localidad: .................................................................................................................................................................................................................................................... C. P.: ..........................................

Teléfono: ............................................................................

Ámbito geográfico de la actuación: .................................................................................................................................................................................................................................................

Colectivo/s a los que se dirigen las actividades de la Entidad: ................................................................................................................................................................................

............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

Nombre del Presidente o cargo representativo: ...................................................................................................................................................................................................................

Fecha de constitución de la Entidad/Asociación: ...............................................................................................................................................................................................................

Finalidad de la Institución: ......................................................................................................................................................................................................................................................................

............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

Finalidad de la subvención: Desarrollo de Programas o Proyectos científicos �

Cursos �

Reuniones, Jornadas Técnicas, ... �

Número de socios: ..........................................

Número de Centros o Servicios que gestiona o presta, con especificación de los mismos:

............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................
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ANEXO I (Reverso)

PRESUPUESTO DESGLOSADO DE LA ENTIDAD O ASOCIACIÓN (en pesetas)

Ejercicio para el que
Gastos Ejercicio último solicita subvención

Gastos personal

Bienes corrientes y servicios

Trabajos, sumin. y servicios ext.

Gastos diversos

TOTAL

Ejercicio para el que
Ingresos Ejercicio último solicita subvención

Generales (incluye cuotas de socios)

Financieros

SUBVENCIONES OFICIALES:

1. Comunidad de Madrid, Consejería de: ...................................................

.......................................................................................................................................................

2. Ayuntamiento de: .......................................................................................................

3. Otros organismos oficiales:

(Especificar) ....................................................................................................................

.......................................................................................................................................................

.......................................................................................................................................................

.......................................................................................................................................................

SUBVENCIONES DE INSTITUCIONES PRIVADAS

TOTAL

DATOS DE LA ENTIDAD BANCARIA PARA LA TRANSFERENCIA

Banco: .........................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

Código de banco: .....................................................................................

Agencia: ........................................................................................................................................ Localidad: ........................................................................................................................................

Cuenta corriente número: ................................................................................................... Código de la sucursal: ...................................................................................................

DOCUMENTACIÓN A PRESENTAR

Proyecto de actividades objeto de la subvención . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . �

Fotocopia del CIF de la entidad . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . �

Estatutos de la entidad . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . �

Documentación acreditativa S. Social y fiscal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . �

Madrid, a ................. de .................................................................................. de ..................................

FIRMA DE LA PERSONA SOLICITANTE

EXCMO. SR. CONSEJERO DE SANIDAD. COMUNIDAD DE MADRID. Calle O’Donnell, 50. 28009 Madrid.
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ANEXO II
Número de registro:

DATOS DE LA ACTIVIDAD CIENTÍFICA

Título de la actividad a organizar: .....................................................................................................................................................................................................................................................

............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

Tipo de reunión: � Congreso Internacional

� Congreso Nacional

� Congreso Local

� Seminario

� Jornadas

� Taller de Trabajo

� Otros

Lugar: ......................................................................................................................................................................................................................... Fecha: ............................................................................

PRESUPUESTO DESAGREGADO DEL CONGRESO O JORNADAS TÉCNICAS

Viajes, alojamiento y manutención de los ponentes . . . . . . . . . .

Material a distribuir a los congresistas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Alquiler del local de reunión . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Gastos Secretaría . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Gastos generales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

TOTAL . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Cantidad solicitada: .............................................................................................

Asignación de la cantidad (Especificar la actividad concreta a la que va a ser destinada la subvención): ......................................................................

............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

OTRAS CONTRIBUCIONES ECONÓMICAS PARA LA MISMA ACTIVIDAD

Entidad a la que se ha
solicitado la ayuda Cuantía solicitada Cuantía concedida

Madrid, a ................. de .................................................................................. de .........................

FIRMA DE LA PERSONA SOLICITANTE

EXCMO. SR. CONSEJERO DE SANIDAD. COMUNIDAD DE MADRID
Calle O’Donnell, 50, 28009 Madrid

(03/19.099/00)



Pág. 21MIÉRCOLES 2 DE AGOSTO DE 2000B.O.C.M. Núm. 182

Consejería de Sanidad

2427 RESOLUCIÓN 125/2000, de 25 de julio, de la Secretaría
General Técnica de la Consejería de Sanidad, por la que
se delega la competencia en materia de supervisión de pro-
yectos de obras en el Servicio de Planificación y Gestión
de Infraestructuras del Organismo Autónomo Servicio
Regional de Salud, para la emisión de informe de supervisión
de determinado proyecto de obra.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 13.1 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, en relación con el artículo 6.ñ) del Decreto 22/2000, de 10
de febrero, por el que se aprueba la estructura orgánica de la
Consejería de Sanidad

RESUELVO

Delegar la competencia en el Servicio de Planificación y Gestión
de Infraestructuras del Organismo Autónomo Servicio Regional de
Salud para la emisión del informe de supervisión del proyecto de
obra de remodelación del Centro de Salud Público de Majadahonda
(Madrid).

Dada en Madrid, a 25 de julio de 2000.—La Secretaria General
Técnica, Adoración Muñoz Merchante.

(03/19.226/00)

Universidad Politécnica de Madrid

2428 RESOLUCIÓN de 21 de julio de 2000, de la Universidad
Politécnica de Madrid, por la que se acuerda hacer público
el presupuesto de esta Universidad para 2000.

El Consejo Social de la Universidad Politécnica de Madrid, en
su sesión del día 13 de abril de 2000 ha aprobado el presupuesto
de esta Universidad para 2000, en uso de las atribuciones que
le concede el artículo 14 de la Ley Orgánica 11/1983, de Reforma
Universitaria, y el artículo 259 de los Estatutos de esta Universidad.

Una vez aprobado el presupuesto, este Rectorado ha resuelto
hacerlo público, dando así cumplimiento a lo establecido en el
artículo 52.2 de la Ley Orgánica 11/1983, y en el artículo 258
de los Estatutos de la Universidad.

Madrid, a 21 de julio de 2000.—El Rector, Saturnino de la
Plaza Pérez.

EJERCICIO PRESUPUESTARIO 2000

TOTAL

Artículo Explicación del ingreso
Artículo

(pesetas)
Capítulo
(pesetas)

Capítulo 3. Tasas, precios públicos y otros ingresos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7.889.625.000
31 Precios públicos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 5.614.200.000
32 Otros ingresos procedentes de prestación de servicios . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.225.500.000
33 Venta de bienes . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 28.850.000
38 Reintegro de operaciones corrientes . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10.000.000
39 Otros ingresos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 11.075.000

Capítulo 4. Transferencias corrientes . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 21.983.690.000
40 De la Administración del Estado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13.000.000
41 De Organismos Autónomos Administrativos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6.000.000
45 De Comunidades Autónomas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 21.508.495.000
47 Transferencias corrientes empresas privadas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 260.000.000
49 Del exterior . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 196.195.000

Capítulo 5. Ingresos patrimoniales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 237.000.000
52 Intereses de depósitos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 150.000.000
54 Rentas de bienes inmuebles . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 38.000.000
55 Productos de concesiones y aprovechamientos esp. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 48.000.000
59 Otros ingresos patrimoniales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.000.000

Capítulo 6. Enajenación de inversiones reales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 935.000.000
60 De terrenos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 585.000.000
61 De las demás inversiones reales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 350.000.000

Capítulo 7. Transferencias de capital . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 5.564.500.000
70 De la Administración del Estado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.517.500.000
71 De OOAA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 125.000.000
74 De Empresas Públicas y otros Entes Públicos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 11.500.000
75 De Comunidades Autónomas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.600.000.000
76 De Corporaciones Locales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10.500.000
77 De empresas privadas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 100.000.000
79 Del exterior . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.200.000.000

Capítulo 8. Activos financieros . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 422.000.000
83 Reintegro préstamos concedidos fuera sector público . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12.000.000
87 Remanente de Tesorería . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 410.000.000

Capítulo 9. Pasivos financieros . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 966.147.202
91 Préstamos recibidos del interior . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 966.147.202

Total presupuesto de ingresos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 37.997.962.202



Pág. 22 MIÉRCOLES 2 DE AGOSTO DE 2000 B.O.C.M. Núm. 182

EJERCICIO PRESUPUESTARIO 2000

TOTAL

Artículo Explicación del gasto
Artículo

(pesetas)
Capítulo/Programa

(pesetas)

PROGRAMA 422D. ENSEÑANZAS UNIVERSITARIAS . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 31.790.939.111
Capítulo 1. Gastos de personal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 23.620.657.024

12 Funcionarios . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 15.562.085.358
13 Laborales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3.519.766.991
14 Otro personal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.343.555.640
15 Incentivos al rendimiento . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 541.271.294
16 Cuotas, prest. y gastos sociales cargo emplead. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.653.977.741

Capítulo 2. Gastos corrientes en bienes y servicios . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3.799.145.303
20 Arrendamientos y cánones . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 106.935.929
21 Reparaciones, mantenimiento y conservación . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 374.407.388
22 Material, suministros y otros . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3.094.661.986
23 Indemnización por razón del servicio . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 205.040.000
24 Gastos de publicaciones . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 18.100.000

Capítulo 3. Gastos financieros . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 26.500.000
34 De depósitos y fianzas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 26.500.000

Capítulo 4. Transferencias corrientes . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 571.533.000
48 A familias e instituciones sin fines de lucro . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 571.533.000

Capítulo 6. Inversiones reales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3.761.103.784
62 Inversión nueva asociada al funcionamiento operativo de los servicios . . . . . . . . . . 3.393.771.033
63 Inversión de reposición asociada al funcionamiento operativo de los servicios. 367.332.751

Capítulo 8. Activos financieros . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12.000.000
83 Concesión de préstamos fuera del sector público . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12.000.000

PROGRAMA 421B. PERFECCIONAMIENTO DEL PROF. DE EDC. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 117.523.091
Capítulo 1. Gastos de personal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 94.556.674

12 Funcionarios . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 62.085.678
13 Laborales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 17.806.981
15 Incentivos al rendimiento . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.137.524
16 Cuotas, prest. y gastos sociales cargo emplead. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12.526.501

Capítulo 2. Gastos corrientes en bienes y servicios . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 15.122.778
20 Arrendamientos y cánones . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.650.000
21 Reparaciones, mantenimiento y conservación . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.200.000
22 Material, suministros y otros . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10.072.778
23 Indemnizaciones por razón del servicio . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.200.000

Capítulo 6. Inversiones reales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7.843.639
62 Inversión nueva asociada al funcionamiento operativo de los servicios . . . . . . . . . 4.543.639
63 Inversión de reposición asociada al funcionamiento operativo de los servicios. 3.300.000

PROGRAMA 541A. INVESTIGACIÓN CIENTÍFICA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6.089.500.000
Capítulo 6. Inversiones reales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6.089.500.000

64 Gastos en inversiones de carácter inmat. investigac. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6.089.500.000

Total presupuesto de gastos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 37.997.962.202

(01/3.332/00)

D) Anuncios

Consejería de Presidencia y Hacienda

Resolución de 24 de julio de 2000, de la Secretaría General Técnica
de la Consejería de Presidencia y Hacienda, por la que se hace
pública convocatoria para la licitación del contrato de servicio
de: “Codificación, validación y recuperación de información en
registro civil y otros tratamientos de la estadística de defunciones
de la Comunidad de Madrid”.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Presidencia y Hacienda.
b) Dependencia que tramita el expediente: Servicio de Gestión

Económico-Administrativa y Régimen Interior.
c) Número de expediente: 05-AT-00036.8/2000.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: “Codificación, validación y recupe-

ración de información en registro civil y otros tratamientos
de la estadística de defunciones de la Comunidad de
Madrid”.

b) División por lotes y número: No.
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c) Lugar de ejecución: Comunidad de Madrid.
d) Plazo de ejecución o fecha límite de entrega: Veinticuatro

meses.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación.
Importe total: 50.000.000 de pesetas (su valor en euros es

de 300.506,05).
5. Garantías.
Provisional: 1.000.000 de pesetas.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Consejería de Presidencia y Hacienda-Registro.
b) Domicilio: Plaza de Chamberí, número 8, planta baja.
c) Localidad y código postal: 28010 Madrid.
d) Teléfono y persona de contacto: 915 809 989, doña Isabel

Pintado.
e) Fecha límite de obtención de documentación e informa-

ción: ...
f) Importe a abonar por el Pliego de Bases y prueba: 1.675

pesetas.
7. Requisitos específicos del contratista.
a) Clasificación: Grupo III, Subgrupo 3, Categoría: A.
8. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: 30 de agosto de 2000.
b) Documentación a presentar: La especificada en el Pliego

de Bases.
c) Lugar de presentación:

1.a Entidad: Consejería de Presidencia y Hacienda-Re-
gistro.

2.a Domicilio: Plaza de Chamberí, número 8, planta baja.
3.a Localidad y código postal: 28010 Madrid.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a mantener
su oferta: Tres meses.

e) Admisión de variantes: No.
9. Apertura de las ofertas.
a) Entidad: Consejería de Presidencia y Hacienda.
b) Domicilio: Calle Alcalá, número 1.
c) Localidad: Madrid.
d) Fecha: 4 de septiembre de 2000.
e) Hora: A las doce.
10. Otras informaciones.
Las proposiciones se presentarán en tres sobres cerrados, bajo

el título “Convocatoria Pública 05-AT-00036.8/2000”. Referencian-
do en cada sobre la identificación fiscal (CIF o NIF).

11. Gastos de anuncios.
Los gastos de los anuncios serán de cuenta del adjudicatario.
Hágase público para general conocimiento.
En Madrid, a 24 de julio de 2000.—La Secretaria General Téc-

nica, Patricia Lázaro Martínez de Morentin.
(01/3.368/00)

Consejería de Presidencia y Hacienda
Resolución de 24 de julio de 2000, de la Secretaría General Técnica

de la Consejería de Presidencia y Hacienda, por la que se hace
pública convocatoria para la licitación del contrato de consultoría
y asistencia de: “Tratamiento y obtención de las cuentas del
sector industrial 1999 y 2000”.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Presidencia y Hacienda.
b) Dependencia que tramita el expediente: Servicio de Gestión

Económico-Administrativa y Régimen Interior.
c) Número de expediente: 05-AT-00037.0/2000.

2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: “Tratamiento y obtención de las

cuentas del sector industrial 1999 y 2000”.
b) División por lotes y número: No.
c) Lugar de ejecución: Comunidad de Madrid.
d) Plazo de ejecución o fecha límite de entrega: Veinticuatro

meses.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación.
Importe total: 23.500.000 pesetas (su valor en euros es

de 141.237,84).
5. Garantías.
Provisional: 470.000 pesetas.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Consejería de Presidencia y Hacienda-Registro.
b) Domicilio: Plaza de Chamberí, número 8, planta baja.
c) Localidad y código postal: 28010 Madrid.
d) Teléfono y persona de contacto: 915 809 961, don Fernando

del Castillo.
e) Fecha límite de obtención de documentación e información:

Día anterior al plazo de presentación de ofertas.
f) Importe a abonar por el Pliego de Bases y prueba: 1.720

pesetas.
7. Requisitos específicos del contratista.
— De solvencia económica y financiera, técnica o profesional:

Según se especifica en el punto 11 del Anexo II al Pliego
de Cláusulas Administrativas Particulares.

8. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: 30 de agosto de 2000.
b) Documentación a presentar: La especificada en el Pliego

de Bases.
c) Lugar de presentación:

1.a Entidad: Consejería de Presidencia y Hacienda-Re-
gistro.

2.a Domicilio: Plaza de Chamberí, número 8, planta baja.
3.a Localidad y código postal: 28010 Madrid.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a mantener
su oferta: Tres meses.

e) Admisión de variantes: No.
9. Apertura de las ofertas.
a) Entidad: Consejería de Presidencia y Hacienda.
b) Domicilio: Calle Alcalá, número 1.
c) Localidad: Madrid.
d) Fecha: 4 de septiembre de 2000.
e) Hora: A las doce.
10. Otras informaciones.
Las proposiciones se presentarán en tres sobres cerrados, bajo

el título “Convocatoria Pública 05-AT-00037.0/2000”. Referencian-
do en cada sobre la identificación fiscal (CIF o NIF).

11. Gastos de anuncios.
Los gastos de los anuncios serán de cuenta del adjudicatario.
Hágase público para general conocimiento.
En Madrid, a 24 de julio de 2000.—La Secretaria General Téc-

nica, Patricia Lázaro Martínez de Morentin.
(01/3.367/00)

Consejería de Presidencia y Hacienda
ORGANISMO AUTÓNOMO BOLETÍN OFICIAL

DE LA COMUNIDAD DE MADRID

Resolución 35/2000, de 28 de julio, del Gerente del Organismo
Autónomo Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid, por
la que se da publicidad a la adjudicación del contrato de “Su-
ministro, montaje e instalación de dos ascensores para el edificio
industrial del Organismo Autónomo Boletín Oficial de la Comu-
nidad de Madrid en la calle Valportillo Primera, número 9,
en Alcobendas”.
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1. Entidad adjudicadora:
a) Organismo Autónomo Boletín Oficial de la Comunidad de

Madrid.
b) Dependencia que tramita el expediente: Unidad Adminis-

trativa del Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid.
c) Número de expediente: 279/00.
2. Objeto del contrato:
a) Tipo de contrato: Contrato de Suministro.
b) Descripción del objeto: “Suministro, montaje e instalación

de dos ascensores para el edificio industrial del Organismo
Autónomo Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid en
la calle Valportillo Primera, número 9, en Alcobendas”.

c) Lote: No.
d) Boletín o Diario Oficial y fecha de publicación del anuncio

de licitación: BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE
MADRID de 27 de junio de 2000.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación:
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación:
Importe total: 18.000.000 de pesetas, IVA incluido.
5. Adjudicación:
a) Fecha: 18 de julio de 2000.
b) Contratista: “Schindler, Sociedad Anónima”.
c) Nacionalidad: Española.
d) Importe de adjudicación: 14.384.000 pesetas, IVA incluido.
Hágase público para general conocimiento.
En Alcobendas, a 28 de julio de 2000.—El Gerente del Orga-

nismo Autónomo Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid,
Carlos Ares Sánchez.

(03/19.219/00)

Consejería de Economía y Empleo

DIRECCIÓN GENERAL DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINAS

Resolución de 27 de junio de 2000, de la Dirección General de
Industria, Energía y Minas de la Comunidad de Madrid, por
la que se somete a información pública la solicitud de auto-
rización administrativa previa para el almacenamiento y dis-
tribución de GLP canalizado para 26 viviendas en urbanización
“Pico de la Machota”, en Zarzalejo (Madrid).

N.a Ref.a: 99-1040
De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 34/1998, de 7 de octubre,

del sector de hidrocarburos, se somete a información pública la
solicitud de Autorización Administrativa Previa para el almace-
namiento y distribución de GLP canalizado para 26 viviendas en
urbanización “Pico de la Machota”, en Zarzalejo (Madrid).

Peticionaria: “Repsol Butano, Sociedad Anónima”, con domi-
cilio social en calle General Martínez Campos, número 3,
28010 Madrid.

Objeto: Autorización Administrativa Previa para el almacena-
miento y distribución de GLP canalizado para 26 viviendas en
urbanización “Pico de la Machota”, en Zarzalejo (Madrid).

Área de la Autorización Administrativa Previa: Comprende la
urbanización indicada en los planos incluidos en el proyecto de
referencia.

Gas a suministrar: GLP, perteneciente a la Tercera Familia,
según Norma UNE 60.002.

Características de las instalaciones:
— Un depósito de almacenamiento de GLP, en instalación

aérea, de 10.000 litros de capacidad, dotado de valvulería
reglamentaria.

— Línea de regulación dotada de un regulador de presión para
100 Kg/h, ajustado a 1,75 Kg/cm2, limitador, filtro y llaves
de corte necesarias.

— Red de distribución integrada por 135 metros de tubería
de PE-40 y menores, según UNE 53.333/90 y accesorios
electrosoldables.

— Tallos normalizados, llaves de corte de 1/4 de vuelta, pequeño
material, todo ello instalado.

Presupuesto: El presupuesto total asciende a 1.803.977 pesetas.
Todas aquellas personas naturales o jurídicas que se consideren

interesadas o afectadas en sus derechos, podrán presentar ale-
gaciones o proyecto en concurrencia, en el plazo de veinte días
a partir de la fecha de publicación de este anuncio, en la Dirección
General de Industria, Energía y Minas de la Comunidad de Madrid,
en donde pueden examinar el proyecto existente.

Madrid, a 27 de junio de 2000.—El Director General, Carlos
López Jimeno.

(02/13.924/00)

Consejería de Economía y Empleo

DIRECCIÓN GENERAL DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINAS

Resolución de 19 de julio de 2000, de la Dirección General de
Industria, Energía y Minas, por la que se otorga a “Gas Directo,
Sociedad Anónima”, autorización administrativa previa para la
distribución de gas natural canalizado en el término municipal
de Torrejón de Velasco, de Madrid.

N.a/Ref.a: 99/D/001.
La empresa “Gas Directo, Sociedad Anónima”, presentó soli-

citud de autorización administrativa previa para la distribución
de gas natural canalizado, en el término municipal de Torrejón
de Velasco, adjuntando proyecto básico y demás documentación,
que fue sometida a información pública.

Asimismo, las empresas “Gas Natural SDG, Sociedad Anónima”,
y “Distribuidora Sureuropea de Gas, Sociedad Anónima”, soli-
citaron, en concurrencia, autorización administrativa previa para
la distribución de gas natural canalizado, en el término municipal
anteriormente mencionado, presentando la documentación corres-
pondiente.

Mediante la autorización solicitada se proyecta suministrar gas
natural canalizado en el término municipal de Torrejón de Velasco,
para usos domésticos, comerciales e industriales, en el ámbito a
que se refiere la solicitud.

Con fecha 19 de abril de 1985, el Ministerio de Industria y
Energía, otorgó a “Enagás” concesión administrativa, actualmente
autorización administrativa conforme a lo establecido en la
Ley 34/1998, para el suministro de gas natural para usos indus-
triales, en el citado municipio.

Las Juntas Generales Ordinarias de Accionistas de las entidades
“Enagás, Sociedad Anónima”, y “Gas Natural SDG, Sociedad Anó-
nima”, celebradas respectivamente los días 29 y 30 de abril de 1999,
de acuerdo con los artículos 254, 255 y concordantes de la Ley
de Sociedades Anónimas y del Reglamento del Registro Mercantil,
y en virtud de lo dispuesto en los artículos 59 y 73 de la vigente
Ley 34/1998, de 7 de octubre, acordaron la operación de escisión
parcial de la actividad de distribución de gas de la primera a favor
de la segunda, lo cual supone, sin solución de continuidad, el tras-
paso en bloque a favor de “Gas Natural SDG, Sociedad Anónima”,
de los activos y pasivos de distribución de gas de “Enagás, Sociedad
Anónima”, entre los que se encuentra el término municipal de
Torrejón de Velasco.

Cumplidos los trámites reglamentarios en el expediente instruido
al efecto, de conformidad a lo establecido en la Ley 34/1998, de 7
de octubre, del Sector de Hidrocarburos y demás disposiciones
de aplicación, así como las competencias transferidas a la Comu-
nidad de Madrid en materia de industria, energía y minas por
Real Decreto 1860/1984, de 18 de julio, y el Decreto 312/1999,
de 28 de octubre, por el que se establece la estructura de la Con-
sejería de Economía y Empleo, de la Comunidad de Madrid,
teniendo en cuenta que “Gas Directo, Sociedad Anónima”, cumple
los requisitos establecidos en la Ley 34/1998, de 7 de octubre,
para ser solicitante de autorización administrativa previa para la
distribución de gas natural, ha sido la primera Empresa que pro-
movió la gasificación del municipio, propone un servicio potencial
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a un mayor número de clientes, y contribuye a la diversificación
del suministro de gas en la Comunidad de Madrid, esta Dirección
General,

RESUELVE

Otorgar a “Gas Directo, Sociedad Anónima”, autorización admi-
nistrativa previa para la distribución de gas natural canalizado en
el término municipal de Torrejón de Velasco, para uso doméstico
y comercial.

La presente autorización de distribución deberá cumplir en todo
momento lo establecido en la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del
Sector de Hidrocarburos, y cuantas otras disposiciones hayan sido
dictadas o se dicten por la Administración Central y por la Con-
sejería de Economía y Empleo de la Comunidad de Madrid en
materia de suministro de combustibles gaseosos, instalaciones de
gas y en lo relativo a la conducción y distribución en relación
con dicho suministro, así como las condiciones que figuran a
continuación:

Primera

El ámbito territorial de la autorización administrativa previa
es el término municipal de Torrejón de Velasco.

Segunda

La autorización administrativa se otorga, única y exclusivamente,
para gas natural, perteneciente a la segunda familia, según la norma
UNE 60.002:1995.

Tercera

La presente autorización administrativa previa, de acuerdo con
lo dispuesto en el artículo 73.4 de la citada Ley de Hidrocarburos,
en ningún caso se entenderá concedida en régimen de monopolio
ni concederá derechos exclusivos.

Cuarta

El titular vendrá obligado a efectuar el suministro y realizar
las ampliaciones necesarias para atender a cualquier peticionario
que solicite el servicio, en el ámbito de la presente autorización
administrativa previa. En caso que el titular de la presente auto-
rización se negase a prestar el suministro solicitado, alegando insu-
ficiencia de medios técnicos, la Dirección General de Industria,
Energía y Minas comprobará si tiene fundamento técnico esta
negativa, y resolverá en consecuencia.

Quinta

El solicitante constituirá en el plazo de dos meses a contar desde
la fecha de publicación de la Resolución de autorización en el
BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID una fianza
por valor de 3.540.000 pesetas, equivalente al 2 por 100 del pre-
supuesto que figura en el expediente, para garantizar el cumpli-
miento de sus obligaciones, conforme al artículo 73.4 de la
Ley 34/1998, del Sector de Hidrocarburos.

Dicha fianza se constituirá en la Caja General de Depósitos
de la Tesorería de la Comunidad de Madrid (plaza de Chamberí,
número 8, Madrid), a disposición del Director General de Indus-
tria, Energía y Minas, en metálico, en valores del Estado o mediante
aval bancario.

El solicitante deberá remitir a la Dirección General de Industria,
Energía y Minas de la Comunidad de Madrid, la documentación
acreditativa del depósito de dicha fianza dentro del plazo de treinta
días contados desde su constitución.

La fianza será devuelta al solicitante una vez que, autorizadas
las instalaciones y construidas en los plazos que se establezcan
en las autorizaciones para el montaje de las mismas, la Dirección
General de Industria, Energía y Minas de esta Comunidad for-
malice la puesta en servicio de aquellas.

Sexta

Las instalaciones deberán diseñarse para responder a los avances
tecnológicos en el campo del gas y lograr abastecimientos más
flexibles y seguros. A este fin, los sistemas de conducción del gas
deberán ser objeto de una progresiva modernización, adaptándose
a las directrices que marque la Administración Central y la Comu-
nidad de Madrid.

Las instalaciones de distribución deberán cumplir lo establecido
en el Reglamento de Redes y Acometidas de Combustibles Gaseo-
sos, aprobado por Orden del Ministerio de Industria de 18 de
noviembre de 1974, y sus modificaciones.

Séptima

El titular de la presente autorización, dentro del plazo de un
año, contado a partir de la fecha de publicación de esta Resolución
en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID, deberá
presentar la solicitud de autorización de montaje de las instala-
ciones, acompañando proyecto y demás documentación pertinente.

El titular está obligado a efectuar el inicio de la prestación del
servicio en el plazo de un mes desde la puesta en marcha, no
superando en ningún caso los doce meses desde la obtención de
la autorización del proyecto de ejecución, salvo causas justificadas
motivadas por permisos o licencias de cualquier Organismo, u otras
previamente aceptadas por la Dirección General de Industria,
Energía y Minas.

Octava

Autorizado el montaje de las instalaciones, los reconocimientos,
ensayos y pruebas, de carácter general o parcial, que según las
disposiciones en vigor, hayan de realizarse en las obras compren-
didas en el área de la distribución, deberán ser comunicados por
el titular a esta Dirección General de Industria, Energía y Minas
con la debida antelación, que podrá, si lo considera necesario,
inspeccionar las mismas.

Una vez construidas las instalaciones, el titular dará cuenta de
su terminación a esta Dirección General de Industria, Energía
y Minas y presentará la documentación necesaria a efectos de
que ésta emita, si procede, la puesta en servicio de acuerdo con
la Orden 3929/1996, de 17 de junio, de la Consejería (BOLETÍN
OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID de 4 de julio de 1996).

Novena

El titular de la presente autorización, deberá mantener un
correcto suministro y un adecuado y eficiente servicio de man-
tenimiento de las instalaciones, reparación de averías, reclama-
ciones y en general, de atención a los usuarios. En lo referente
a las instalaciones receptoras, deberá atenerse a todo lo dispuesto
en el artículo 27.5 del Reglamento General del Servicio Público
de Gases Combustibles, aprobado por Decreto 2913/1973, de 26
de octubre, y modificado según el Real Decreto 3484/1983, de 14
de diciembre, a la Orden Ministerial de 17 de diciembre de 1985
(“Boletín Oficial del Estado” de 9 de enero de 1986), a la
Orden 1582/1994, de 21 de septiembre (BOLETÍN OFICIAL DE LA
COMUNIDAD DE MADRID de 28 de septiembre de 1994), a la
Orden 3929/1996, de 17 de junio (BOLETÍN OFICIAL DE LA COMU-
NIDAD DE MADRID de 4 de julio de 1996) y demás disposiciones
que hayan sido dictadas o se dicten por la Administración Central
y la Consejería de Economía y Empleo.

Previamente a que se emita la puesta en servicio de las ins-
talaciones, se deberá comprobar por esta Dirección General de
Industria, Energía y Minas que el solicitante ha presentado la
documentación necesaria en donde se acredite que dispone de
un servicio adecuado a efectos del cumplimiento de lo estipulado
en esta condición.

Décima

La determinación de las tarifas de aplicación del suministro de
gas se regirán por las disposiciones vigentes en cada momento
sobre la materia, de acuerdo con el Capítulo VII de la Ley 34/1998.
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Undécima

Las instalaciones a establecer cumplirán las disposiciones y nor-
mas técnicas que en general sean de aplicación y, en particular,
las correspondientes del Reglamento General del Servicio Público
de Gases Combustibles, Reglamento de Redes y Acometidas de
Combustibles Gaseosos, Normas para su aplicación o complemen-
tarias, Reglamento de Recipientes a Presión, Reglamentos Elec-
trotécnicos, Normas sobre Instalaciones Distribuidoras, así como
cuantas la sustituyan o se dicten por esta Comunidad, o en el
ámbito estatal, sobre el de suministro de gases combustibles.

Duodécima

La presente autorización podrá ser revocada por el incumpli-
miento de los requisitos aquí fijados y por la variación sustancial
de los datos básicos de la solicitud que dieron origen a su
otorgamiento.

Decimotercera

La presente autorización se otorga sin perjuicio de terceros,
dejando a salvo los derechos particulares e independientemente
de las autorizaciones, licencias o permisos de competencia muni-
cipal u otros necesarios para la realización de las obras de las
instalaciones de gas.

Contra esta Resolución podrá interponer recurso de alzada en
el plazo de un mes, a partir del día siguiente a aquel en que
tenga lugar la notificación, ante el excelentísimo señor Consejero
de Economía y Empleo de la Comunidad de Madrid, de con-
formidad con el artículo 114 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, modificada su redacción por
la Ley 4/1999.

Madrid, a 19 de julio de 2000.—El Director General, Carlos
López Jimeno.

(02/15.144/00)

Consejería de Economía y Empleo

DIRECCIÓN GENERAL DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINAS

Resolución de 19 de julio de 2000, de la Dirección General de
Industria, Energía y Minas, por la que se otorga a “Gas Directo,
Sociedad Anónima”, autorización administrativa previa para la
distribución de gas natural canalizado en el término municipal
de Torrejón de la Calzada, de Madrid.

N.a/Ref.a: 99/D/002.
La empresa “Gas Directo, Sociedad Anónima”, presentó soli-

citud de autorización administrativa previa para la distribución
de gas natural canalizado, en el término municipal de Torrejón
de la Calzada, adjuntando proyecto básico y demás documentación,
que fue sometida a información pública.

Asimismo, las empresas “Gas Natural SDG, Sociedad Anónima”,
y “Distribuidora Sureuropea de Gas, Sociedad Anónima”, soli-
citaron, en concurrencia, autorización administrativa previa para
la distribución de gas natural canalizado, en el término municipal
anteriormente mencionado, presentando la documentación corres-
pondiente.

Mediante la autorización solicitada se proyecta suministrar gas
natural canalizado en el término municipal de Torrejón de la Cal-
zada, para usos domésticos, comerciales e industriales, en el ámbito
a que se refiere la solicitud.

Con fecha 19 de abril de 1985, el Ministerio de Industria y
Energía otorgó a “Enagás” concesión administrativa, actualmente
autorización administrativa conforme a lo establecido en la
Ley 34/1998, para el suministro de gas natural para usos indus-
triales, en el citado municipio.

Las Juntas Generales Ordinarias de Accionistas de las entidades
“Enagás, Sociedad Anónima”, y “Gas Natural SDG, Sociedad Anó-
nima”, celebradas respectivamente los días 29 y 30 de abril de 1999,
de acuerdo con los artículos 254, 255 y concordantes de la Ley
de Sociedades Anónimas y del Reglamento del Registro Mercantil,
y en virtud de lo dispuesto en los artículos 59 y 73 de la vigente

Ley 34/1998, de 7 de octubre, acordaron la operación de escisión
parcial de la actividad de distribución de gas de la primera a favor
de la segunda, lo cual supone, sin solución de continuidad, el tras-
paso en bloque a favor de “Gas Natural SDG, Sociedad Anónima”,
de los activos y pasivos de distribución de gas de “Enagás, Sociedad
Anónima”, entre los que se encuentra el término municipal de
Torrejón de la Calzada.

Cumplidos los trámites reglamentarios en el expediente instruido
al efecto, de conformidad a lo establecido en la Ley 34/1998, de 7
de octubre, del Sector de Hidrocarburos y demás disposiciones
de aplicación, así como las competencias transferidas a la Comu-
nidad de Madrid en materia de industria, energía y minas por
Real Decreto 1860/1984, de 18 de julio, y el Decreto 312/1999,
de 28 de octubre, por el que se establece la estructura de la Con-
sejería de Economía y Empleo, de la Comunidad de Madrid,
teniendo en cuenta que “Gas Directo, Sociedad Anónima”, cumple
los requisitos establecidos en la Ley 34/1998, de 7 de octubre,
para ser solicitante de autorización administrativa previa para la
distribución de gas natural, ha sido la primera Empresa que pro-
movió la gasificación del municipio, propone un servicio potencial
a un mayor número de clientes, y contribuye a la diversificación
del suministro de gas en la Comunidad de Madrid, esta Dirección
General,

RESUELVE

Otorgar a “Gas Directo, Sociedad Anónima”, autorización admi-
nistrativa previa para la distribución de gas natural canalizado en
el término municipal de Torrejón de la Calzada, para uso doméstico
y comercial.

La presente autorización de distribución deberá cumplir en todo
momento lo establecido en la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del
Sector de Hidrocarburos, y cuantas otras disposiciones hayan sido
dictadas o se dicten por la Administración Central y por la Con-
sejería de Economía y Empleo de la Comunidad de Madrid en
materia de suministro de combustibles gaseosos, instalaciones de
gas y en lo relativo a la conducción y distribución en relación
con dicho suministro, así como las condiciones que figuran a
continuación:

Primera
El ámbito territorial de la autorización administrativa previa

es el término municipal de Torrejón de la Calzada.

Segunda
La autorización administrativa se otorga, única y exclusivamente,

para gas natural, perteneciente a la segunda familia, según la norma
UNE 60.002:1995.

Tercera
La presente autorización administrativa previa, de acuerdo con

lo dispuesto en el artículo 73.4 de la citada Ley de Hidrocarburos,
en ningún caso se entenderá concedida en régimen de monopolio
ni concederá derechos exclusivos.

Cuarta
El titular vendrá obligado a efectuar el suministro y realizar

las ampliaciones necesarias para atender a cualquier peticionario
que solicite el servicio, en el ámbito de la presente autorización
administrativa previa. En caso que el titular de la presente auto-
rización se negase a prestar el suministro solicitado, alegando insu-
ficiencia de medios técnicos, la Dirección General de Industria,
Energía y Minas comprobará si tiene fundamento técnico esta
negativa, y resolverá en consecuencia.

Quinta
El solicitante constituirá en el plazo de dos meses a contar desde

la fecha de publicación de la Resolución de autorización en el
BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID una fianza
por valor de 2.800.000 pesetas, equivalente al 2 por 100 del pre-
supuesto que figura en el expediente, para garantizar el cumpli-
miento de sus obligaciones, conforme al artículo 73.4 de la
Ley 34/1998, del Sector de Hidrocarburos.
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Dicha fianza se constituirá en la Caja General de Depósitos
de la Tesorería de la Comunidad de Madrid (plaza de Chamberí,
número 8, Madrid), a disposición del Director General de Indus-
tria, Energía y Minas, en metálico, en valores del Estado o mediante
aval bancario.

El solicitante deberá remitir a la Dirección General de Industria,
Energía y Minas de la Comunidad de Madrid la documentación
acreditativa del depósito de dicha fianza dentro del plazo de treinta
días contados desde su constitución.

La fianza será devuelta al solicitante una vez que, autorizadas
las instalaciones y construidas en los plazos que se establezcan
en las autorizaciones para el montaje de las mismas, la Dirección
General de Industria, Energía y Minas de esta Comunidad for-
malice la puesta en servicio de aquellas.

Sexta
Las instalaciones deberán diseñarse para responder a los avances

tecnológicos en el campo del gas y lograr abastecimientos más
flexibles y seguros. A este fin, los sistemas de conducción del gas
deberán ser objeto de una progresiva modernización, adaptándose
a las directrices que marque la Administración Central y la Comu-
nidad de Madrid.

Las instalaciones de distribución deberán cumplir lo establecido
en el Reglamento de Redes y Acometidas de Combustibles Gaseo-
sos, aprobado por Orden del Ministerio de Industria de 18 de
noviembre de 1974, y sus modificaciones.

Séptima
El titular de la presente autorización, dentro del plazo de un

año, contado a partir de la fecha de publicación de esta Resolución
en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID, deberá
presentar la solicitud de autorización de montaje de las instala-
ciones, acompañando proyecto y demás documentación pertinente.

El titular está obligado a efectuar el inicio de la prestación del
servicio en el plazo de un mes desde la puesta en marcha, no
superando en ningún caso los doce meses desde la obtención de
la autorización del proyecto de ejecución, salvo causas justificadas
motivadas por permisos o licencias de cualquier Organismo, u otras
previamente aceptadas por la Dirección General de Industria,
Energía y Minas.

Octava
Autorizado el montaje de las instalaciones, los reconocimientos,

ensayos y pruebas, de carácter general o parcial, que según las
disposiciones en vigor, hayan de realizarse en las obras compren-
didas en el área de la distribución, deberán ser comunicados por
el titular a esta Dirección General de Industria, Energía y Minas
con la debida antelación, que podrá, si lo considera necesario,
inspeccionar las mismas.

Una vez construidas las instalaciones, el titular dará cuenta de
su terminación a esta Dirección General de Industria, Energía
y Minas y presentará la documentación necesaria a efectos de
que ésta emita, si procede, la puesta en servicio de acuerdo con
la Orden 3929/1996, de 17 de junio, de la Consejería (BOLETÍN
OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID de 4 de julio de 1996).

Novena
El titular de la presente autorización, deberá mantener un

correcto suministro y un adecuado y eficiente servicio de man-
tenimiento de las instalaciones, reparación de averías, reclama-
ciones y en general, de atención a los usuarios. En lo referente
a las instalaciones receptoras, deberá atenerse a todo lo dispuesto
en el artículo 27.5 del Reglamento General del Servicio Público
de Gases Combustibles, aprobado por Decreto 2913/1973, de 26
de octubre, y modificado según el Real Decreto 3484/1983, de 14
de diciembre, a la Orden Ministerial de 17 de diciembre de 1985
(“Boletín Oficial del Estado” de 9 de enero de 1986), a la
Orden 1582/1994, de 21 de septiembre (BOLETÍN OFICIAL DE LA
COMUNIDAD DE MADRID de 28 de septiembre de 1994), a la
Orden 3929/1996, de 17 de junio (BOLETÍN OFICIAL DE LA COMU-
NIDAD DE MADRID de 4 de julio de 1996) y demás disposiciones
que hayan sido dictadas o se dicten por la Administración Central
y la Consejería de Economía y Empleo.

Previamente a que se emita la puesta en servicio de las ins-
talaciones, se deberá comprobar por esta Dirección General de
Industria, Energía y Minas que el solicitante ha presentado la
documentación necesaria en donde se acredite que dispone de
un servicio adecuado a efectos del cumplimiento de lo estipulado
en esta condición.

Décima

La determinación de las tarifas de aplicación del suministro de
gas se regirán por las disposiciones vigentes en cada momento
sobre la materia, de acuerdo con el Capítulo VII de la Ley 34/1998.

Undécima

Las instalaciones a establecer cumplirán las disposiciones y nor-
mas técnicas que en general sean de aplicación y, en particular,
las correspondientes del Reglamento General del Servicio Público
de Gases Combustibles, Reglamento de Redes y Acometidas de
Combustibles Gaseosos, Normas para su aplicación o complemen-
tarias, Reglamento de Recipientes a Presión, Reglamentos Elec-
trotécnicos, Normas sobre Instalaciones Distribuidoras, así como
cuantas la sustituyan o se dicten por esta Comunidad, o en el
ámbito estatal, sobre el de suministro de gases combustibles.

Duodécima

La presente autorización podrá ser revocada por el incumpli-
miento de los requisitos aquí fijados y por la variación sustancial
de los datos básicos de la solicitud que dieron origen a su
otorgamiento.

Decimotercera

La presente autorización se otorga sin perjuicio de terceros,
dejando a salvo los derechos particulares e independientemente
de las autorizaciones, licencias o permisos de competencia muni-
cipal u otros necesarios para la realización de las obras de las
instalaciones de gas.

Contra esta Resolución podrá interponer recurso de alzada en
el plazo de un mes, a partir del día siguiente a aquel en que
tenga lugar la notificación, ante el excelentísimo señor Consejero
de Economía y Empleo de la Comunidad de Madrid, de con-
formidad con el artículo 114 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, modificada su redacción por
la Ley 4/1999.

Madrid, a 19 de julio de 2000.—El Director General, Carlos
López Jimeno.

(02/15.145/00)

Consejería de Obras Públicas,
Urbanismo y Transportes

Resolución de 14 de julio de 2000, de la Secretaría General Técnica
de la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes,
por la que se hace público edicto relativo a recurso de reposición
interpuesto por doña Concepción Martín García y otros.

La Comisión de Urbanismo de Madrid, en sesión celebrada el
día 9 de marzo de 2000, examinó los expedientes relativos a los
recursos de reposición formulados por don Claudio del Río Ramí-
rez y doña Amparo Molinero Bris en relación con la finca 290,
doña Concepción Martín García y otros en relación con la finca
número 308-10, doña Ángeles Gordo García y otros en relación
con la finca 304-25, doña Vicenta Martínez García y don Víctor
Saguar López en relación con las fincas 308-26 y 308-11, doña
Juana y doña Natividad de la Fuente Gómez en relación con las
fincas 295, doña Nicolasa Martínez García y otros en relación
con las fincas 297, 308-01 y 298, doña Nicolasa Martínez García
y don Victoriano Quintana Freire en relación con la finca 308-27,
don José Martínez García y doña María Alonso Martín en relación
con las fincas 308-32, 308-29-02, 308-29-01 y 308/25, doña Juana
Molinero Bris en relación con la finca 289, contra el Acuerdo
de la Comisión de Urbanismo de Madrid, de fecha 29 de diciembre
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de 1999, por el que se aprobó definitivamente el Proyecto de Expro-
piación de los bienes y derechos correspondientes a los titulares
no adheridos a la Junta de Compensación constituida para la eje-
cución del PAU II-4 “Sanchinarro”, en el término municipal de
Madrid.

Examinados dichos expedientes y de conformidad con lo infor-
mado por el Servicio de Recursos y Asuntos Contenciosos de la
Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes y la pro-
puesta de dicha unidad, sometida a su consideración, la Comisión
de Urbanismo de Madrid adoptó acuerdo con la siguiente
fundamentación:

ANTECEDENTES

Primero

Los terrenos incluidos en la presente actuación expropiatoria
fueron incorporados al vigente Plan General de Ordenación Urba-
na de Madrid como un ámbito de Suelo Urbanizable Programado,
denominado UZI 0.09, en atención a la existencia de un planea-
miento de desarrollo anterior a la aprobación de dicho Plan, cons-
tituido por el Programa de Actuación Urbanística II-4 “Sanchi-
narro”, aprobado el 24 de mayo de 1995, así como por un Plan
Parcial y un Plan Especial, cuya aprobación tuvo lugar en fecha 29
de noviembre de 1996.

Segundo

Con fecha 26 de junio de 1998, el Ayuntamiento de Madrid
aprobó el Proyecto de Delimitación de la Unidad de Ejecución
correspondiente a los referidos terrenos, que fueron incorporados
al Plan General como UZI 0.09 “Sanchinarro”, fijando como sis-
tema de actuación para la ejecución del Plan Parcial, designado
como PP/PAU II-4 “Sanchinarro”, el de compensación. En esa
misma fecha, se aprobaron también los Proyectos de Bases y Esta-
tutos para la constitución de la correspondiente Junta de Com-
pensación.

Tercero

Al no haberse adherido a la Junta constituida al efecto la tota-
lidad de los propietarios incluidos en el ámbito de la actuación,
aquélla, como entidad adjudicataria del concurso convocado para
la formulación y ejecución del planeamiento, redactó el Proyecto
de Expropiación de los bienes y derechos de los titulares no incor-
porados a la misma, de conformidad con lo dispuesto en el ar-
tículo 168.2 del Reglamento de Gestión Urbanística.

Cuarto

La Comisión de Urbanismo de Madrid, en sesión celebrada el
día 29 de diciembre de 1999, acordó aprobar definitivamente el
Proyecto de expropiación redactado, correspondiendo al Ayun-
tamiento de Madrid el ejercicio de la potestad expropiatoria y
atribuyéndose a la Junta de Compensación el carácter de bene-
ficiaria de la actuación.

Quinto

Contra el citado acuerdo han sido interpuestos recursos de repo-
sición por las personas que a continuación se relacionan, en su
condición de titulares de fincas incluidas en el Proyecto de
Expropiación:

— Don Claudio del Río Ramírez y doña Amparo Molinero
Bris.

— Doña Concepción Martín García y otros.
— Doña Ángeles Gordo García y otros (dos recursos).
— Doña Vicenta Martínez García y don Víctor Saguar López

(dos recursos).
— Doña Juana y doña Natividad de la Fuente Gómez.
— Doña Nicolasa Martínez García y otros (tres recursos).
— Doña Nicolasa Martínez García y don Victoriano Quintana

Freire.
— Don José Martínez García y doña María Alonso Martín (cua-

tro recursos) y doña Juana Molinero Bris.

En dichos recursos se dice, textualmente, que los mismos se
presentan por no estar conformes los interesados con la aprobación
definitiva del Proyecto de Expropiación, pero no se formula ningún
tipo de alegación que pudiera servir de fundamento a las referidas
impugnaciones.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero

Los recursos de reposición citados impugnan todos el Acuerdo
de la Comisión de Urbanismo de Madrid, de fecha 29 de diciembre
de 1999, por el que se aprobó definitivamente el Proyecto de Expro-
piación de los bienes y derechos correspondientes a los titulares
no adheridos a la Junta de Compensación constituida para la eje-
cución del PAU II-4 “Sanchinarro”, en el término municipal de
Madrid, habiendo sido formulados en los mismo términos. Por
tanto, al existir identidad sustancial entre ellos, procede su acu-
mulación en virtud de lo dispuesto en el artículo 73 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Segundo

El hecho de que todos los recursos hayan sido formulados en
idénticos términos no quiere decir, sin embargo, que en los mismos
se expongan los razonamientos que, en su caso, pudieran servir
de base a las pretensiones deducidas por los interesados.

En efecto, que esto es así se demuestra a la vista de los escritos
presentados, en los que no se contiene alegación alguna que per-
mita fundar los recursos en cualquiera de los motivos de nulidad
o de anulabilidad previstos en los artículos 62 y 63 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Del mismo modo, en el Suplico de los recursos, los interesados
se limitan a manifestar que éstos se tengan por interpuestos “por
las razones que se aducirán en el momento procesal oportuno”.

En definitiva, los recurrentes muestran su disconformidad con
el acuerdo por el que se aprobó el presente Proyecto de Expro-
piación, pero sin hacer ningún tipo de mención a los motivos que,
supuestamente, podrían alegarse en defensa de sus derechos y
cuya exposición pretenden diferir a un momento posterior.

Tercero

El artículo 57.1 de la ya citada Ley 30/1992 recoge el principio
de presunción de validez y eficacia de los actos administrativos.
Pues bien, tal presunción de legalidad podrá ser combatida por
aquellos medios admitidos en derecho para procurar la defensa
de unos intereses que pueden ser considerados como legítimos
por los particulares. Uno de estos medios consiste en la inter-
posición de los correspondientes recursos, en los cuales habrán
de constar, como ya se ha dicho, las alegaciones tendentes a probar
las presuntas infracciones que puedan, a juicio de los interesados,
justificar la impugnación de un determinado acto o acuerdo. Pero
ninguno de estos requisitos se cumple en los recursos presentados,
que adolecen, en definitiva, de una total falta de fundamento.

Cuarto

Por último, debe rechazarse la pretensión formulada en el Supli-
co de los recursos, consistente en diferir a un momento posterior
la exposición de los motivos que sustenten las impugnaciones pre-
sentadas, ya que, legalmente, no aparece contemplada esta
posibilidad.

En efecto, tal como dispone el artículo 110.1.b) de la repetida
Ley 30/1992, en el escrito de interposición del recurso habrán de
expresarse y desarrollarse las razones que sirvan de fundamento
al mismo, por lo que no resulta admisible la concesión de un
trámite posterior a dicha interposición en el que, por decirlo así,
se pudiese formalizar propiamente el recurso.

En consecuencia, procede desestimar los recursos interpuestos
y confirmar en toda su integridad el acuerdo impugnado.
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Quinto
De conformidad con lo establecido en el artículo 116.1 de la

Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, corresponde resolver los presentes recursos de reposición
a la Comisión de Urbanismo de Madrid, órgano que dictó el acto
impugnado.

Con base en la fundamentación expuesta, la Comisión de Urba-
nismo de Madrid

ACORDÓ

«Desestimar los recursos de reposición interpuestos por don
Claudio del Río Ramírez y otros, que se mencionan en el cuerpo
del presente acuerdo, tramitados de forma acumulada, y deducidos
contra el acuerdo de fecha 29 de diciembre de 1999, por el que
se aprobó definitivamente el Proyecto de Expropiación de los bie-
nes y derechos correspondientes a los titulares no adheridos a
la Junta de Compensación constituida para la ejecución del
PAU II-4 “Sanchinarro”, en el término municipal de Madrid.»

Lo que se hace público a los efectos previstos en el artículo 59.4
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común y con el fin de su exposición en el Tablón de Edictos
del Ayuntamiento de Torrejón de Ardoz y de su inserción en
el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID, toda vez
que ha resultado imposible la notificación a doña Concepción Mar-
tín García y otros de la resolución del recurso.

Se significa que este Acuerdo pone fin a la vía administrativa,
por lo que, contra el mismo, podrá interponerse recurso conten-
cioso-administrativo ante la Sala correspondiente del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid en el plazo de dos meses contados
desde el día siguiente a la publicación de la presente.

Madrid, a 14 de julio de 2000.—El Secretario General Técnico,
P. D. (Resolución de 17 de marzo de 1997), la Jefa del Servicio
de Actuación Administrativa y Desarrollo Normativo, Isabel Baro-
na Villalba.

(03/18.859/00)

Consejería de Obras Públicas,
Urbanismo y Transportes

Resolución de 19 de julio de 2000, de la Secretaría General Técnica
de la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes,
por la que se hace público Acuerdo del Consejo de Gobierno
relativo a la Modificación Puntual de las Normas Subsidiarias
de Planeamiento municipal de Cubas de la Sagra, en el ámbito
del Sector Industrial, de Suelo Apto para Urbanizar número 11,
sito en el paraje “Las Arroyadas” (Ac. 159/00).

Por el Consejo de Gobierno de la Comunidad de Madrid, en
sesión celebrada el día 13 de julio de 2000, se adoptó Acuerdo
relativo a la Modificación Puntual de las Normas Subsidiarias de
Planeamiento municipal de Cubas de la Sagra, en el ámbito del
Sector Industrial, de Suelo Apto para Urbanizar número 11, sito
en el paraje “Las Arroyadas”, del siguiente tenor literal:

«I. El expediente de referencia cuenta con los antecedentes
que, a continuación se relacionan:

1. Con fecha 16 de febrero de 2000 el Pleno del Ayuntamiento
de Cubas de la Sagra, por mayoría absoluta del número legal de
los miembros que lo conforman, adoptó el acuerdo de aprobar
inicialmente la Modificación Puntual de las Normas Subsidiarias
de ese término municipal, en el ámbito del Sector Industrial de
Suelo Apto para Urbanizar, sito en el paraje “Las Arroyadas”,
cuyo objeto es subdividir dicho ámbito en dos Sectores diferen-
ciados, el SAU-11a, que incluye los terrenos situados más al Oeste,
y el SAU-11b, que, limitando con el camino de Parla, recoge la
zona semiconsolidada, así como la corrección de determinaciones
numéricas erróneas y el ajuste de la delimitación del ámbito.

El precitado acuerdo fue sometido a información pública por
plazo de un mes mediante la inserción de los pertinentes anuncios
en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID número 48
y en el Diario “Marca”, de fechas 26 y 25 de febrero de 1999,

respectivamente, período durante el cual no se presentó recla-
mación u alegación alguna al Documento de Modificación, según
acredita la Secretaria de la Corporación en su certificado de fecha
30 de marzo de 1999.

La mencionada Modificación Puntual se contiene en el Protocolo
suscrito entre el Ayuntamiento de Cubas de la Sagra y la Comu-
nidad de Madrid, mediante el cual ambas Administraciones se
comprometen al mantenimiento del modelo urbanístico descrito
en el mencionado documento, que recoge las previsiones para
los próximos crecimientos de Cubas de la Sagra encuadrados en
el marco regional del que forma parte. En el Acuerdo Cuarto,
apartado 3 del mismo, se establece como prioritaria la división
del Sector de Suelo Apto para Urbanizar Industrial S-11 de las
Normas Subsidiarias vigentes en dos ámbitos, posibilitando la pre-
sente Modificación Puntual.

2. Por la mayoría absoluta de los miembros que componen
el Pleno de la Corporación, en sesión celebrada el día 30 de marzo
de 1999, se toma el acuerdo de aprobar provisionalmente la Modi-
ficación Puntual referenciada.

3. Con fecha 29 de junio de 1999, la Dirección General de Edu-
cación y Prevención Ambiental de la Consejería de Medio Ambiente
y Desarrollo Regional (en la actualidad Dirección General de Calidad
y Evaluación Ambiental de la Consejería de Medio Ambiente) emite
informe poniendo de manifiesto algunas consideraciones medioam-
bientales, relativas a la protección del cauce del arroyo de “Las Arro-
yadas”, el abastecimiento y depuración de aguas residuales, el trazado
de la red viaria y la necesidad de someter los polígonos industriales
al trámite de Evaluación de Impacto Ambiental.

4. Como consecuencia de este informe, el Ayuntamiento de
Cubas de la Sagra introduce en la documentación que constituye
la Modificación Puntual del Sector 11 diversas rectificaciones. Ello
motiva una nueva aprobación inicial por el Pleno de la Corporación,
en su sesión de 1 de febrero de 2000; un nuevo sometimiento
del expediente a información pública, mediante anuncios en el
BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID número 59
y Diario “Marca”, ambos de fecha 28 de febrero; y una nueva
aprobación provisional por el Pleno Municipal, en su sesión cele-
brada el día 29 de marzo de 2000.

Mediante certificado evacuado por la Secretaria del Ayunta-
miento, de fecha 30 de marzo de 2000, se hace constar la no
presentación de reclamación u alegación alguna al Documento
de Modificación Puntual durante el período en que el mismo estuvo
sometido a información pública.

5. Una vez tuvo entrada la Modificación Puntual proyectada en
la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes, que lo
fue con fecha 4 de abril de 2000, y analizada por los Técnicos de
la Dirección General de Urbanismo y Planificación Regional la docu-
mentación obrante en la misma, se detecta la existencia de deter-
minadas carencias y/o deficiencias de las que se solicita su subsanación
mediante requerimiento de fecha 24 de abril de 2000.

6. La nueva documentación confeccionada con motivo del
requerimiento citado en el párrafo anterior, fue aprobada por el
Pleno Municipal, por unanimidad de sus miembros, con fecha 25
de mayo de 2000, y remitida a dicha Consejería el día 31 del
mismo mes y los días 7 y 12 de junio.

7. En base a la citada documentación, la Dirección General
de Calidad y Evaluación Ambiental de la Consejería de Medio
Ambiente dicta, con fecha 9 de junio de 2000, nuevo informe
en el que viene a significar que, teniendo en cuenta que el desarrollo
de la zona será objeto de un exhaustivo control ambiental derivado
del procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental al que
se habrá de someter, no se plantean objeciones a la Modificación
Puntual propuesta.

8. La Dirección General de Urbanismo y Planificación Regio-
nal de la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes,
evacúa, con fecha 13 de junio de 2000, informes técnico y jurídico
favorables a la aprobación definitiva de la presente Modificación
Puntual de las Normas Subsidiarias de Cubas de la Sagra.

9. Por su parte, la Dirección General de Patrimonio Histó-
rico-Artístico de la Consejería de Educación, en informe de fecha
22 de junio de 2000, señala que este expediente tiene afección
arqueológica por lo que, en el desarrollo de la actuación y con
carácter previo al movimiento de tierras, deberá presentarse un
proyecto arqueológico redactado por un técnico arqueólogo com-
petente, para su aprobación y control por dicha Dirección General.
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II. Respecto al contenido y análisis urbanístico de la propuesta
de ordenación formulada, se señala cuanto sigue:

El ámbito objeto del presente expediente se encuentra localizado
en la zona Norte del término municipal, en un paraje conocido
como “Las Arroyadas” y comprende la totalidad de los terrenos
clasificados como Sector S-11 de las Normas Subsidiarias vigentes.

En la ficha de desarrollo del sector se refleja gráficamente una
ordenación detallada con la zonificación del futuro Plan Parcial
y las siguientes determinaciones numéricas:

Superficie total: 363.790 metros cuadrados.
Superficie de Sistemas Generales de Comunicación: 21.500

metros cuadrados.
Superficies de cesión al Ayuntamiento:

— Espacios Libres y Equipamientos: 77.119 metros cuadrados.
— Viales: 51.036 metros cuadrados.

Superficie de parcela neta edificable: 214.135 metros cuadrados.

El contenido de la Modificación Puntual se puede desglosar
en tres aspectos diferentes, que a continuación se analizan:

Corrección de las determinaciones numéricas

Realizada una medición detallada sobre planos de restitución
fotogramética del ámbito y las zonas resultantes de la ordenación
del sector fijada en las Normas Subsidiarias, la superficie real del
sector resulta 342.290 metros cuadrados, que supone una reducción
de 21.500 metros cuadrados respecto a la especificada en la ficha,
derivada de una cuantificación errónea en la zona destinada a
Espacios Libres y Equipamientos.

A continuación se expone un cuadro comparativo, resultante
de mantener la ordenación reflejada gráficamente en las Normas
Subsidiarias, aplicando las superficies reales obtenidas de la medi-
ción efectuada:

Ante ello es importante señalar que, por una parte, la reducción
numérica de la superficie destinada a Espacios Libres y Equipa-
mientos no supone en ningún caso una disminución real en la
superficie de suelo destinada a estos usos y, por otra parte, dicha
reducción no debería ser atribuible al suelo destinado a espacios
libres, ya que en las Normas Subsidiarias vigentes dicha superficie
viene englobada junto con la superficie de suelo destinada a
equipamientos.

Por otro lado la subsanación de la cuantificación errónea garan-
tiza el cumplimiento de los estándares establecidos en el Anexo
al Reglamento de Planeamiento ya que, de acuerdo a la docu-
mentación presentada, la superficie destinada a Espacios Libres
y Equipamientos se desglosa de la siguiente manera:

— Superficie de suelo destinada a Espacios Libres:
37.344 metros cuadrados (11,64 por 100 › 10 por 100).

— Superficie de suelo destinada a Equipamientos:
13.692 metros cuadrados (4,26 por 100 › 4 por 100).

Ajuste de la delimitación del ámbito y división en dos sectores

Con el objetivo de enlazar el sector con el núcleo urbano y
con los futuros suelos de ordenación definidos en el Protocolo,
la Modificación Puntual propone la incorporación al mismo de
una superficie de suelo de 5.689 metros cuadrados destinada a
Sistema General de Comunicación, actualmente clasificado como
Suelo no Urbanizable Común (itinerario ambiental: Camino a
Cubas).

Por consiguiente la superficie total del ámbito de la Modificación
Puntual es 347.979 metros cuadrados, que es la superficie prevista
en el Acuerdo Cuarto, apartado 3 del Protocolo.

La división del ámbito en dos sectores y las superficies relativas
a sus zonificaciones respectivas se expresan a continuación:

Por otra parte en las fichas de desarrollo definidas para los
dos nuevos sectores se establece:

— En el Sector SAU-11a: La ubicación de los espacios libres
y los equipamientos no es vinculante. El trazado y solución
definitiva del trazado viario puede ser modificado, si fuera
necesario, por el Plan Parcial.

— En el Sector SAU-11b: La ubicación de espacios libres es
vinculante, al menos en un 75 por 100 de su superficie,
pudiendo ubicarse el 25 por 100 restante donde determine
el Plan Parcial. La zona del arroyo en cualquier caso se
calificará como Espacio Libre. La ubicación concreta de los
equipamientos no es vinculante. Los viarios señalados en
la ficha son vinculantes. El resto del viario, si fuera necesario,
será definido por el Plan Parcial.

Como consecuencia de la condición que establece la Dirección
General de Medio Ambiente en su informe de fecha 29 de junio
de 1999 en el que se señala que el trazado viario propuesto debe
evitar invadir el arroyo de “Las Arroyadas”, que no se encuentra
canalizado, se ha modificado la ordenación prevista en las Normas
Subsidiarias vigentes, ajustándose además a la nueva ordenación
reflejada en el plano anexo al Protocolo.

Definición del aprovechamiento tipo
El aprovechamiento del Sector S-11 no viene determinado espe-

cíficamente en las Normas Subsidiarias vigentes. No obstante,
haciendo un cálculo estimativo del mismo a partir del coeficiente
de edificabilidad neta de 0,60 metros cuadrados/metro cuadrado
fijado en las ordenanzas de aplicación establecidas en la ficha
de desarrollo y definidas en la norma urbanística de las Normas
Subsidiarias, aplicado sobre el suelo neto edificable, resulta un
coeficiente de edificabilidad bruta del sector de 0,3753 metros
cuadrados/metro cuadrado.

La Modificación Puntual define para los dos nuevos secto-
res S-11a y S-11b un aprovechamiento tipo de 0,40 metros cua-
drados/metro cuadrado, de acuerdo a lo establecido en el Acuerdo
Cuarto, apartado 3 del Protocolo. Cada sector constituye un área
de reparto independiente, siendo el uso característico el industrial,
por lo que se le asigna el valor 1 como coeficiente de ponderación.

En conclusión, una vez analizadas las diversas variaciones intro-
ducidas por la Modificación Puntual en las determinaciones apli-
cables al Sector 11, así como su división en dos nuevos Sectores
independientes de menor superficie y diferentes características,
se consideran justificadas y resueltas adecuadamente desde el pun-
to de vista técnico.

III. En las actuaciones administrativas seguidas se han cum-
plimentado los trámites previstos en los artículos 126 y siguientes
en relación al artículo 161 del Reglamento de Planeamiento, que
regulan los requisitos necesarios para la tramitación administrativa
de un expediente de Modificación Puntual de Planeamiento.

De igual manera, se han observado los artículos 22 y 47 de
la Ley 7/1985 Reguladora de las Bases de Régimen Local, en
cuanto a la exigencia del quórum necesario para la aprobación
inicial y provisional de las Modificaciones Puntuales de las Normas
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Subsidiarias, que, según ambos preceptos, debe ser de la mayoría
absoluta del número legal de los miembros que conforman la
Corporación.

De otra parte, de conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 47.1.b) de la Ley 9/1995, de 28 de marzo, de Medidas de Política
Territorial, Suelo y Urbanismo, y dado que el presente expediente
conlleva alteración de las zonas verdes y/o espacios libres previstos
en el Planeamiento vigente, corresponde al Consejo de Gobierno
proceder a su resolución, previo informe de la Comisión de Urba-
nismo de Madrid, el cual fue evacuado en sentido favorable en
sesión celebrada el día 27 de junio de 2000.

En su virtud, a propuesta del excelentísimo señor Consejero
de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes, el Consejo de
Gobierno

ACUERDA

Primero

Aprobar definitivamente la Modificación Puntual de las Normas
Subsidiarias de Cubas de la Sagra, en el ámbito del Sector Industrial
de Suelo Apto para Urbanizar número 11, sito en el paraje “Las
Arroyadas”, debiendo tenerse en cuenta lo señalado por la Direc-
ción General de Patrimonio Histórico-Artístico de la Consejería
de Educación en su informe de fecha 22 de junio de 2000, que
se recoge en el punto 9 del apartado I de la parte expositiva del
presente Acuerdo.

Segundo

Publicar el presente Acuerdo en el BOLETÍN OFICIAL DE LA
COMUNIDAD DE MADRID.»

Lo que se hace público para general conocimiento, significándose
que contra el presente Acuerdo podrá interponerse recurso con-
tencioso-administrativo ante el Tribunal Superior de Justicia de
Madrid en el plazo de dos meses contados desde el día siguiente
a su notificación, o en su caso, publicación en el BOLETÍN OFICIAL
DE LA COMUNIDAD DE MADRID, y sin perjuicio de cuantos otros
recursos estime oportuno deducir.

Madrid, a 19 de julio de 2000.—El Secretario General Técnico,
Jesús Mora de la Cruz.

(03/18.729/00)

Consejería de Obras Públicas,
Urbanismo y Transportes

INSTITUTO DE LA VIVIENDA DE MADRID (IVIMA)

Resolución de 21 de julio de 2000, del Director Gerente del Ins-
tituto de la Vivienda de Madrid, por la que se hace pública
convocatoria 50-CO-00010.3/2000 para la licitación del contrato
de obras de: Ejecución de las obras de urbanización en Fuen-
carral “A” Fase 3.1. (Madrid).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Instituto de la Vivienda de Madrid.
b) Dependencia que tramita el expediente: Servicio de Con-

tratación.
c) Número de expediente: 50-CO-00010.3/2000.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Ejecución de las obras de urbani-

zación en Fuencarral “A” Fase 3.1 (Madrid).
b) Lugar de ejecución: Comunidad de Madrid.
c) Plazo de ejecución o fecha límite de entrega: Seis meses.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación.
Importe total: 79.111.029 pesetas (su valor en euros es

de 475.466,86).

5. Garantías.
Provisional: 1.582.221 pesetas.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Instituto de la Vivienda de Madrid.
b) Domicilio: Calle Basílica número 23.
c) Localidad y código postal: 28020 Madrid.
d) Teléfono: 915 809 689.
e) Telefax: 915 809 140.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

Hasta las catorce horas del día hábil anterior al cierre del
plazo de presentación de ofertas.

7. Requisitos específicos del contratista.
a) Clasificación: Grupo G, Subgrupo 6, Categoría E.
8. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: Hasta las doce horas del vigé-

simo sexto día natural siguiente al de la publicación de este
anuncio. Si coincidiese en sábado o festivo se admitirán
las proposiciones hasta el siguiente día hábil.

b) Documentación a presentar: La que figura en el Pliego de
Cláusulas Administrativas Particulares y de Prescripciones
Técnicas.

c) Lugar de presentación:
1.o Entidad: Instituto de la Vivienda de Madrid.
2.o Domicilio: Calle Basílica número 23.
3.o Localidad y código postal: 28020 Madrid.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a mantener
su oferta: Tres meses.

e) Admisión de variantes: No.
9. Apertura de las ofertas.
a) Entidad: Instituto de la Vivienda de Madrid.
b) Domicilio: Calle Basílica número 23.
c) Localidad: Madrid.
d) Fecha: 7 de septiembre de 2000.
e) Hora: A las diez.
10. Otras informaciones.
Las proposiciones se presentarán en tres sobres cerrados bajo

el título “Convocatoria Pública 05-CO-00010.3/2000”, y con los
siguientes subtítulos respectivamente:

Sobre número 1: Proposición económica.
Sobre número 2: Documentación administrativa.
Sobre número 3: Documentación técnica.
Referenciando en cada sobre la identificación fiscal (CIF o NIF).
11. Gastos de anuncios.
Los gastos de los anuncios serán de cuenta del adjudicatario.
Hágase público para general conocimiento.
Madrid, a 21 de julio de 2000.—El Gerente del Instituto de

la Vivienda de Madrid, Juan J. Franch.
(01/3.273/00)

Consejería de Obras Públicas,
Urbanismo y Transportes

INSTITUTO DE LA VIVIENDA DE MADRID (IVIMA)

Corrección de errores de la Resolución de 21 de julio de 2000,
del Director Gerente del Instituto de la Vivienda de Madrid,
por la que se hace pública la adjudicación del contrato de con-
sultoría y asistencia de: “Dirección de las obras de construcción
de 112 viviendas, locales y garaje en las parcelas A-21 y A-22
de Ventilla, Tetuán (Madrid)”.

Apreciado error tipográfico en la publicación de dicha Reso-
lución (BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID núme-
ro 180, de 31 de julio de 2000), se procede a su rectificación:

En el punto 5, Apartado b), donde dice: “Contratista: Juan Anto-
nio Hernánz Morales.”, debe decir: “Contratista: UTE: José María
Navarro López y María Teresa Escaño Rodríguez.”.

(03/19.228/00)
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Consejería de Obras Públicas,
Urbanismo y Transportes

INSTITUTO DE LA VIVIENDA DE MADRID (IVIMA)

Anuncio de 28 de julio de 2000, del Director Gerente del Instituto
de la Vivienda de Madrid, por el que se comunica el nuevo
número de teléfono de información sobre Depósitos y Devo-
luciones de Fianzas de Arrendamiento de viviendas y locales
en el Instituto de la Vivienda de Madrid.

A partir del día 5 de agosto de 2000, los números de teléfono
para información sobre el Depósito y Devoluciones de Fianzas
de Arrendamientos de viviendas y locales en el Instituto de la
Vivienda de Madrid, serán:

915 809 188.
915 809 100 (Centralita).
El Depósito de Fianzas continuará prestándose en la sede del

Instituto de la Vivienda de Madrid, calle Basílica, núme-
ro 23, 28020 Madrid.

Hágase público para general conocimiento.
Madrid, a 28 de julio de 2000.—El Gerente del Instituto de

la Vivienda de Madrid, Juan J. Franch.
(03/19.214/00)

Consejería de Medio Ambiente

Resolución 3063/2000, de 21 de julio, del Director General de
Calidad y Evaluación Ambiental, por la que se somete a infor-
mación pública el Estudio de Impacto Ambiental del proyecto
de “Planta de tratamiento de la fracción biodegradable de los
residuos sólidos urbanos con aprovechamiento energético de
biogás y producción de compost como ampliación de las ins-
talaciones del V.S.C. de P”, en el término municipal de Pinto,
promovido por “GEDESMA, Gestión y Desarrollo del Medio
Ambiente de Madrid, Sociedad Anónima”.

A los efectos previstos en el artículo 17 del Real Decre-
to 1131/1988, de 30 de septiembre, por el que se aprueba el Regla-
mento de Evaluación de Impacto Ambiental, se somete a infor-
mación pública el Estudio de Impacto Ambiental del proyecto
“Planta de tratamiento de la fracción biodegradable de los residuos
sólidos urbanos con aprovechamiento energético de biogás y pro-
ducción de compost como ampliación de las instalaciones del
V.S.C. de P”, en el término municipal de Pinto, promovido por
“GEDESMA, Gestión y Desarrollo del Medio Ambiente de

Madrid, Sociedad Anónima”, con domicilio en la calle Princesa,
número 3, 28008 Madrid.

Lo que se hace público para que pueda ser examinado el Estudio
de Impacto Ambiental en las dependencias de la Biblioteca de
esta Consejería de Medio Ambiente de la Comunidad de Madrid,
sitas en la calle Princesa, número 3, primera planta, 28008 Madrid,
y formularse las alegaciones que estimen oportunas, dirigidas al
Servicio de Evaluación Ambiental, en el plazo de treinta días,
contados a partir del siguiente al de la publicación de la presente
Resolución.

Madrid, a 21 de julio de 2000.—El Director General de Calidad
y Evaluación Ambiental, Ignacio López-Galiacho Perona.

(03/13.370/00)

Consejería de Servicios Sociales

Resolución 11151/2000, de 21 de julio, de la Directora General
de la Mujer, por la que se hace pública la propuesta de resolución
provisional parcial de la Orden 53/2000, de 18 de enero, de
la Consejería de Servicios Sociales.

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 8 de la
Orden 53/2000, de 18 de enero, de la Consejería de Servicios Socia-
les, por la que se regulan las medidas de fomento del empleo
de mujeres, generado por el desarrollo de proyectos empresariales.

RESUELVO

Hacer pública la propuesta de resolución provisional parcial for-
mulada por el Servicio de Empleo de la Dirección General de
la Mujer, con respecto a los expedientes que figuran en el Anexo
de esta Resolución, y que han sido previamente valorados por
este Servicio, al amparo de lo establecido en la Orden 53/2000,
de 18 de enero.

De conformidad con lo estipulado en el artículo 8 de la Or-
den 53/2000, de 18 de enero, las interesadas podrán presentar
ante la Dirección General de la Mujer, las alegaciones que con-
sideren procedentes en el plazo de diez días hábiles contados a
partir del día siguiente a la publicación de la presente Resolución
en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID.

El mencionado Anexo se encuentra expuesto en el tablón de
anuncios de la Consejería de Servicios Sociales (plaza de Carlos
Trías Bertrán, número 7, tercera planta), así como en la Oficina
de Atención al Ciudadano de la Comunidad de Madrid (plaza
del Descubridor Diego de Ordás, número 3).

Madrid, a 21 de julio de 2000.—La Directora General de la
Mujer, Asunción Miura Biendicho.

(03/19.114/00)
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III. ADMINISTRACIÓN LOCAL

AYUNTAMIENTOS

MADRID
URBANISMO

Gerencia Municipal de Urbanismo
Departamento de Zonas Protegidas

Sección de Apoyo

ANUNCIO

La Comisión de Gobierno, en su sesión celebrada el día 21
de julio de 2000, adoptó, por delegación del excelentísimo señor
alcalde-presidente, el siguiente acuerdo:

«1.o Aprobar inicialmente el Plan Especial en el paseo de la
Castellana, número 37, promovido al amparo de los artículos 4.3.8,
apartado 5, de las Normas Urbanísticas del Plan General de 1997
y 77 del Reglamento de Planeamiento Urbanístico, por la empresa
“Casagrande Cartagena, Sociedad Limitada”, en el Distrito de
Chamberí.

2.o Acordar la apertura del trámite de información pública
por el plazo de un mes, mediante la inserción de anuncio en el
BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID y en uno de
los periódicos de mayor circulación, de conformidad con el ar-
tículo 147.3 en relación con el 128 del vigente Reglamento de
Planeamiento Urbanístico.»

Cuantas personas se consideren interesadas podrán examinar
dicho expediente en las mañanas de los días hábiles del plazo
señalado, que comenzará desde la publicación del presente anuncio
en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID, en los
Servicios de Información Urbana de la Gerencia Municipal de
Urbanismo, calle Guatemala, número 13, o en las oficinas de la
Junta Municipal de Distrito de Centro, plaza Mayor, número 3,
como asimismo formular por escrito, que habrá de presentarse
en el Registro General de las mismas, cuantas alegaciones estimen
pertinentes a su derecho.

Madrid, a 25 de julio de 2000.—El secretario general, Paulino
Martín Hernández.

(01/3.354/00)

COSLADA

LICENCIAS

En este Ayuntamiento se han solicitado licencias de apertura
por parte de:

Expediente 71/00: “Vitra Madrid, Sociedad Cooperativa Limi-
tada”, para aparcamiento en edificio de viviendas en las parce-
las E.1 y E.2 del PERI de Coslada.

Expediente 85/00: “Transportes Gerposa, Sociedad Anónima”,
para instalar almacén de depósito de mercancías con oficina, para
agencia de transportes en la avenida de Europa, números 4 y 6.

Expediente 86/00: “Electrounión Montajes, Sociedad Laboral
Limitada”, para instalar nave de montaje de componentes elec-
trónicos, en la calle Senda Galiana, calle A, nave 5.

Expediente 88/00: “Caja España de Inversiones, CAMP”, para
instalar oficina bancaria en la calle Venezuela, número 27.

Expediente 89/00: don José Ignacio Ferrer Moya, para instalar
oficina de farmacia en la calle Poitiers, número 1, posterior, local 2.

Expediente 90/00: “Caja de Ahorros y Monte de Piedad de
Madrid”, para instalar oficina bancaria en la calle Venezuela, con
vuelta a la calle Méjico, oficina 2721.

Expediente 93/00: “Girban Estetic, Sociedad Limitada”, para
instalar centro de nutrición y estética en el paseo de las Acacias,
número 13, locales 1-2.

Expediente 94/00: “Panificio Rivera Costafreda, Sociedad Anó-
nima”, para instalar almacén de distribución de productos de pana-
dería y bollería en la avenida Cañada, números 64-66, modulo C.

Expediente 95/00: “María Victoria Hoyos Carrero y herederos
de Tomás Gil Redondo, Comunidad de Bienes”, para ampliar
instalación de farmacia en la plaza San Pedro y San Pablo,
número 4.

Expediente 96/00: “Cafetería Hermanos Jiménez, Comunidad
de Bienes”, para ampliar bar-cafetería en la calle San Pedro,
número 48.

Expediente 97/00: “Dolmen Distribuciones, Sociedad Limitada”,
para instalar almacén de material didáctico en la calle Isaac Peral,
número 10.

Expediente 98/00: “Miguel Moreno Aparicio, Sociedad Limi-
tada”, para instalar academia autoescuela en la avenida de la Cons-
titución, número 98.

Expediente 99/00: “Logisticnet, Sociedad Anónima”, para ins-
talar depósito y almacén de productos diversos para venta por
Internet en la avenida Cañada, número 64.

Expediente 100/00: “Lusson e Hijos, Sociedad Limitada”, para
ampliación de maquinaria e instalaciones para bar-restaurante en
la avenida de España, número 23, locales 113, 114 y 151, del centro
comercial “Zocoslada”.

Expediente 101/00: “Arc España, Sociedad Anónima”, para
ampliación de instalaciones para almacén de distribución al por
mayor de equipos informáticos en la avenida Cañada, núme-
ros 64-66, módulo B.

Lo que se hace público para general conocimiento y al objeto
de que quienes se consideren afectados de algún modo por las
actividades que se pretenden establecer, puedan hacer las obser-
vaciones pertinentes dentro del plazo de diez días, de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 30 del Reglamento de 30 de noviem-
bre de 1961, mediante escrito a presentar en la Secretaría del
Ayuntamiento.

Coslada, a 24 de julio de 2000.—El alcalde-presidente, Juan
M. Granados Rodríguez.

(02/14.983/00)

LEGANÉS
URBANISMO

Por el Consejo de Gobierno de la Comunidad de Madrid, en
sesión celebrada el día 18 de mayo de 2000, se acordó aprobar
definitivamente, con las condiciones que se derivan de las obser-
vaciones recogidas en el apartado III.2.o de la parte dispositiva
del acuerdo, la revisión del Plan General de Ordenación Urbana
de Leganés, en los ámbitos del suelo clasificado como urbanizable
y no urbanizable.

Asimismo, en la citada sesión del Consejo de Gobierno se apro-
baron definitivamente las modificaciones puntuales propuestas por
el Ayuntamiento de Leganés.

Publicado dicho acuerdo en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMU-
NIDAD DE MADRID número 127, del martes 30 de mayo de 2000,
por la presente se procede a la publicación de las Normas Urba-
nísticas y planos de ordenación aprobados que se incorporan como
anexo.
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Estas Normas entrarán en vigor a partir del día siguiente a la fecha de publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD
DE MADRID.

Lo que se hace público para general conocimiento.
Leganés, a 11 de julio de 2000.—El alcalde-presidente, José Luis Pérez Ráez.

(03/17.905/00)
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MAJADAHONDA
URBANISMO

El alcalde-presidente, mediante Decreto número 4614, de
fecha 7 de julio de 2000, resolvió lo siguiente:

1. De conformidad con el informe conjunto de los Servicios
Técnicos y la asesoría jurídica de fecha 27 de junio de 2000, admitir
las siguientes alegaciones:

— Presentada por doña Felicitas, don Carlos, doña Matilde,
don Luis y don José Villegas Ugena, doña Florentina Bustillo
Hernández y doña María Jesús y doña María del Pilar Ville-
gas Bustillo exclusivamente en el sentido de corregir la titu-
lación de la finca número 6 del proyecto. Dicha titulación
debe ser la siguiente:

— Doña Felicitas, don Carlos, doña Matilde, don Luis y don
José Villegas Ugena, en una sexta parte indivisa, cada uno
de ellos, perteneciendo la nuda propiedad de la otra sexta
parte a doña María Jesús y doña María del Pilar Villegas
Bustillo por mitades partes iguales y el usufructo a doña
Florentina Bustillo Hernández.

— Presentada por doña Matilde Soria Gala. La titulación de
la finca número 14 debe ser la siguiente:
� La mitad corresponde a doña Matilde Soria Gala.
� Una sexta parte, a “Valle del Duero, Sociedad Limitada”,

por compra a los herederos de don Tomás Aparicio Gala.
� Una sexta parte, a doña Celia Aparicio Gala.
� Una sexta parte, a doña María Aparicio Gala.

— Presentada por don Fermín Granizo Sanz, exclusivamente
en el sentido de corregir la titulación de las fincas números 21
y 22 del proyecto. Dicha titulación debe ser la siguiente:
� Un 50 por 100 pertenece a don Mario, doña Elena y don

Fermín Granizo Sanz, por terceras partes iguales.
� Un 50 por 100 pertenece a don Luis, don Julio, don Ángel

y doña María del Carmen San Montero.
— Presentada por don Alfonso Quiroga Berdeal, en represen-

tación de “Construcciones y Promociones J. Díaz Fernández,
Sociedad Limitada”, en cuanto a la nueva titulación de la
finca número 13 del proyecto, la cual pertenece a “Cons-
trucciones y Promociones J. Díaz Fernández, Sociedad Limi-
tada”, y en cuanto a la superficie de la citada finca, la cual
debe aumentar exclusivamente en 165 metros cuadrados, es
decir, la superficie de dicha finca incluida en el ámbito deli-
mitado es de 17.450 metros cuadrados.

— Presentada por don Luis Rego Valcarce en cuanto a la men-
ción de la titulación de las fincas números 22 y 23 del pro-
yecto, contenida en el documento de descripción de fincas,
la cual debe ser como se indica en la relación de fincas.

2. Desestimar el resto de las alegaciones presentadas.
3. Aprobar definitivamente el proyecto de delimitación de la

Unidad de Ejecución “Zona Este de Majadahonda” con las modi-
ficaciones expresadas en el punto 1 de este acuerdo.

4. Publicar y notificar el presente acuerdo en la forma legal-
mente establecida.

Lo que se publica en cumplimiento de lo dispuesto en el ar-
tículo 38.1.d) del Reglamento de Gestión Urbanística.

Majadahonda, a 17 de julio de 2000.—El alcalde, Ricardo Rome-
ro de Tejada.

(02/15.220/00)

MAJADAHONDA
URBANISMO

Por decreto de la Alcaldía 5095/2000, de fecha 28 de julio, se
resolvió lo siguiente:

Aprobar inicialmente la modificación del Plan Parcial de la Zona
Este de Majadahonda, Área remitida 109.

Someter a información pública dicha modificación durante un
mes, mediante anuncios en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMU-
NIDAD DE MADRID, tablón de edictos del Ayuntamiento y en un
diario de los de mayor circulación de la provincia.

Conforme con la legislación vigente, se suspende el otorgamiento
de licencias en el área que nos ocupa durante la tramitación de
la presente modificación del plan parcial.

Lo que se publica en cumplimiento de lo dispuesto en el ar-
tículo 128 del Reglamento de Planeamiento, pudiendo ser exa-
minado el expediente de la modificación del plan parcial por cual-
quier persona, en los servicios técnicos municipales, de lunes a
viernes, de nueve a catorce horas, y formular las alegaciones que
procedan.

Majadahonda, a 28 de julio de 2000.—El alcalde, Ricardo Rome-
ro de Tejada.

(02/15.221/00)

MAJADAHONDA
CONTRATACIÓN

1. Entidad adjudicadora:
a) Organismo: Ayuntamiento de Majadahonda.
b) Dependencia que tramita el expediente: Contratación.
c) Número de expediente: 37/00.
2. Objeto del contrato:
a) Descripción del objeto: Consultoría y asistencia de control

de calidad de las obras de asfaltado y señalización horizontal
de calles en el casco urbano.

b) Plazo de ejecución: se establece un plazo de duración igual
al de las obras de ejecución.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación:
a) Tramitación: urgente.
b) Procedimiento: abierto.
c) Forma: concurso.
4. Presupuesto máximo de licitación: importe total: 6.401.288

pesetas (IVA incluido), 38.472,52 euros.
5. Garantías:
Provisional: 128.026 pesetas (769,45 euros).
Definitiva: el 4 por 100 del importe de adjudicación.
6. Obtención de documentación e información:
a) Entidad: Ayuntamiento de Majadahonda (Negociado de

Contratación).
b) Domicilio: plaza Mayor, número 3.
c) Localidad y código postal: 28220 Majadahonda (Madrid).
d) Teléfono: 916 349 100.
7. Presentación de las ofertas:
a) Plazo de presentación: ocho días naturales, contados a partir

del día siguiente a aquel en que se publique el anuncio
en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID.

b) Lugar de presentación:
1.o Entidad: Negociado de Contratación de la Secretaría

General del Ayuntamiento.
2.o Domicilio: plaza Mayor, número 3.
3.o Localidad y código postal: 28220 Majadahonda (Ma-

drid).
c) Horario de presentación: de nueve a trece horas, de lunes

a sábado.
d) Documentación a presentar:

Las proposiciones se presentarán en dos sobres cerrados,
uno de los cuales (sobre A) contendrá la documentación
que se relaciona a continuación:
a) Documento nacional de identidad, si es empresario indi-

vidual, o escritura de constitución o de modificación,
si es persona jurídica.

b) Diligencia de bastanteo o poder.
c) Documentación acreditativa de la solvencia económica

y técnica.
d) Resguardo del depósito de fianza provisional.
e) Declaración responsable de no estar incurso en pro-

hibición de contratar.
f) Declaración responsable de estar al corriente de sus

obligaciones tributarias y de la Seguridad Social.
Y el otro sobre (sobre B) contendrá exclusivamente la pro-
puesta económica, la cual deberá ajustarse estrictamente
al siguiente modelo y venir firmada, sin cuyos requisitos
será rechazada:
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Modelo de proposición
D. ................, y provisto del documento nacional de identidad
número ................, en plena posesión de su capacidad jurí-
dica y de obrar, actuando en nombre propio (o en repre-
sentación de ................), con domicilio a efectos de noti-
ficaciones en ................, calle ................, número ................,
teléfono ................, enterado de los pliegos de prescripciones
técnicas y de cláusulas administrativas que han de regir en
el procedimiento abierto mediante ................ convocado por
el Ayuntamiento de Majadahonda para la adjudicación del
contrato de .................
Hace constar:
Que se compromete a su ejecución con arreglo a los expre-
sados documentos, por un importe de ................ pesetas
(IVA incluido).
En ................, a .... de ................ de 200..

(Firma del licitador.)
8. Apertura de las ofertas:
a) Entidad: Mesa de Contratación.
b) Domicilio: plaza Mayor, número 3.
c) Localidad: Majadahonda.
d) Fecha: primer día hábil siguiente a aquel en que finalice

el plazo de presentación de proposiciones (excepto sábados).
e) Hora: a las doce.
Majadahonda, a 18 de julio de 2000.—El alcalde-presidente,

Ricardo Romero de Tejada y Picatoste.
(02/14.485/00)

MEJORADA DEL CAMPO
RÉGIMEN ECONÓMICO

Aprobado por Decreto de Alcaldía del día 20 de julio de 2000,
el padrón fiscal del impuesto sobre bienes inmuebles de naturaleza
urbana y rústica, correspondientes al ejercicio 2000, quedando
expuestos al público en el Departamento de Rentas del Ayun-
tamiento durante el plazo de treinta días a contar desde el siguiente
al de publicación del presente anuncio en el BOLETÍN OFICIAL
DE LA COMUNIDAD DE MADRID, a fin de que los interesados
legítimos puedan examinarlos y, en su caso, presentar las recla-
maciones oportunas.

De igual manera se comunica que el plazo de cobro en período
voluntario de los mencionados tributos será desde el 15 de sep-
tiembre al 15 de noviembre de 2000.

Este anuncio surtirá los efectos de notificación a los sujetos
pasivos.

Mejorada del Campo, a 21 de julio de 2000.—El alcalde-pre-
sidente, Fernando Peñaranda Carralero.

(03/14.839/00)

MEJORADA DEL CAMPO
RÉGIMEN ECONÓMICO

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 91 de la
Ley 39/1988, Reguladora de las Haciendas Locales, 2 del Real
Decreto 1142/1991, de 26 de julio, por el que se dictan normas
para la gestión del impuesto de actividades económicas, se comu-
nica que la matrícula correspondiente a las cuotas municipales
del impuesto de actividades económicas y todos los datos censales
se encuentra expuesta al público en el Departamento de Rentas
de este Ayuntamiento desde el día 14 del 29 de agosto de 2000,
ambos inclusive.

La inclusión del sujeto pasivo en la matrícula, así como su exclu-
sión o la alteración de cualquiera de los datos, constituyen actos
administrativos contra los que cabe interponer recurso de repo-
sición ante el órgano de la Administración Tributaria del Estado

competente por razón del territorio o reclamación económico-
administrativa en el plazo de quince días a partir del siguiente
al último de exposición pública de la matrícula.

La interposición, por sí misma, de cualquiera de los recursos
no originará la suspensión de los actos liquidatorios subsiguientes
con la salvedad prevista en el mencionado Real Decreto.

De otra parte, por Decreto de Alcaldía se ha aprobado el padrón
del impuesto de actividades económicas para 2000, quedando
expuesto al público en el Departamento de Rentas del Ayunta-
miento, plaza del Progreso, número 1, del 5 al 20 de abril ambos
inclusive, durante el cual podrá ser examinado, pudiendo inter-
poner recurso de reposición en el plazo de un mes a contar desde
dicha exposición ante esta Alcaldía previo al contencioso-
administrativo.

El plazo de cobro en período voluntario será desde el día 15
de septiembre al 15 de noviembre de 2000. El vencimiento del
plazo de ingreso en período voluntario, sin haber sido satisfecha
la deuda, determinará el inicio del período ejecutivo, el devengo
del recargo de apremio y de los intereses de demora de acuerdo
con lo dispuesto en el artículo 127 de la Ley General Tributaria.

El ingreso podrá efectuarse en la recaudación municipal, de
lunes a viernes, de nueve a catorce horas. También podrá realizarse
el ingreso presentando el recibo en cualquier entidad bancaria
de la localidad.

Lo que se publica para general conocimiento.
En Mejorada del Campo, a 20 de julio de 2000.—El alcalde-pre-

sidente, Fernando Peñaranda Carralero.
(02/14.837/00)

PARLA
ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO

Por el Ayuntamiento Pleno de fecha 27 de julio de 2000 se
ha acordado la aprobación inicial del Reglamento para la Con-
cesión de Honores y Distinciones, así como su exposición a infor-
mación pública por el plazo de treinta días, de conformidad con
el artículo 49 de la Ley de Bases del Régimen Local.

Parla, a 28 de julio de 2000.—El alcalde accidental, José María
Fraile Campos.

(03/19.074/00)

MANCOMUNIDAD LOS MORALES
RÉGIMEN ECONÓMICO

En la Intervención de esta Mancomunidad, y conforme disponen
los artículos 112 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, y 150.1 de la
Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas
Locales, se encuentra expuesto al público, a efectos de reclama-
ciones, el presupuesto general para el ejercicio 2000, aprobado
inicialmente por la Junta General de la Mancomunidad Los Mora-
les, en sesión celebrada el día 27 de julio de 2000.

Los interesados que estén legitimados según lo dispuesto en
el artículo 151 de la Ley 39/1988 citada a que se ha hecho referencia
y por los motivos taxativamente enumerados en el número 2 de
dicho artículo podrán presentar reclamaciones con sujeción a los
siguientes trámites:

a) Plazo de exposición y admisión de reclamaciones: quince
días hábiles a partir del siguiente a la fecha de la inserción
de este anuncio en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD
DE MADRID.

b) Oficina de presentación: Registro General.
c) Órgano ante el que se reclama: Mancomunidad Los Morales.
Brunete, a 28 de julio de 2000.—El presidente, Luis González

Sarabia.
(03/19.056/00)
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IV. ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

Tribunal Superior de Justicia
de Madrid

SALA DE LO
CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO

Sección Apoyo Tráfico

EDICTO

En virtud de lo acordado por la Sección
de Apoyo a la Sala de lo contencioso-ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Madrid en resolución de esta fecha,
dictada en el recurso número 23.816 de
1999, promovido por don Jorge Botana
Martín, contra resolución del Ayuntamien-
to de Madrid, sobre sanción de tráfico, se
emplaza por este conducto a quienes tengan
interés en el mismo o a cuyo favor puedan
derivarse derechos para que, si lo desean,
en el plazo de nueve días se personen en
forma en dicho recurso de conformidad con
lo expuesto en el artículo 64, en relación
con el artículo 60 de la Ley de la Juris-
dicción Contencioso-Administrativa.

Madrid, a 17 de julio de 2000.—El secre-
tario (firmado).

(01/3.232/00)

Sección Apoyo Tráfico

EDICTO

En virtud de lo acordado por la Sección
de Apoyo a la Sala de lo contencioso-ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Madrid en resolución de esta fecha,
dictada en el recurso número 23.817 de
1999, promovido por don Alejandro Pérez
Belleboni, contra resolución del Ayunta-
miento de Madrid, sobre sanción de tráfico,
se emplaza por este conducto a quienes ten-
gan interés en el mismo o a cuyo favor pue-
dan derivarse derechos para que, si lo
desean, en el plazo de nueve días se per-
sonen en forma en dicho recurso de con-
formidad con lo expuesto en el artículo 64,
en relación con el artículo 60 de la Ley
de la Jurisdicción Contencioso-Administra-
tiva.

Madrid, a 17 de julio de 2000.—El secre-
tario (firmado).

(01/3.233/00)

SALA DE LO SOCIAL

EDICTO
CÉDULA DE NOTIFICACIÓN

En el recurso de suplicación núme-
ro 885/2000-P, dimanante de los autos

número 219 de 1999 del Juzgado de lo
Social número 6 de Madrid, seguido ante
esta sala (Sección Quinta) a instancia de
don José Antonio Compañ Barco, frente
a “Air Track Líneas Aéreas, Sociedad Anó-
nima”, sobre derechos y cantidad, con
fecha 11 de julio de 2000 se ha dictado reso-
lución cuya parte dispositiva es del tenor
literal siguiente:

El ilustrísimo señor don José Malpartida
Morano, presidente, e ilustrísimo señor don
José Hersilio Ruiz Lanzuela e ilustrísimo
señor don Manuel Poves Rojas.—En
Madrid, a 11 de julio de 2000.

La Sala de lo social del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid, compuesta por los
ilustrísimos señores citados más arriba, y
en nombre del Rey ha dictado la siguiente

Sentencia

En el recurso de suplicación número 885
de 2000 interpuesto por el abogado don
Pedro Arriola Turpín, en nombre de don
José Antonio Compañ Barco, frente a la
sentencia dictada por el Juzgado de lo social
número 6 de Madrid, en autos número 219
de 1999, siendo recurrida “Air Track,
Líneas Aéreas, Sociedad Anónima”, y
habiendo sido citado el Fondo de Garantía
Salarial. Ha actuado como ponente el ilus-
trísimo señor don José Malpartida Morano.

Fallamos

Que debemos desestimar y desestimamos
el recurso de suplicación planteado por el
abogado don Pedro Arriola Turpín, en
nombre de don José Antonio Compañ Bar-
co, frente a la sentencia dictada con fecha
21 de julio de 1999 por el Juzgado de lo
social número 6 de Madrid, en sus autos
número 219 de 1999, seguidos a instancia
de la parte recurrente, frente a “Air Track,
Líneas Aéreas, Sociedad Anónima”, en
reclamación de derechos y cantidad, y, en
consecuencia, debemos confirmar y confir-
mamos la sentencia de instancia.

Notifíquese la presente sentencia a las
partes y a la Fiscalía del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid, haciéndoles saber
que contra la misma sólo cabe recurso de
casación para la unificación de doctrina que
se preparará por escrito ante esta Sala de
lo social dentro de los diez días siguientes
a la notificación de la sentencia de acuerdo
con lo dispuesto en los artículos 219, 227
y 228 de la Ley de Procedimiento Laboral,
advirtiéndose en relación con los dos últi-
mos preceptos citados que el depósito de
las 50.000 pesetas deberá efectuarse ante
la Sala de lo social del Tribunal Supremo

al tiempo de personarse en ella, en su cuen-
ta número 2410 del “Banco Bilbao Vizca-
ya”, de la calle Génova, número 13, de
Madrid, por todo recurrente que no tenga
la condición de trabajador o causahabiente
suyo o beneficiario del régimen público de
la Seguridad Social, mientras que la con-
signación del importe de la condena deberá
acreditarse, cuando proceda, por el
recurrente que no goce del beneficio de jus-
ticia gratuita ante esta Sala al tiempo de
preparar el recurso, presentando resguardo
acreditativo de haberla efectuado en la
cuenta corriente número 2876000000088500
que esta Sección Quinta tiene abierta en
el “Banco Bilbao Vizcaya”, sucursal núme-
ro 913, sita en la glorieta de Iglesia, de
Madrid, pudiéndose sustituir dicha consig-
nación en metálico por el aseguramiento
mediante aval bancario en el que se hará
constar la responsabilidad solidaria del
avalista.

Expídase testimonio de la presente reso-
lución para su incorporación al rollo de esta
Sala.

Así por esta nuestra sentencia lo pronun-
ciamos, mandamos y firmamos.

Y para que sirva de notificación a “Air
Track Líneas Aéreas, Sociedad Anónima”,
en ignorado paradero, con la advertencia
de que las resoluciones judiciales que se
dicten en el procedimiento, a partir de la
presente, serán notificadas en estrados, sal-
vo las que deban revestir la forma de auto
o sentencia, o se trate de emplazamiento,
se expide la presente en Madrid, a 11 de
julio de 2000.—La secretaria (firmado).

(03/18.301/00)

JUZGADOS DE PRIMERA
INSTANCIA

JUZGADO NÚMERO 2
DE MADRID

EDICTO
CÉDULA DE NOTIFICACIÓN

Y EMPLAZAMIENTO

En autos de menor cuantía número 835
de 1999, sobre otras materias, a instancia
de doña María Luisa Díaz Villanueva, don
Laureano Muñoz Romero, con procurado-
ra doña Carmen Medina Medina, contra
don José de Antonio Tovar, doña María
del Carmen García Miguel, doña Alicia
Fernández Tejeda y “Construcciones Geta-
fe, Sociedad Limitada”, seguidos a instancia
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de don Laureano Muñoz Romero y otra,
contra “Construcciones Getafe, Sociedad
Limitada”, y otros, sobre declaración de
dominio y reanudación del tracto sucesivo,
se ha dictado la resolución que contiene
el siguiente particular:

Emplácese a la demandada “Construc-
ciones Getafe, Sociedad Limitada”,
mediante la publicación de edictos en el
BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE
MADRID, concediéndole el plazo de diez
días para comparecer en el procedimiento
con asistencia de abogado y procurador,
bajo apercibimiento de ser declarada en
rebeldía en caso de no verificarlo.

Y como consecuencia del ignorado para-
dero la demandada “Construcciones Geta-
fe, Sociedad Limitada”, se extiende la pre-
sente para que sirva de cédula de notifi-
cación y emplazamiento en Madrid, a 4 de
julio de 2000.—El secretario (firmado).

(02/13.698/00)

JUZGADO NÚMERO 8
DE MADRID

EDICTO
CÉDULA DE NOTIFICACIÓN

Y REQUERIMIENTO

En el procedimiento de reclamación de
cuotas a morosos número 828 de 1999,
seguido ante el Juzgado de primera instan-
cia número 8 de Madrid, a instancia de la
comunidad de propietarios de la calle Cava-
nilles, número 4, de Madrid, se ha dictado
resolución de fecha 30 de diciembre en la
que figura el siguiente particular:

Requiérase a doña María Belén Molledo
del Amo y doña Consuelo del Amo del Amo
para que en el plazo de veinte días paguen
a la demandante la cantidad de 161.380
pesetas por principal, más lo que se pre-
supuesta de forma provisional por intereses
y costas, sin perjuicio de ulterior liquida-
ción, más la cantidad por gastos previos
extrajudiciales.

Hágase saber a las demandadas que en
el indicado plazo de veinte días podrán
comparecer ante este Juzgado oponiéndose
al pago en todo o en parte. En caso de
reconocer parte de la deuda, sólo se admi-
tirá la oposición si acreditan haber pagado
o puesto a disposición de la demandante
antes de la interposición de la demanda la
suma que reconocen como debida (artícu-
lo 21.9 de la Ley de Propiedad Horizontal).

Apercíbase a las demandadas de que si
en el plazo señalado no se personan o no
se oponen o no pagan lo reclamado, se dic-
tará auto despachando ejecución y se abrirá
la vía de apremio.

Contra la presente resolución no cabe
recurso alguno.

Y como consecuencia del ignorado para-
dero de doña María Belén Molledo del
Amo y doña Consuelo del Amo del Amo,
se extiende la presente para que sirva de
cédula de notificación y requerimiento.

Madrid, a 6 de junio de 2000.—El secre-
tario (firmado).

(02/11.551/00)

JUZGADO NÚMERO 8
DE MADRID

EDICTO

En los autos de reclamación de cuotas
a morosos número 383 de 2000, sobre otras
materias, a instancia de don Ángel Santiago
Fernández Aroca, contra don José Luis
Maldonado García e ignorados herederos
de doña Marcelina Alonso García, se ha
dictado la siguiente resolución:

Propuesta de providencia del secretario
judicial, don Luis Jorge Rodríguez
Díez.—En Madrid, a 5 de julio de 2000.

Por recibido en este Juzgado el anterior
escrito de demanda, documentos y poder
debidamente bastanteado y copias simples,
regístrese en el libro de su clase, numérese
y fórmese el correspondiente juicio de pro-
piedad horizontal sobre reclamación de
cuotas a morosos (artículo 21 de la Ley de
Propiedad Horizontal), teniéndose como
parte en el mismo a don Ángel Santiago
Fernández Aroca, y en su nombre, en cali-
dad de presidente de la comunidad de pro-
pietarios de la calle Cullera, número 3,
Madrid, la copia de escritura de poder gene-
ral para pleitos presentada, que le será
devuelta una vez testimoniada en autos.

Requiérase a don José Luis Maldonado
García e ignorado herederos de doña Mar-
celina Alonso García para que en el plazo
de veinte días paguen al demandante la can-
tidad de 70.142 pesetas por principal adeu-
dado.

Hágase saber a los demandados que en
el indicado plazo de veinte días podrán
comparecer ante este Juzgado oponiéndose
al pago en todo o en parte. En caso de
reconocer parte de la deuda, sólo se admi-
tirá la oposición si acreditan haber pagado
o puesto a disposición del demandante
antes de la interposición de la demanda la
suma que reconocen como debida (artícu-
lo 21.9 de la Ley de Propiedad Horizontal).

Apercíbase a los demandados que si en
el plazo señalado no se personan o no se
oponen o no pagan lo reclamado, se dictará
auto despachando ejecución y se abrirá la
vía de apremio.

Para la práctica de lo acordado, requié-
rase a don José Luis Maldonado García a
través del Servicio Común de Notificacio-
nes y Embargos en el domicilio facilitado
y para los ignorados herederos de doña
Marcelina García Alonso publíquense edic-
tos en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMU-
NIDAD DE MADRID y en el tablón de anun-
cios de este Juzgado.

En cuanto al primer otrosí, no ha lugar
a lo solicitado, sin perjuicio de que lo soli-
cite en su momento procesal oportuno.

Contra la presente resolución no cabe
recurso alguno.

Y para que sirva de notificación y reque-
rimiento a los herederos desconocidos de
doña Marcelina García Alonso.

Se expide la presente en Madrid, a 5 de
julio de 2000.—El secretario (firmado).

(02/14.466/00)

JUZGADO NÚMERO 23
DE MADRID

EDICTO

El Juzgado de primera instancia núme-
ro 23, en autos número 193 de 2000, sobre
divorcio, instados por doña Natividad
Donoso Yáñez, representada por la pro-
curadora doña Marta Paredes Pareja (de-
signada de oficio), contra don Marcelino
Herrero Gómez, que se halla en paradero
desconocido, ha acordado por medio del
presente emplazar por término de veinte
días a dicho demandado para que compa-
rezca en autos y conteste la demanda, bajo
apercibimiento de que si no lo verifica le
parará el perjuicio a que hubiera lugar en
derecho.

Y para que sirva de emplazamiento en
forma al referido demandado don Marce-
lino Herrero Gómez, que se halla en igno-
rado paradero, he acordado la publicación
del presente edicto en el BOLETÍN OFICIAL
DE LA COMUNIDAD DE MADRID y en el
tablón de anuncios de este Juzgado.

Haciéndose saber a dicho demandado
que la copia de la demanda y la de los docu-
mentos aportados se encuentran en la
Secretaría de este Juzgado de primera ins-
tancia número 23 a su disposición.

Expido y firmo el presente dado en
Madrid, a 19 de julio de 2000.—El secre-
tario (firmado).—El magistrado-juez de
primera instancia (firmado).

(02/18.420/00)

JUZGADO NÚMERO 27
DE MADRID

EDICTO

En los autos que se dirá y en la fecha
que se indica se ha dictado sentencia, cuyo
encabezamiento y fallo son del siguiente
tenor:

Sentencia
En la villa de Madrid, a 1 de junio de

2000.—La ilustrísima señora doña María
del Carmen Rodilla Rodilla, magistra-
da-juez de primera instancia del número 27
de esta capital, habiendo visto los presentes
autos número 744 de 1999, seguidos sobre
divorcio solicitado por un solo cónyuge, a
instancia de doña Soraya Martín Macías,
representada por el procurador don Ignacio
San Juan Gómez, contra don Pedro Cobos
Gutiérrez, declarado en rebeldía en estos
autos.

Fallo
Estimando la demanda formulada por el

procurador don Ignacio San Juan Gómez,
en nombre y representación de doña Soraya
Martín Macías, frente a su esposo don
Pedro Cobos Gutiérrez, declaro disuelto,
por divorcio, el matrimonio de ambos cón-
yuges con los efectos legales inherentes,
acordando respecto de sus bienes la diso-
lución del régimen económico matrimonial
con efectos a determinar en ejecución de
sentencia si así se solicita, acordando la
adopción de las siguientes medidas com-
plementarias a dicha declaración:
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Primera.—La hija menor de ambos, Cris-
tina Cobos Martín, cuya patria potestad
ostentarán ambos progenitores, permane-
cerá bajo la guarda y custodia de su madre.

Segunda.—El régimen de visitas del pro-
genitor no custodio con su hija menor y
la pensión que el mismo haya de satisfacer
para contribuir al mantenimiento de la cita-
da hija se fijarán en fase de ejecución de
la presente resolución, si se revelare causa
por ello.

No procede realizar especial declaración
sobre las costas causadas en el presente
procedimiento.

Y para que sirva de notificación al
demandado rebelde don Pedro Cobos
Gutiérrez, libro el presente en Madrid, a
18 de julio de 2000.—La secretaria (fir-
mado).

(03/18.421/00)

JUZGADO NÚMERO 33
DE MADRID

EDICTO
CÉDULA DE CITACIÓN

En virtud de lo acordado en resolución
de esta fecha dictada en el juicio de tes-
tamentaría seguido en este Juzgado de pri-
mera instancia número 33 de Madrid, por
fallecimiento de doña María Domínguez
Marcos, con la referencia número 760 de
1999, promovido por el Juzgado de instruc-
ción número 44, por la presente se cita a
sus posibles herederos para que en el tér-
mino de treinta días comparezcan en el Juz-
gado haciendo uso de su derecho a reclamar
la herencia.

Y para que sirva de citación a los posibles
herederos de doña María Domínguez Mar-
cos, con documento nacional de identidad
número 493.989, cuyo paradero se ignora,
expido el presente en Madrid, a 5 de mayo
de 2000.—El secretario (firmado).

(03/18.366/00)

JUZGADO NÚMERO 35
DE MADRID

EDICTO

Don César Tejedor Freijo, magistrado-juez
del Juzgado de primera instancia núme-
ro 35 de Madrid.

Hago saber: Que en este Juzgado de mi
cargo se tramita juicio de menor cuantía
número 238 de 1998, a instancia de don
Manuel Carrasco Gatón, don José Luis
Alonso Álvaro y don Ignacio Henríquez
Lluch, contra don José Javier Usabiaga
Lasa y “Execo, Sociedad Anónima”,
demandados en ignorado paradero, en
cuyos autos se ha dictado sentencia con
fecha 7 de abril de 2000, cuyo fallo es del
tenor literal siguiente:

Que estimando la demanda promovida
por la procuradora doña Patricia Merodio
de la Sota, en nombre y representación de
don Manuel Carrasco Gatón, don José Luis
Alonso Álvaro y don Ignacio Henríquez
Lluch, contra don José Javier Usabiaga
Lasa y “Execo, Sociedad Anónima”, debo
condenar y condeno a los demandados a

que otorguen y eleven a pública la trans-
misión de las plazas de garaje números 46,
57 y 72 (fincas registrales números 67.995,
68.006 y 68.021, respectivamente), de la
calle Gabriela Mistral, número 12, y de no
hacerlo se hará a su costa por el Juzgado,
condenando igualmente a los demandados
al pago de las costas procesales.

Así por esta mi sentencia, contra la que
cabe interponer recurso de apelación en el
término de cinco días hábiles a partir del
siguiente al de su notificación ante este Juz-
gado y para ante la Audiencia Provincial
de Madrid, definitivamente juzgando en
primera instancia, lo pronuncio, mando y
firmo.

Y para que así conste y sirva de noti-
ficación en forma a los citados demandados,
en paradero desconocido, expido el presen-
te a los efectos acordados para ser publi-
cado en el tablón de anuncios de este Juz-
gado y en el BOLETÍN OFICIAL DE LA
COMUNIDAD DE MADRID.

En Madrid, a 13 de julio de 2000.—El
secretario (firmado).—El magistrado-juez
de primera instancia (firmado).

(02/14.550/00)

JUZGADO NÚMERO 39
DE MADRID

EDICTO

Doña Virginia Villanueva Cabrer, magis-
trada-juez de primera instancia del
número 39 de Madrid.

Hago saber: Que en este Juzgado, y con
el número 1.000 de 1991, se tramita pro-
cedimiento de juicio ejecutivo, a instancia
de “Banco Santander Central Hispano,
Sociedad Anónima”, contra don Joaquín
Javier González del Río Ramos, doña
María Ángeles Sáez, don Gregorio Gabal-
dón Sierra y doña Agustina Sáez Ibáñez,
en el que por resolución de esta fecha se
ha acordado sacar a pública subasta, por
primera vez y término de veinte días, los
bienes que luego se dirá, propiedad de los
demandados don Gregorio Gabaldón
Sierra, doña Agustina Sáez Ibáñez, don Joa-
quín Javier González del Río Ramos y doña
Ángeles Sáez, y por precio de su avalúo
de 44.500.000 pesetas, señalándose para
que el acto del remate tenga lugar en la
Sala de audiencia de este Juzgado, sito en
Madrid, calle Capitán Haya, número 66,
quinta planta, el día 20 de octubre de 2000,
a las doce horas, con arreglo a las siguientes

Condiciones

Primera
El tipo de remate será de 44.500.000

pesetas, sin que se admitan posturas que
no cubran las dos terceras partes de dicha
suma.

Segunda
Para poder tomar parte en la subasta

deberán los licitadores consignar previa-
mente el 40 por 100 efectivo del valor de
los bienes que sirve de tipo para la subasta
en la cuenta de consignaciones abierta
a nombre de este Juzgado en el “Banco

Bilbao Vizcaya” , número de cuen-
ta 2533/0000/17/1000/91.

Tercera
Desde el anuncio de la subasta hasta su

celebración podrán hacerse posturas por
escrito en pliego cerrado, debiendo acom-
pañar resguardo acreditativo de haber con-
signado la cantidad correspondiente para
poder tomar parte en la subasta.

Cuarta
Sólo el ejecutante podrá hacer postura

a calidad de ceder el remate a un tercero.

Quinta
Se reservarán en depósito a instancia del

acreedor las consignaciones de los postores
que no resultaren rematantes y que lo admi-
tan y hayan cubierto el tipo de la subasta,
a efectos de que si el primer adjudicatario
no cumpliese la obligación pueda aprobarse
el remate a favor de los que le sigan por
el orden de sus respectivas posturas.

Sexta
Los títulos de propiedad, suplidos por

certificación del Registro, se encuentran de
manifiesto en la Secretaría del Juzgado,
debiendo los licitadores conformarse con
ellos, sin que puedan exigir otros.

Séptima
Las cargas y gravámenes anteriores y los

preferentes, si los hubiere, al crédito del
actor quedarán subsistentes y sin cancelar,
entendiéndose que el rematante los acepta
y queda subrogado en la responsabilidad
de los mismos, sin destinarse a su extinción
el precio del remate.

Octava
Para el supuesto de que resultare desierta

la primera subasta, se señala para que tenga
lugar la segunda el día 17 de noviembre
de 2000, a las doce horas de su mañana,
en las mismas condiciones que la primera,
excepto el tipo del remate que será del 75
por 100 del de la primera, y caso de resultar
desierta dicha segunda subasta se celebrará
una tercera, sin sujeción a tipo el día 15
de diciembre de 2000, a las doce horas,
rigiendo para la misma las restantes con-
diciones fijadas para la segunda.

Bienes que se sacan a subasta y su valor

Finca llamada “La Granja”, sita en el tér-
mino de Cuacos de Yuste, provincia de
Cáceres.

Inscrita en el Registro de la Propiedad
de Jarandilla de la Vera, finca registral
número 2.485, tomo 456, folio 102, libro 25
de Cuacos de Yuste.

Dado en Madrid, a 7 de julio de
2000.—El secretario (firmado).—La magis-
trada-juez de primera instancia (firmado).

(02/14.469/00)

JUZGADO NÚMERO 40
DE MADRID

EDICTO

Don Marcelino Sexmero Iglesias, magistra-
do-juez del Juzgado de primera instancia
número 40 de los de Madrid.
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Hago saber: Que en este Juzgado de pri-
mera instancia número 40, sito en la calle
Capitán Haya, número 66, quinta planta,
se siguen los autos de juicio de cognición
número 743 de 1998, a instancia de comu-
nidad de propietarios galería comercial
“Los Arrayanes”, con procuradora doña
María Isabel Herrada Martín, contra don
Inocencio Sánchez Sánchez.

Dictándose providencia con fecha 31 de
mayo de 2000 en los referidos autos del
tenor literal siguiente:

El anterior escrito presentado por la pro-
curadora doña Isabel Herrada Martín, úna-
se a los autos de su razón, y visto su con-
tenido y la nota de bienes aportada, pro-
cédase al embargo de bienes de los deman-
dados don Inocencio Sánchez, don Nicolás
Olozaga, don Inocente Sánchez y don Emi-
lio Morcillo, a tenor de la nota anterior-
mente expresada, en cantidad suficiente
para cubrir las siguientes cantidades: a don
Inocencio Sánchez, 170.026 pesetas; a
don Nicolás Olozaga, 261.660 pesetas;
a don Inocente Sánchez, 169.026 pesetas,
y a don Emilio Morcillo Carretero, 50.000
pesetas, como principal reclamado, más
otras 40.000 pesetas que se calculan para
cubrir costas, expidiéndose para ello el
oportuno edicto que se hará entrega a la
procuradora solicitante para que cuide de
su diligenciamiento.

Desconociéndose el paradero de don
Inocencio Sánchez, don Nicolás Olozaga,
don Inocente Sánchez y don Emilio Mor-
cillo, personas a quien va dirigido el embar-
go preventivo, se declaran embargados los
siguientes bienes propiedad de los deman-
dados de conformidad con lo previsto en
el artículo 1.455 de la Ley de Enjuiciamien-
to Civil.

A don Inocencio Sánchez:
Local comercial número 13 de la galería

comercial “Los Arrayanes”, calle Francisco
Ruiz, número 9, 28026 Madrid.

A don Emilio Morcillo Carretero:
Local comercial número 39 de la galería

comercial “Los Arrayanes”, calle Francisco
Ruiz, número 9, 28026 Madrid.

A don Nicolás Olozaga:
Local comercial número 37 de la galería

comercial “Los Arrayanes”, calle Francisco
Ruiz, número 9, 28026 Madrid.

A don Inocente Sánchez:
Local comercial número 38 B de la gale-

ría comercial “Los Arrayanes”, calle Fran-
cisco Ruiz, número 9, 28026 Madrid.

Y para que tenga efecto la notificación
de la sentencia al demandado en autos don
Inocencio Sánchez Sánchez y para su inser-
ción en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMU-
NIDAD DE MADRID, se expide la presente
en Madrid, a 31 de mayo de 2000.—El
secretario (firmado).—El magistrado-juez
de primera instancia (firmado).

(02/11.253/00)

JUZGADO NÚMERO 51
DE MADRID

EDICTO

Doña H. Almudena Maricalva Arranz,
magistrada-juez de primera instancia del
número 51 de Madrid.

Hago saber: Que en dicho Juzgado, y con
el número 925 de 1995, se tramita proce-
dimiento de juicio ejecutivo, a instancia de
“Banco Bilbao Vizcaya-Argentaria, Socie-
dad Anónima”, contra don Francisco Vega
Rojas, don Emilio Castro Sancho, doña
M. Teresa Aparicio García de Tejada y
“Vega de Park, Sociedad Limitada”, en el
que por resolución de esta fecha se ha acor-
dado sacar a pública subasta, por primera
vez y término de veinte días, los bienes que
luego se dirá, señalándose para que el acto
del remate tenga lugar en la Sala de audien-
cia de este Juzgado, el día 16 de octubre
de 2000, a las doce horas, con las preven-
ciones siguientes:

Primera
Que no se admitirán posturas que no

cubran las dos terceras partes del avalúo.

Segunda
Que los licitadores, para tomar parte en

la subasta, deberán consignar previamente,
en la cuenta de este Juzgado en el “Banco
Bilbao Vizcaya” 0182, número 2545, una
cantidad igual, por lo menos, al 20 por 100
del valor de los bienes que sirva de tipo,
haciéndose constar el número y año del pro-
cedimiento, sin cuyo requisito no serán
admitidos, no aceptándose entrega de dine-
ro en metálico o cheques.

Tercera
Únicamente el ejecutante podrá con-

currir con la calidad de ceder el remate
a terceros.

Cuarta
En todas las subastas, desde el anuncio

hasta su celebración, podrán hacerse pos-
turas por escrito en pliego cerrado, hacien-
do el depósito a que se ha hecho referencia
anteriormente.

Los autos y la certificación registral que
suple los títulos de propiedad estarán de
manifiesto en la Secretaría del Juzgado,
donde podrán ser examinados, entendién-
dose que todo licitador acepta como bas-
tante la titulación existente, y que las cargas
anteriores y las preferentes, si las hubiere,
quedarán subsistentes, sin destinarse a su
extinción el precio del remate, y se enten-
derá que el rematante las acepta y queda
subrogado en la responsabilidad de las
mismas.

Para el supuesto de que no hubiere pos-
tores en la primera subasta, se señala para
la celebración de una segunda el día 13 de
noviembre de 2000, a las doce horas, sir-
viendo de tipo el 75 por 100 del señalado
para la primera subasta, siendo de aplica-
ción las demás prevenciones de la primera.

Igualmente y para el caso de que tam-
poco hubiere licitadores en la segunda
subasta, se señala para la celebración de
una tercera el día 18 de diciembre de 2000,
a las doce horas, cuya subasta se celebrará
sin sujeción a tipo, debiendo consignar
quien desee tomar parte en la misma el
20 por 100 del tipo que sirvió de base para
la segunda.

Si por fuerza mayor o causas ajenas al
Juzgado no pudiera celebrarse la subasta
en el día y hora señalados, se entenderá

que se celebrará el siguiente día hábil, a
la misma hora, exceptuando los sábados.

Sirviendo la publicación del presente de
notificación en forma a don Francisco de
Vega Rojas y don Emilio Castro Sancho
para el supuesto de que la notificación per-
sonal resultare negativa.

Bienes que se sacan a subasta y su valor

Lote primero:
Plaza de garaje inscrita en el Registro

de la Propiedad número 4 de Alcalá de
Henares, al tomo 3.490, libro 158, finca
número 12.757/27, propiedad de don Emilio
Castro Sancho, por precio de 1.750.000
pesetas.

Lote segundo:
Rústica.—Suerte de tierra en Santa

Granja, en el sitio de Trigueros, que tiene
una superficie de 25.000 metros cuadrados.

Inscrita al tomo 1.511, libro 139, folio 91,
finca número 9.443 del Registro de la Pro-
piedad número 1 de Huelva, propiedad de
don Francisco Vega Rojas, por precio de
750.000 pesetas.

Dado en Madrid, a 13 de junio de
2000.—El secretario (firmado).—La magis-
trada-juez de primera instancia (firmado).

(02/12.551/00)

JUZGADO NÚMERO 51
DE MADRID

EDICTO
CÉDULA DE NOTIFICACIÓN

En el procedimiento de menor cuantía
número 625 de 1997, sobre otras materias,
se han dictado las resoluciones de los teno-
res literales siguientes:

Sentencia número 67 de 2000

En Madrid, a 29 de febrero de 2000.—La
señora doña H. Almudena Maricalva
Arranz, magistrada-juez de primera instan-
cia del número 51 de Madrid y su partido,
habiendo visto los presentes autos de menor
cuantía número 625 de 1997, seguidos ante
este Juzgado, entre partes: de una, como
demandante, “Tomás Redondo, Sociedad
Anónima”, con procurador don Guillermo
García San Miguel Hoover, y de otra, como
demandados, don Alfonso Fraguas Fernán-
dez, don Antonio de Frutos Miravete, doña
Eva María Ruiz Aguirre y “Materia Gris,
Sociedad Limitada”.

Fallo
Estimando íntegramente la demanda for-

mulada por la mercantil “Tomás Redondo,
Sociedad Anónima”, debo condenar y con-
deno con carácter solidario a la entidad
“Materia Gris, Sociedad Limitada”, a don
Alfonso Fraguas Fernández, a don Antonio
de Frutos Miravete y a doña Eva María
Ruiz Aguirre a que paguen a la actora la
cantidad de 2.600.491 pesetas, más los inte-
reses legales de dicha suma, calculados des-
de la fecha de los sucesivos vencimientos,
y cuya cuantía se determinará en ejecución
de sentencia, en concepto de mora, y al
pago de las costas procesales causadas.

Contra esta resolución cabe recurso de
apelación que se interpondrá por escrito
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ante este Juzgado en término de cinco días
desde su notificación.

Propuesta de providencia de la secretaria
judicial, doña Margarita Martínez Gonzá-
lez.—En Madrid, a 14 de marzo de 2000.

El anterior escrito únase a los autos de
su razón y las copias simples entréguense
a la parte contraria. Se tiene por interpuesto
en tiempo y forma recurso de apelación
contra la sentencia dictada por este Juzgado
en el presente procedimiento, cuyo recurso
se admite en ambos efectos. Envíense los
autos a la Audiencia Provincial de Madrid,
Sección Decimotercera, previo emplaza-
miento de las partes por término de diez
días a fin de que usen de su derecho, si
les conviniere. Tómense las oportunas notas
en los libros de registro.

Lo que así se propone y firma.—Doy fe.
Propuesta de providencia de la secretaria

judicial, doña Margarita Martínez Gonzá-
lez.—En Madrid, a 17 de mayo de 2000.

Dada cuenta; por presentado el anterior
escrito, únase a los autos de su razón, y
como se solicita por la actora, se acuerda
la ejecución provisional de la sentencia dic-
tada en los presentes autos, mientras se sus-
tancia el recurso de apelación; dicha eje-
cución se llevará a cabo en pieza separada
que se formará con testimonio de dicha
resolución y demás particulares necesarios.
Para lo cual, la parte solicitante deberá
aportar en el término improrrogable de tres
días aval suficiente en la cuantía de
3.000.000 de pesetas, con el que deberá res-
ponder de los daños y perjuicio que se
pudiera ocasionar en caso de la revocación
de la sentencia.

Lo que así se propone y firma.—Doy fe.
Y como consecuencia del ignorado para-

dero de doña Eva María Ruiz Aguirre y
“Materia Gris, Sociedad Limitada”, se
extiende la presente para que sirva de cédu-
la de notificación.

Madrid, a 9 de junio de 2000.—La secre-
taria (firmado).—La magistrada-juez de
primera instancia (firmado).

(02/12.852/00)

JUZGADO NÚMERO 54
DE MADRID

EDICTO
CÉDULA DE NOTIFICACIÓN

Y EMPLAZAMIENTO

En autos de menor cuantía número 267
de 1998, sobre otras materias, a instancia
de don Carlos Hilara Retama y doña Lour-
des Parra Pastor, con procuradora doña
María del Mar Hornero Hernández, contra
don José Ventura Menéndez, don Mariano
Leonardo Ventura, doña Lucía García
Frías, doña Ángeles García Frías, herederos
de don Pedro García Frías, doña Ramona
Ventura Menéndez, doña Pilar Ventura
Menéndez, doña Isabel Leonardo Ventura
y doña Asunción Leonardo Ventura, con
procuradores doña Ana María García Fer-
nández, doña Pilar Iribarren Cavallé, doña
Marta Martínez Tripiana, doña Gabriela
Demichelis Allocco y don Julio Alberto
Rodríguez Orozco, se ha dictado la reso-
lución del tenor literal siguiente:

Propuesta de providencia de la secretaria
judicial, doña Elena Conde Díaz.—En
Madrid, a 23 de marzo de 2000.

Por presentado el anterior escrito por la
parte actora, únase a los autos de su razón,
y a la vista de las gestiones infructuosas
y conforme se solicita por la actora, emplá-
cese a los ignorados herederos de don
Pedro García Frías por medio de edictos,
fijándose un ejemplar en el tablón de anun-
cios del Juzgado y remitiéndose otro para
su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE
LA COMUNIDAD DE MADRID, para que den-
tro del término improrrogable de diez días
comparezcan en los autos personándose en
forma en los mismos, con el apercibimiento
de que transcurrido dicho término sin
haberlo verificado serán declarados en
rebeldía y les parará el perjuicio a que
hubiere lugar en derecho.

Líbrese el correspondiente oficio dirigido
al ilustrísimo señor delegado del Gobierno
de la Comunidad de Madrid en unión del
edicto acordado, despachos que serán
entregados a la procuradora de la parte
actora para que cuide de su diligenciado.

Lo que así se propone y firma. Doy
fe.—Conforme: el magistrado-juez de pri-
mera instancia (firmado).—La secretaria
(firmado).

Y como consecuencia del ignorado para-
dero de los herederos de don Pedro García
Frías, se extiende la presente para que sirva
de cédula de notificación y emplazamiento
en Madrid, a 23 de marzo de 2000.—La
secretaria (firmado).

(02/6.483/00)

JUZGADO NÚMERO 58
DE MADRID

EDICTO
CÉDULA DE CITACIÓN

En virtud de lo acordado por resolución
de fecha 7 de julio de 2000, dictada en autos
de juicio mayor cuantía seguidos en este
Juzgado el número 821 de 1999, a instancia
de “Empresa Pública de Suelo de Anda-
lucía” (EPSA), contra “Turismo Hoteles
Andaluces, Sociedad Anónima” (TURHA-
SA), sobre reclamación de cantidad, por
medio de la presente se cita a quien se dirá,
para que comparezca ante este Juzgado,
sito en la calle María de Molina, número 42,
planta cuarta, de Madrid, con el objeto de
practicar la confesión judicial acordada en
autos, la cual está señalada para el día 5
de septiembre de 2000, a las doce y cuarenta
y cinco horas de su mañana, en primera
convocatoria, y caso de no comparecer se
le cita a usted en segunda convocatoria para
el día 12 de septiembre de 2000, a las doce
y cuarenta y cinco horas de su mañana, este
último llamamiento con el apercibimiento
de que, en caso de incomparecencia, se le
podrá tener por confesa en las posiciones
de la contraparte.

Y como consecuencia del ignorado para-
dero de la entidad demandada “Turismo
y Hoteles Andaluces, Sociedad Anónima”
(TURHASA), se extiende la presente en
Madrid, a 13 de julio de 2000.—El secre-
tario (firmado).

(02/14.526/00)

JUZGADO NÚMERO 60
DE MADRID

EDICTO

Doña Ángela María Guerrero Rabadán,
secretaria del Juzgado de primera ins-
tancia número 60 de Madrid.

Hago saber: Que en el presente proce-
dimiento se ha dictado resolución del tenor
literal siguiente:

CÉDULA DE REQUERIMIENTO,
CITACIÓN Y EMPLAZAMIENTO

En virtud de lo acordado en resolución
de esta fecha, en los autos de reclamación
de cuotas a morosos número 248 de 2000,
sobre otras materias, a instancia de comu-
nidad de propietarios Cruz Verde, núme-
ro 8, con procurador don Luis Estrugo
Muñoz, contra “Masfarne, Sociedad Anó-
nima”, “Accesorios y Suministros Industria-
les, Sociedad Anónima”, y “Comercial de
Electricidad, Sociedad Anónima”, por la
presente se emplaza y requiere a las refe-
ridas demandadas “Masfarne, Sociedad
Anónima”, “Accesorios y Suministros
Industriales, Sociedad Anónima”, y “Co-
mercial de Electricidad, Sociedad Anóni-
ma”, a fin de que dentro del término
improrrogable de veinte días hábiles se
opongan a la demanda, si les conviniere,
personándose en los autos por sí o por
medio de abogado que les defienda y pro-
curador que les represente, apercibiéndoles
que de si no se personan, no se oponen
o no pagan la cantidad reclamada se des-
pachará la ejecución contra sus bienes,
abriéndose directamente la vía de apremio.
También le hago saber que, en caso de reco-
nocer parte de la deuda, sólo se admitirá
la oposición si acreditan haber pagado o
puesto a disposición de la demandante
antes de la interposición de la demanda la
suma que reconocen como debida.

Principal: 770.981 pesetas.
Intereses, gastos y costas: 200.000 pese-

tas.
En Madrid, a 5 de mayo de 2000.—La

secretaria (firmado).
Y como consecuencia del ignorado para-

dero de “Masfarne, Sociedad Anónima”,
“Accesorios y Suministros Industriales,
Sociedad Anónima”, y “Comercial de Elec-
tricidad, Sociedad Anónima”, se extiende
la presente para que sirva de cédula de
requerimiento, citación y emplazamiento.

Madrid, a 14 de julio de 2000.—La secre-
taria (firmado).

(02/14.444/00)

JUZGADOS DE LO SOCIAL

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 6 DE MADRID

EDICTO

Doña Rosa María Gómez Gallardo, secre-
taria judicial del Juzgado de lo social
número 6 de Madrid.

Hace saber: Que en este Juzgado se
siguen autos con el número D-585 de 1999,
hoy ejecución número 59 de 2000, a ins-
tancia de don Pedro Pérez Sánchez, contra
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las empresas “Centralarma, Sociedad Anó-
nima”, “3 S Vigilancia y Protección, Socie-
dad Anónima”, “Métodos Bancarios e
Industriales de Vigilancia, Sociedad Anó-
nima” (“MBI, Sociedad Anónima”), “Bravo
Murillo 38, Sociedad Anónima”, y don
Miguel Ángel Gnecco Lillo (administrador
único), reclamación por procedimiento
ordinario, en los que en fecha 6 de julio
de 2000 se ha dictado auto, cuya parte dis-
positiva es del tenor literal siguiente:

En su virtud, vistos los preceptos legales
citados y demás de general aplicación,

Dispongo: Desestimar el recurso de repo-
sición interpuesto por don Miguel Ángel
Gnecco contra el auto de fecha 5 de abril
de 2000, confirmando íntegramente el con-
tenido del mismo.

Contra esta resolución no cabe interpo-
ner recurso alguno.

Así por este mi auto lo pronuncio, mando
y firmo.—El magistrado-juez de lo social
(firmado).

Y para que sirva de notificación a “Cen-
tralarma, Sociedad Anónima”, “3 S Vigi-
lancia y Protección, Sociedad Anónima”,
“Métodos Bancarios e Industriales de Vigi-
lancia, Sociedad Anónima” (“MBI, Socie-
dad Anónima”), y “Bravo Murillo 38, Socie-
dad Anónima”, en ignorado paradero, expi-
do el presente en Madrid, a 6 de julio de
2000.—La secretaria judicial (firmado).

(03/17.514/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 6 DE MADRID

EDICTO

Doña Rosa María Gómez Gallardo, secre-
taria judicial del Juzgado de lo social
número 6 de Madrid.

Hace saber: Que en este Juzgado se
siguen autos con el número D-502 de 1999,
hoy ejecución número 68 de 2000, a ins-
tancia de doña Ana Roldán Morcillo, con-
tra la empresa “Begu 2000, Sociedad Limi-
tada”, en los que en fecha 16 de mayo de
2000 y 4 de julio de 2000 se han dictado
resoluciones, cuyas partes dispositivas son
del tenor literal siguiente:

En atención a lo expuesto, se acuerda:
a) Despachar la ejecución solicitada

por doña Ana Roldán Morcillo, contra
“Begu 2000, Sociedad Limitada”, por un
importe de 638.174 pesetas de principal,
más 63.817 pesetas y 39.885 pesetas de cos-
tas e intereses que se fijan provisional-
mente.

b) Trabar embargo de los bienes de la
demandada en cuantía suficiente para
cubrir dichas cantidades, practicándose a tal
fin las averiguaciones oportunas.

c) Advertir y requerir a la ejecutada en
los términos exactos expuestos en los razo-
namientos jurídicos cuarto y quinto.

d) Advertir a la ejecutada que si deja
transcurrir los plazos que se le conceden,
y en la forma indicada en el razonamiento
jurídico sexto, se le podrá imponer el abono
de apremios pecuniarios por cada día que
se retrase.

e) Dar traslado del escrito presentado
y de la presente resolución al Fondo de

Garantía Salarial a los fines expresados en
el razonamiento jurídico séptimo.

Notifíquese la presente resolución a las
partes, advirtiendo que contra la misma
podrán interponer recurso de reposición,
ante este Juzgado, dentro del plazo de tres
días hábiles siguientes al de su notificación
(artículo 184 de la Ley de Procedimiento
Laboral), sin perjuicio de su ejecutividad.

Esta es la resolución que propone la
secretaria judicial de este Juzgado a la ilus-
trísima señora doña Elena Bornaechea
Morlans, magistrada-juez de lo social del
número 6. Doy fe.—Conforme: la magis-
trada-juez de lo social.—La secretaria judi-
cial (firmado).

La anterior diligencia negativa de noti-
ficación realizada por el Servicio Común
de Notificaciones y Embargos de los Juz-
gados de Madrid a la demandada, únase
al procedimiento de su razón, y se acuerda
proceder a su notificación por medio de
edicto publicado en el BOLETÍN OFICIAL
DE LA COMUNIDAD DE MADRID. Asimis-
mo, y no habiéndose cumplido por la eje-
cutada los requerimientos que le fueron
realizados, y desconociéndose por el
momento la existencia de bienes suficientes
titularidad de la misma, practíquense los
trámites de averiguación de bienes con arre-
glo a las normas señaladas en el artículo 248
de la Ley de Procedimiento Laboral. A tal
fin, expídanse los correspondientes oficios
y mandamientos al señor jefe provincial de
Tráfico, ilustrísimo señor alcalde, Servicio
de Índices del Registro de la Propiedad,
Gerencia del Centro de Gestión Catastral
y también al señor director general del
Tesoro a fin de que comunique a este Juz-
gado si por parte de la Hacienda Pública
se adeuda alguna cantidad a la ejecutada
por el concepto de devolución por el
impuesto sobre la renta de las personas físi-
cas, impuesto sobre el valor añadido o cual-
quier otro. Y asimismo para que todos ellos,
y sin perjuicio de las exigencias legales, en
el plazo máximo de cinco días faciliten la
relación de todos los bienes o derechos de
la deudora de que tengan constancia. Advir-
tiéndose a las autoridades y funcionarios
requeridos de las responsabilidades deriva-
das del incumplimiento injustificado de lo
acordado (artículos 75.2 y 238.3 de la Ley
de Procedimiento Laboral). En caso posi-
tivo, se acuerda el embargo de los posibles
vehículos propiedad de la ejecutada, y ello
no obstante de la posible inscripción de lea-
sing, sin perjuicio de que por este Juzgado
se lleven a cabo las averiguaciones nece-
sarias en orden a su vigencia, interesándose
a su vez la correspondiente anotación y con-
siguiente certificación. Así como el embar-
go de las cantidades pendientes de devo-
lución por la Hacienda Pública a la eje-
cutada hasta cubrir la cantidad objeto de
apremio, interesándose la remisión de las
mismas a la “Cuenta de depósitos y con-
signaciones” abierta por este Juzgado en
el “Banco Bilbao Vizcaya”, cuenta corriente
número 2504, sito en calle Basílica, núme-
ro 19, de Madrid.

Asimismo, se acuerda el embargo de los
saldos acreedores existentes en las cuentas
corrientes, depósitos de ahorro o análogos,

así como de cualquier valor mobiliario titu-
laridad de la apremiada en los que la corres-
pondiente entidad financiera actuara como
depositaria o mera intermediaria hasta
cubrir el importe del principal adeudado
e intereses y costas calculados.

Líbrense las oportunas comunicaciones
a las entidades financieras del domicilio de
la apremiada para la retención y transfe-
rencia de los saldos resultantes hasta el lími-
te de la cantidad objeto de apremio, y advir-
tiéndoles de las responsabilidades penales
en que pueden incurrir quienes realicen
cualquier acto de disposición patrimonial
o generador de obligaciones que dilate, difi-
culte o impida la eficacia de un embargo
(artículo 257.1.2 del Código Penal), e indi-
cándoseles que deben contestar al reque-
rimiento en el plazo máximo de cinco días
hábiles a contar desde su notificación, bajo
los apercibimientos derivados de lo esta-
blecido en los artículos 75 y 238.3 de la
Ley de Procedimiento Laboral.

Dése audiencia a la ejecutante y al Fondo
de Garantía Salarial por el plazo máximo
de quince días para que designen bienes
e insten lo que a su derecho convenga, pro-
cediéndose, en su caso, a dictar la insol-
vencia provisional de ser negativas las
averiguaciones.

Notifíquese la presente resolución a las
partes, advirtiendo que contra la misma
podrán interponer recurso de reposición,
ante este Juzgado, dentro del plazo de tres
días hábiles siguientes al de su notificación
(artículo 184 de la Ley de Procedimiento
Laboral).

Esta es la resolución que propone la
secretaria judicial de este Juzgado a la ilus-
trísima señora doña Elena Bornaechea
Morlans, magistrada-juez de lo social del
número 6. Doy fe.—Conforme: la magis-
trada-juez de lo social.—La secretaria judi-
cial (firmado).

Y para que sirva de notificación a “Be-
gu 2000, Sociedad Limitada”, en ignorado
paradero, expido el presente en Madrid, a
4 de julio de 2000.—La secretaria judicial
(firmado).

(03/17.517/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 8 DE MADRID

EDICTO

Doña Carmen López Alonso, secretaria
judicial del Juzgado de lo social número 8
de Madrid.

Hace saber: Que en este Juzgado se
siguen autos con el número D-184 de 1999,
hoy ejecución número 107 de 1999, a ins-
tancia de doña Mercedes González Delga-
do, contra la empresa “Dos Plana, Sociedad
Limitada”, en reclamación por despido, en
los que en fecha 4 de julio de 2000 se ha
dictado propuesta de auto, cuya parte dis-
positiva es del tenor literal siguiente:

En atención a lo expuesto, se acuerda:
a) Declarar a la ejecutada “Dos Plana,

Sociedad Limitada”, en situación de insol-
vencia legal, con carácter provisional, por
importe de 417.721 pesetas. Insolvencia que



Pág. 80 MIÉRCOLES 2 DE AGOSTO DE 2000 B.O.C.M. Núm. 182

se entenderá a todos los efectos como
provisional.

b) Archivar las actuaciones, previa ano-
tación en el libro correspondiente de este
Juzgado y sin perjuicio de continuar la eje-
cución si en lo sucesivo se conocen nuevos
bienes de la ejecutada.

Notifíquese la presente resolución a las
partes y al Fondo de Garantía Salarial,
advirtiendo que contra la misma cabe inter-
poner recurso de reposición, ante este Juz-
gado, dentro del plazo de tres días hábiles
siguientes al de su notificación. Y una vez
firme, hágase entrega de certificación a la
parte ejecutante para que surta efectos ante
el Fondo de Garantía Salarial.

Esta es la resolución que propone la
secretaria judicial de este Juzgado al ilus-
trísimo señor don José Manuel Yuste
Moreno, magistrado-juez del Juzgado de lo
social número 8. Doy fe.—Conforme: el
magistrado-juez de lo social.—La secretaria
judicial (firmado).

Y para que sirva de notificación a “Dos
Plana, Sociedad Limitada”, en ignorado
paradero, expido el presente en Madrid, a
4 de julio de 2000.—La secretaria judicial
(firmado).

(03/17.507/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 13 DE MADRID

EDICTO

Doña Zulema Sepúlveda García, secretaria
sustituta de lo social del número 13 de
los de Madrid y su provincia.

Hago saber: Que en las presentes actua-
ciones que se siguen en este Juzgado a ins-
tancia de don Antonio Lozano Albert, con-
tra “Sociedad Compañía Intereuropea de
Renovación Integral, Sociedad Limitada”,
y Fondo de Garantía Salarial, en reclama-
ción por despido, registrado con el núme-
ro D-243 de 2000, se ha dictado sentencia,
cuyo fallo es del tenor que consta en la
copia simple que se adjunta.

Fallo
Desestimando íntegramente la demanda

interpuesta por don Antonio Lozano
Albert, frente a “Sociedad Compañía Inte-
reuropea de Renovación Integral, Sociedad
Limitada”, y Fondo de Garantía Salarial,
debo absolver y absuelvo a los demandados
de los pedimentos formulados en su contra.

Se notifica esta sentencia a las partes,
con la advertencia de que no es firme y
que frente a ella cabe formular recurso de
suplicación al Tribunal Superior de Justicia
de Madrid, el cual deberá anunciarse en
este Juzgado dentro de los cinco días
siguientes a la notificación de esta resolu-
ción, bastando para ello la mera manifes-
tación de la parte o de su abogado o su
representante al hacerle la notificación de
aquella de su propósito de entablarlo, o
bien por comparecencia o por escrito de
las partes, de su abogado o su representante
dentro del indicado plazo.

Si el recurrente no goza del beneficio de
justicia gratuita deberá al tiempo de anun-
ciar el recurso haber consignado la cantidad

objeto de condena en la “Cuenta de depó-
sitos y consignaciones” que tiene abierta
este Juzgado con el número de cuenta 2511,
número expediente y año, oficina 0932, en
el “Banco Bilbao Vizcaya”, en la calle Basí-
lica, número 19, de Madrid (haciendo cons-
tar en el ingreso el número de expediente).

Asimismo deberá en el momento de
interponer el recurso consignar la suma de
25.000 pesetas en concepto de depósito en
la cuenta bancaria número 5013, número
expediente y año, oficina 0932 (haciendo
constar en el ingreso el número de pro-
cedimiento).

Así por esta sentencia lo pronuncio, man-
do y firmo.

Publicación
Leída y publicada fue la anterior senten-

cia en el día de su fecha por el ilustrísimo
señor magistrado-juez don Ángel Juan
Alonso Boggiero, que la suscribe en la Sala
de audiencias de este Juzgado.—Doy fe.

Y para que sirva de notificación a “So-
ciedad Compañía Intereuropea de Reno-
vación Integral, Sociedad Limitada”, en
ignorado paradero, se expide el presente
edicto para su publicación en el BOLETÍN
OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID,
así como para su colocación en el tablón
de anuncios de este Juzgado, expido y firmo
el presente.

Madrid, a 7 de julio de 2000.—La secre-
taria judicial (firmado).

(03/17.513/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 14 DE MADRID

EDICTO
CÉDULA DE NOTIFICACIÓN

En los autos número 62 de 2000, seguidos
ante este Juzgado de lo social número 14
de Madrid, a instancia de doña Diana Tere-
sa García Escribano y otras, contra “Top
Set Euroventa, Sociedad Limitada”, sobre
despido, con fecha 17 de abril de 2000 se
ha dictado sentencia, cuya parte dispositiva
es del tenor literal siguiente:

Fallo
Que estimando la demanda interpuesta

por las actoras contra la empresa “Top Set
Euroventa, Sociedad Limitada”, debo
declarar y declaro la improcedencia del des-
pido acordado, y ante la imposibilidad de
su readmisión declaro extinguida la relación
laboral que unía a ambas partes, condenan-
do a la empresa demandada a que abone
a doña Diana Teresa García Escribano una
indemnización de 568.260 pesetas, a doña
Elena Wittman Antón una indemnización
de 329.175 pesetas, a doña Moraima Her-
nández Molina una indemnización de
152.460 pesetas y a doña María del Carmen
Cosido González una indemnización de
127.575 pesetas, así como al abono de los
salarios dejados de percibir desde la fecha
del despido hasta la de la presente reso-
lución a razón de los declarados probados.
Todo ello sin perjuicio de las responsabi-
lidades legales del Fondo de Garantía Sala-
rial con exclusivo fundamento en el artícu-
lo 33 del Estatuto de los Trabajadores.

Se notifica esta sentencia a las partes,
con la advertencia de que no es firme y
que frente a ella cabe formular recurso de
suplicación al Tribunal Superior de Justicia
de Madrid, el cual deberá anunciarse en
este Juzgado dentro de los cinco días
siguientes a la notificación de esta resolu-
ción, bastando para ello la mera manifes-
tación de la parte o de su abogado o su
representante al hacerle la notificación de
aquella de su propósito de entablarlo, o
bien por comparecencia o por escrito de
las partes, de su abogado o su representante
dentro del indicado plazo.

Si el recurrente no goza del beneficio de
justicia gratuita deberá al tiempo de anun-
ciar el recurso haber consignado la cantidad
objeto de condena en la “Cuenta de depó-
sitos y consignaciones” que tiene abierta
este Juzgado con el número de cuenta 5014
en el “Banco Bilbao Vizcaya”, en la calle
Basílica, número 19, de Madrid (haciendo
constar en el ingreso el número de expe-
diente).

Asimismo deberá en el momento de
interponer el recurso consignar la suma de
25.000 pesetas en concepto de depósito en
dicha cuenta bancaria (haciendo constar en
el ingreso el número de procedimiento).

Así por esta sentencia lo pronuncio, man-
do y firmo.

Publicación

Leída y publicada fue la anterior senten-
cia en el día de su fecha por el ilustrísimo
señor magistrado-juez don Fernando
Muñoz Esteban, que la suscribe, en la Sala
de audiencias de este Juzgado.—Doy fe.

Diligencia.—Seguidamente se remite por
medio de correo certificado, con acuse de
recibo, un sobre conteniendo una copia de
la sentencia dirigida a cada una de las par-
tes, advirtiéndoles de que contra la misma
pueden interponer el recurso señalado
anteriormente; notificándose, en su caso,
por medio de edictos, con la advertencia
de que las siguientes comunicaciones se
harán en estrados, salvo las que deban
revestir forma de auto o sentencia o se trate
de emplazamiento (artículo 56 y 59 de la
Ley de Procedimiento Laboral).—Doy fe.

Y para que sirva de notificación a “Top
Set Euroventa, Sociedad Limitada”, en
ignorado paradero, se expide la presente
en Madrid, a 10 de julio de 2000.—El secre-
tario (firmado).

(03/17.506/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 14 DE MADRID

EDICTO

Don Santiago de la Varga Martín, secre-
tario de lo social del número 14 de los
de Madrid.

Hago saber: Que en las presentes actua-
ciones que se siguen en este Juzgado de
lo social a instancia de doña María Ángeles
Parra Rodríguez, contra “Esparteros 11,
Sociedad Limitada”, y otro, sobre cantidad,
registrado con el número de autos 630 de
1999, número de ejecución 96 de 2000, se
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ha dictado auto que consta en la copia sim-
ple que se adjunta.

Diligencia.—En Madrid, a 6 de julio de
2000.—La pongo yo, el secretario, para
hacer constar que se ha presentado escrito
el 5 de julio de 2000 solicitando la ejecución,
y que la sentencia dictada en los presentes
autos ha adquirido firmeza, de lo que paso
a dar cuenta a su señoría.—Doy fe.

Auto
En Madrid, a 6 de julio de 2000.—Vista

por mí, don Fernando Muñoz Esteban, la
solicitud de ejecución presentada el día 5
de julio de 2000, dicto la siguiente reso-
lución.

Hechos:
Primero.—En el proceso seguido entre

las partes: de una, y como demandante,
doña María Ángeles Parra Rodríguez, y de
otra, y como demandadas, “Esparteros 11,
Sociedad Limitada”, y “Narváez 3, Sociedad
Limitada”, se dictó resolución judicial por
la que se estimaba la demanda, condenando
a las demandadas en los términos que en
la misma se indican.

Segundo.—Dicha resolución es firme.
Tercero.—Se ha solicitado se proceda a

ejecutar el título, toda vez que por las
demandadas no se ha satisfecho el importe
de la cantidad líquida y determinada objeto
de la condena.

Razonamientos jurídicos:
Primero.—El ejercicio de la potestad

jurisdiccional, juzgando y haciendo ejecutar
lo juzgado, corresponde exclusivamente a
los Juzgados y Tribunales determinados en
las Leyes y en los Tratados Internacionales
(artículos 117 de la Constitución española
y 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

Segundo.—Previenen los artículos 235 de
la Ley de Procedimiento Laboral y 919 y
concordantes a la subsidiaria Ley de Enjui-
ciamiento Civil, que siempre que sea firme
una sentencia se procederá a su ejecución,
siempre a instancia de parte, por el magis-
trado-juez que hubiere conocido del asunto
en primera instancia, y una vez solicitada,
se llevará a efecto por todos sus trámites,
dictándose de oficio los proveídos necesa-
rios (artículo 237 de la Ley Orgánica del
Poder Judicial).

Tercero.—Si la sentencia condenase al
pago de cantidad determinada y líquida se
procederá, siempre y sin necesidad de pre-
vio requerimiento personal al condenado,
al embargo de sus bienes en la forma y por
el orden prevenido para el juicio ejecutivo
(artículo 921 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil).

Cuarto.—De acuerdo con lo dispuesto en
el artículo 247 de la Ley de Procedimiento
Laboral, adviértase al ejecutado y, en su
caso, a sus administradores o personas que
legalmente le representen de la obligación
de hacer manifestación de sus bienes o
derechos, con la precisión necesaria para
garantizar las responsabilidades derivadas
del presente procedimiento, debiendo indi-
car las personas que ostenten derechos de
cualquier naturaleza sobre sus bienes, y de
estar sujetos a otro proceso, concretar los
extremos de este que puedan interesar a

la ejecución. Y asimismo adviértase de la
posibilidad de imponer apremios pecunia-
rios al ejecutado que incumpla injustifica-
damente lo ordenado (artículo 239 de la
Ley de Procedimiento Laboral).

Quinto.—Para dar cumplimiento a los
artículos 270 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial y 23 y 274 de la Ley de Procedi-
miento Laboral dése traslado del escrito
presentado y de esta resolución al Fondo
de Garantía Salarial, al que se notificarán
las sucesivas actuaciones para que pueda
ejercitar las acciones para las que está legi-
timado, debiendo en un plazo máximo de
quince días instar lo que a su derecho con-
venga y designar los bienes del deudor prin-
cipal que le consten.

Sexto.—De conformidad con lo estable-
cido en el acuerdo del Consejo General del
Poder Judicial de 17 de mayo de 1994, el
embargo de bienes que, en su caso, pudiera
llevarse a efecto se realizará por el Servicio
de Notificaciones y Embargos de los Juz-
gados de Madrid.

Séptimo.—El artículo 248.1 de la Ley de
Procedimiento Laboral dispone que “si no
se tuviere conocimiento de la existencia de
bienes suficientes, el órgano judicial deberá
dirigirse a los pertinentes organismos y
registros públicos a fin de que faciliten la
relación de todos los bienes o derechos del
deudor de los que tengan constancia tras
la realización por éstos, si fuere preciso,
de las averiguaciones legalmente posibles”.

Parte dispositiva:

En su virtud, vistos los preceptos legales
citados y demás de general aplicación,

Dispongo: Proceder a la ejecución y
decretar sin previo requerimiento el embar-
go de bienes de la parte demandada “Es-
parteros 11, Sociedad Limitada”, y “Nar-
váez 3, Sociedad Limitada”, suficientes para
cubrir la cantidad de 1.227.025 pesetas en
concepto de principal, más la suma de
245.405 pesetas que sin perjuicio de ulterior
liquidación se fijan provisionalmente para
intereses y costas.

Líbrese testimonio de la presente reso-
lución, con comunicación al Servicio
Común de Notificaciones y Embargos de
los Juzgados de Madrid, al efecto de que
por la comisión judicial se proceda al
embargo de bienes en cuantía suficiente
para cubrir las citadas cantidades, y a quie-
nes servirá el presente de mandamiento en
forma, pudiéndose solicitar, si preciso fue-
re, el auxilio de la fuerza pública, así como
hacer uso de los medios personales y mate-
riales necesarios para poder acceder al
lugar en que se encuentren los bienes cuya
traba se pretende.

Adviértase a las ejecutadas y, en su caso,
a sus administradores o personas que legal-
mente le representen, en los términos indi-
cados en el razonamiento jurídico cuarto
de esta resolución.

Asimismo dése traslado al Fondo de
Garantía Salarial por término de quince
días para que pueda instar lo que a su dere-
cho convenga y designe bienes de las deu-
doras que le consten conforme a lo dispues-
to en el artículo 274 de la Ley de Proce-
dimiento Laboral. Y para el caso de que

no se tuviese conocimiento de la existencia
de bienes suficientes, diríjanse oficios a los
pertinentes organismos y registros públicos
con el fin de que faciliten relación de todos
los bienes o derechos de las deudoras de
que tengan constancia.

Notifíquese la presente resolución a las
partes, advirtiéndoles que contra la misma
podrán interponer recurso de reposición,
ante este Juzgado, dentro del plazo de tres
días hábiles siguientes al de su notificación
sin perjuicio de su ejecutividad.

Así por este auto lo manda y firma el
ilustrísimo señor don Fernando Muñoz
Esteban, magistrado-juez del Juzgado de lo
social número 14 de Madrid.—El magis-
trado-juez de lo social (firmado).

Diligencia.—Seguidamente se cumple lo
ordenado.—Doy fe.

Y para que sirva de notificación a “Es-
parteros 11, Sociedad Limitada”, en igno-
rado paradero, se expide el presente edicto
para su publicación en el BOLETÍN OFICIAL
DE LA COMUNIDAD DE MADRID, así como
para su colocación en el tablón de anuncios
de este Juzgado, expido y firmo el presente.

Madrid, a 6 de julio de 2000.—El secre-
tario judicial (firmado).

(03/17.504/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 14 DE MADRID

EDICTO

Don Santiago de la Varga Martín, secre-
tario de lo social del número 14 de los
de Madrid y su provincia.

Hago saber: Que en las presentes actua-
ciones que se tienen en este Juzgado de
lo social a instancia de doña Ángela Arnés
Sánchez, contra “Manatí Confecciones,
Sociedad Limitada”, sobre despido, regis-
trado con el número de autos 745 de 1999,
número de ejecución 46 de 2000, se ha dic-
tado auto que consta en la copia simple
que se adjunta.

Diligencia.—En Madrid, a 3 de julio de
2000.—La pongo yo, el secretario, para
hacer constar que se ha presentado escrito
el 19 de junio de 2000 solicitando la eje-
cución, y que el auto dictado el 30 de mayo
de 2000 en los presentes autos ha adquirido
firmeza, de lo que paso a dar cuenta a su
señoría ilustrísima.—Doy fe.

Auto
En Madrid, a 3 de julio de 2000.—Vista

por mí, don Fernando Muñoz Esteban, la
solicitud de ejecución presentada el día 19
de junio de 2000, dicto la siguiente reso-
lución.

Hechos:
Primero.—En el proceso seguido entre

las partes: de una, y como demandante,
doña Ángela Arnés Sánchez, y de otra, y
como demandada, “Manatí Confecciones,
Sociedad Limitada”, se dictó resolución
judicial por la que se estimaba la demanda,
condenando a la demandada en los térmi-
nos que en la misma se indican.

Segundo.—Dicha resolución es firme.
Tercero.—Se ha solicitado se proceda a

ejecutar el título, toda vez que por la
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demandada no se ha satisfecho el importe
de la cantidad líquida y determinada objeto
de la condena.

Razonamientos jurídicos:

Primero.—El ejercicio de la potestad
jurisdiccional, juzgando y haciendo ejecutar
lo juzgado, corresponde exclusivamente a
los Juzgados y Tribunales determinados en
las Leyes y en los Tratados Internacionales
(artículos 117 de la Constitución española
y 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

Segundo.—Previenen los artículos 235 de
la Ley de Procedimiento Laboral y 919 y
concordantes a la subsidiaria Ley de Enjui-
ciamiento Civil, que siempre que sea firme
una sentencia se procederá a su ejecución,
siempre a instancia de parte, por el magis-
trado-juez que hubiere conocido del asunto
en primera instancia, y una vez solicitada,
se llevará a efecto por todos sus trámites,
dictándose de oficio los proveídos necesa-
rios (artículo 237 de la Ley Orgánica del
Poder Judicial).

Tercero.—Si la sentencia condenase al
pago de cantidad determinada y líquida se
procederá, siempre y sin necesidad de pre-
vio requerimiento personal al condenado,
al embargo de sus bienes en la forma y por
el orden prevenido para el juicio ejecutivo
(artículo 921 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil).

Cuarto.—De acuerdo con lo dispuesto en
el artículo 247 de la Ley de Procedimiento
Laboral, adviértase al ejecutado y, en su
caso, a sus administradores o personas que
legalmente le representen de la obligación
de hacer manifestación de sus bienes o
derechos, con la precisión necesaria para
garantizar las responsabilidades derivadas
del presente procedimiento, debiendo indi-
car las personas que ostenten derechos de
cualquier naturaleza sobre sus bienes, y de
estar sujetos a otro proceso, concretar los
extremos de este que puedan interesar a
la ejecución. Y asimismo adviértase de la
posibilidad de imponer apremios pecunia-
rios al ejecutado que incumpla injustifica-
damente lo ordenado (artículo 239 de la
Ley de Procedimiento Laboral).

Quinto.—Para dar cumplimiento a los
artículos 270 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial y 23 y 274 de la Ley de Procedi-
miento Laboral dése traslado del escrito
presentado y de esta resolución al Fondo
de Garantía Salarial, al que se notificarán
las sucesivas actuaciones para que pueda
ejercitar las acciones para las que está legi-
timado, debiendo en un plazo máximo de
quince días instar lo que a su derecho con-
venga y designar los bienes del deudor prin-
cipal que le consten.

Sexto.—De conformidad con lo estable-
cido en el acuerdo del Consejo General del
Poder Judicial de 17 de mayo de 1994, el
embargo de bienes que, en su caso, pudiera
llevarse a efecto se realizará por el Servicio
de Notificaciones y Embargos de los Juz-
gados de Madrid.

Séptimo.—El artículo 248.1 de la Ley de
Procedimiento Laboral dispone que “si no
se tuviere conocimiento de la existencia de
bienes suficientes, el órgano judicial deberá
dirigirse a los pertinentes organismos y

registros públicos a fin de que faciliten la
relación de todos los bienes o derechos del
deudor de los que tengan constancia tras
la realización por éstos, si fuere preciso,
de las averiguaciones legalmente posibles”.

Parte dispositiva:
En su virtud, vistos los preceptos legales

citados y demás de general aplicación,
Dispongo: Proceder a la ejecución y

decretar sin previo requerimiento el embar-
go de bienes de la parte demandada “Ma-
natí Confecciones, Sociedad Limitada”,
suficientes para cubrir la cantidad de
722.791 pesetas en concepto de principal,
más la suma de 144.558 pesetas que sin per-
juicio de ulterior liquidación se fijan pro-
visionalmente para intereses y costas.

Líbrese testimonio de la presente reso-
lución, con comunicación al Servicio
Común de Notificaciones y Embargos de
los Juzgados de Madrid, al efecto de que
por la comisión judicial se proceda al
embargo de bienes en cuantía suficiente
para cubrir las citadas cantidades, y a quie-
nes servirá el presente de mandamiento en
forma, pudiéndose solicitar, si preciso fue-
re, el auxilio de la fuerza pública, así como
hacer uso de los medios personales y mate-
riales necesarios para poder acceder al
lugar en que se encuentren los bienes cuya
traba se pretende.

Adviértase a la ejecutada y, en su caso,
a sus administradores o personas que legal-
mente le representen, en los términos indi-
cados en el razonamiento jurídico cuarto
de esta resolución.

Asimismo dése traslado al Fondo de
Garantía Salarial por término de quince
días para que pueda instar lo que a su dere-
cho convenga y designe bienes de la deu-
dora que le consten conforme a lo dispuesto
en el artículo 274 de la Ley de Procedi-
miento Laboral. Y para el caso de que no
se tuviese conocimiento de la existencia de
bienes suficientes, diríjanse oficios a los per-
tinentes organismos y registros públicos con
el fin de que faciliten relación de todos los
bienes o derechos de la deudora de que
tengan constancia.

Notifíquese la presente resolución a las
partes, advirtiéndoles que contra la misma
podrán interponer recurso de reposición,
ante este Juzgado, dentro del plazo de tres
días hábiles siguientes al de su notificación
sin perjuicio de su ejecutividad.

Así por este auto lo manda y firma el
ilustrísimo señor don Fernando Muñoz
Esteban, magistrado-juez del Juzgado de lo
social número 14 de Madrid.—El magis-
trado-juez de lo social (firmado).

Diligencia.—Seguidamente se cumple lo
ordenado.—Doy fe.

Y para que sirva de notificación a “Ma-
natí Confecciones, Sociedad Limitada”, en
ignorado paradero, se expide el presente
edicto para su publicación en el BOLETÍN
OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID,
así como para su colocación en el tablón
de anuncios de este Juzgado de lo social,
expido y firmo el presente.

Madrid, a 3 de julio de 2000.—El secre-
tario judicial (firmado).

(03/17.501/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 14 DE MADRID

EDICTO
CÉDULA DE NOTIFICACIÓN

En los autos número 231 de 1999, eje-
cución número 140 de 1999, seguidos ante
este Juzgado de lo social número 14 de
Madrid, a instancia de doña Cristina Terra-
zas Prieto, contra “Telepán Caliente, Socie-
dad Limitada”, sobre despido, con fecha 5
de julio de 2000 se ha dictado providencia,
cuya parte dispositiva es del tenor literal
siguiente:

Diligencia.—En Madrid, a 5 de julio de
2000.—La extiendo yo, el secretario, para
hacer constar que ha transcurrido el término
legal concedido a la parte actora sin que
haya hecho ésta ninguna manifestación, y
para dar cuenta a su señoría del estado en
que se encuentran las presentes actuaciones,
seguidas a instancia de doña Cristina Terra-
zas Prieto, contra “Telepán Caliente, Socie-
dad Limitada”, sobre despido.—Doy fe.

Providencia
Magistrado-juez de lo social, ilustrísimo

señor Muñoz Esteban.—En Madrid, a 5 de
julio de 2000.

Dada cuenta; visto el estado en que se
encuentran las presentes actuaciones, se
deja sin efecto el embargo de bienes efec-
tuado mediante diligencia de embargo de
fecha 30 de noviembre de 1999, en virtud
de resolución de 22 de octubre de 1999,
procediéndose seguidamente al archivo de
los autos previa notificación a las partes y
anotación en los libros de su razón.

Notifíquese la presente resolución a las
partes en legal forma.

Así lo mandó y firma su señoría ilustrí-
sima. Doy fe.—El secretario judicial (fir-
mado).—El ilustrísimo señor magistra-
do-juez de lo social (firmado).

Diligencia.—Seguidamente se cumple lo
ordenado enviando a cada uno de los afec-
tados un sobre por correo certificado con
acuse de recibo conteniendo copia de la
anterior resolución en la forma prevista en
el artículo 56 de la Ley de Procedimiento
Laboral.—Doy fe.

Y para que sirva de notificación a “Te-
lepán Caliente, Sociedad Limitada”, en
ignorado paradero, se expide la presente
en Madrid, a 5 de julio de 2000.—El secre-
tario (firmado).

(03/17.519/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 14 DE MADRID

EDICTO
CÉDULA DE NOTIFICACIÓN

En los autos número 264 de 1999, eje-
cución número 70 de 1999, seguidos ante
este Juzgado de lo social número 14 de
Madrid, a instancia de doña María Josefa
Leonor Carpintero, contra “Expanjuegos,
Sociedad Anónima”, sobre ejecución Ser-
vicio de Mediación, Arbitraje y Concilia-
ción, con fecha 4 de julio de 2000 se ha
dictado providencia, cuya parte dispositiva
es del tenor literal siguiente:
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Diligencia.—En Madrid, a 4 de julio de
2000.—La extiendo yo, el secretario, para
hacer constar que ha transcurrido el plazo
concedido a la actora sin que ésta haya rea-
lizado manifestación alguna, y para dar
cuenta a su señoría del estado en se encuen-
tran las presentes actuaciones, en autos
arriba reseñados, seguidos a instancia de
doña María Josefa Leonor Carpintero, con-
tra “Expanjuegos, Sociedad Anónima”,
sobre ejecución Servicio de Mediación,
Arbitraje y Conciliación.—Doy fe.

Providencia
Magistrado-juez de lo social, ilustrísimo

señor Muñoz Esteban.—En Madrid, a 4 de
julio de 2000.

Dada cuenta; visto el estado en que se
encuentran las presentes actuaciones se
levanta el embargo de bienes efectuado
mediante diligencia de fecha 10 de diciem-
bre de 1999, y dése traslado a la parte actora
para que por término de cinco días designe
nuevos bienes de la demandada sobre los
que trabar embargo, siguiéndose en caso
contrario los trámites precisos para la posi-
ble declaración de insolvencia de la deman-
dada.

Notifíquese la presente resolución a las
partes en legal forma.

Así lo mandó y firma su señoría ilustrí-
sima. Doy fe.—El secretario judicial (fir-
mado).—El ilustrísimo señor magistra-
do-juez de lo social (firmado).

Diligencia.—Seguidamente se cumple lo
ordenado enviando a cada uno de los afec-
tados un sobre por correo certificado con
acuse de recibo conteniendo copia de la
anterior resolución en la forma prevista en
el artículo 56 de la Ley de Procedimiento
Laboral.—Doy fe.

Y para que sirva de notificación a “Ex-
panjuegos, Sociedad Anónima”, en ignora-
do paradero, se expide la presente en
Madrid, a 4 de julio de 2000.—El secretario
(firmado).

(03/17.497/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 14 DE MADRID

EDICTO

Don Santiago de la Varga Martín, secre-
tario de lo social del número 14 de los
de Madrid y su provincia.

Hago saber: Que en las presentes actua-
ciones que se siguen en este Juzgado de
lo social a instancia de don Juan Vázquez
García, contra “Mayoristas Raval, Sociedad
Limitada”, sobre despido, registrado con el
número de autos 150 de 2000, número de
ejecución 90 de 2000, se ha dictado auto
que consta en la copia simple que se
adjunta.

Diligencia.—En Madrid, a 3 de julio de
2000.—La pongo yo, el secretario, para
hacer constar que se ha presentado escrito
el 20 de junio de 2000 solicitando la eje-
cución, y que la sentencia dictada en los
presentes autos ha adquirido firmeza, de
lo que paso a dar cuenta a su señoría ilus-
trísima.—Doy fe.

Auto
En Madrid, a 3 de julio de 2000.—Vista

por mí, don Fernando Muñoz Esteban, la
solicitud de ejecución presentada el día 20
de junio de 2000, dicto la siguiente reso-
lución.

Hechos:
Primero.—En el proceso seguido entre

las partes: de una, y como demandante, don
Juan Vázquez García, y de otra, y como
demandada, “Mayoristas Raval, Sociedad
Limitada”, se dictó resolución judicial por
la que se estimaba la demanda, condenan-
do a la demandada en los términos que en
la misma se indican.

Segundo.—Dicha resolución es firme.
Tercero.—Se ha solicitado se proceda a

ejecutar el título, toda vez que por la
demandada no se ha satisfecho el importe
de la cantidad líquida y determinada objeto
de la condena.

Razonamientos jurídicos:
Primero.—El ejercicio de la potestad

jurisdiccional, juzgando y haciendo ejecutar
lo juzgado, corresponde exclusivamente a
los Juzgados y Tribunales determinados en
las Leyes y en los Tratados Internacionales
(artículos 117 de la Constitución española
y 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

Segundo.—Previenen los artículos 235 de
la Ley de Procedimiento Laboral y 919 y
concordantes a la subsidiaria Ley de Enjui-
ciamiento Civil, que siempre que sea firme
una sentencia se procederá a su ejecución,
siempre a instancia de parte, por el magis-
trado-juez que hubiere conocido del asunto
en primera instancia, y una vez solicitada,
se llevará a efecto por todos sus trámites,
dictándose de oficio los proveídos necesa-
rios (artículo 237 de la Ley Orgánica del
Poder Judicial).

Tercero.—Si la sentencia condenase al
pago de cantidad determinada y líquida se
procederá, siempre y sin necesidad de pre-
vio requerimiento personal al condenado,
al embargo de sus bienes en la forma y por
el orden prevenido para el juicio ejecutivo
(artículo 921 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil).

Cuarto.—De acuerdo con lo dispuesto en
el artículo 247 de la Ley de Procedimiento
Laboral, adviértase al ejecutado y, en su
caso, a sus administradores o personas que
legalmente le representen de la obligación
de hacer manifestación de sus bienes o
derechos, con la precisión necesaria para
garantizar las responsabilidades derivadas
del presente procedimiento, debiendo indi-
car las personas que ostenten derechos de
cualquier naturaleza sobre sus bienes, y de
estar sujetos a otro proceso, concretar los
extremos de este que puedan interesar a
la ejecución. Y asimismo adviértase de la
posibilidad de imponer apremios pecunia-
rios al ejecutado que incumpla injustifica-
damente lo ordenado (artículo 239 de la
Ley de Procedimiento Laboral).

Quinto.—Para dar cumplimiento a los
artículos 270 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial y 23 y 274 de la Ley de Procedi-
miento Laboral dése traslado del escrito
presentado y de esta resolución al Fondo

de Garantía Salarial, al que se notificarán
las sucesivas actuaciones para que pueda
ejercitar las acciones para las que está legi-
timado, debiendo en un plazo máximo de
quince días instar lo que a su derecho con-
venga y designar los bienes del deudor prin-
cipal que le consten.

Sexto.—De conformidad con lo estable-
cido en el acuerdo del Consejo General del
Poder Judicial de 17 de mayo de 1994, el
embargo de bienes que, en su caso, pudiera
llevarse a efecto se realizará por el Servicio
de Notificaciones y Embargos de los Juz-
gados de Madrid.

Séptimo.—El artículo 248.1 de la Ley de
Procedimiento Laboral dispone que “si no
se tuviere conocimiento de la existencia de
bienes suficientes, el órgano judicial deberá
dirigirse a los pertinentes organismos y
registros públicos a fin de que faciliten la
relación de todos los bienes o derechos del
deudor de los que tengan constancia tras
la realización por éstos, si fuere preciso,
de las averiguaciones legalmente posibles”.

Parte dispositiva:
En su virtud, vistos los preceptos legales

citados y demás de general aplicación,
Dispongo: Proceder a la ejecución y

decretar sin previo requerimiento el embar-
go de bienes de la parte demandada “Ma-
yoristas Raval, Sociedad Limitada”, sufi-
cientes para cubrir la cantidad de 593.341
pesetas en concepto de principal, más la
suma de 118.668 pesetas que sin perjuicio
de ulterior liquidación se fijan provisional-
mente para intereses y costas.

Líbrese testimonio de la presente reso-
lución, con comunicación al Servicio
Común de Notificaciones y Embargos de
los Juzgados de Madrid, al efecto de que
por la comisión judicial se proceda al
embargo de bienes en cuantía suficiente
para cubrir las citadas cantidades, y a quie-
nes servirá el presente de mandamiento en
forma, pudiéndose solicitar, si preciso fue-
re, el auxilio de la fuerza pública, así como
hacer uso de los medios personales y mate-
riales necesarios para poder acceder al
lugar en que se encuentren los bienes cuya
traba se pretende.

Adviértase a la ejecutada y, en su caso,
a sus administradores o personas que legal-
mente le representen, en los términos indi-
cados en el razonamiento jurídico cuarto
de esta resolución.

Asimismo dése traslado al Fondo de
Garantía Salarial por término de quince
días para que pueda instar lo que a su dere-
cho convenga y designe bienes de la deu-
dora que le consten conforme a lo dispuesto
en el artículo 274 de la Ley de Procedi-
miento Laboral. Y para el caso de que no
se tuviese conocimiento de la existencia de
bienes suficientes, diríjanse oficios a los per-
tinentes organismos y registros públicos con
el fin de que faciliten relación de todos los
bienes o derechos de la deudora de que
tengan constancia.

Notifíquese la presente resolución a las
partes, advirtiéndoles que contra la misma
podrán interponer recurso de reposición,
ante este Juzgado, dentro del plazo de tres
días hábiles siguientes al de su notificación
sin perjuicio de su ejecutividad.
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Así por este auto lo manda y firma el
ilustrísimo señor don Fernando Muñoz
Esteban, magistrado-juez del Juzgado de lo
social número 14 de Madrid.—El magis-
trado-juez de lo social (firmado).

Diligencia.—Seguidamente se cumple lo
ordenado.—Doy fe.

Y para que sirva de notificación a “Ma-
yoristas Raval, Sociedad Limitada”, en
ignorado paradero, se expide el presente
edicto para su publicación en el BOLETÍN
OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID,
así como para su colocación en el tablón
de anuncios de este Juzgado, expido y firmo
el presente.

Madrid, a 3 de julio de 2000.—El secre-
tario judicial (firmado).

(03/17.527/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 19 DE MADRID

EDICTO

Don Alfonso Lozano de Benito, secretario
del Juzgado de lo social número 19 de
Madrid.

Hace saber: Que en este Juzgado se
siguen autos con el número D-4 de 2000,
hoy ejecución número 3 de 2000, a instancia
de doña María Luisa Benito Porcel, doña
Raquel González Vicente, doña Antonia
Gonzalo Gallardo, doña María Victoria
Lominchar Tercero, doña María del Pilar
Martín Fernández, doña María Dolores
Martín Fernández y doña Ana Belén Mem-
brives Cabrera, contra la empresa “Caper-
me, Sociedad Limitada”, en reclamación
por actos de conciliación extrajudicial, en
los que en fecha 4 de julio de 2000 se ha
dictado propuesta de auto, cuya parte dis-
positiva es del tenor literal siguiente:

En atención a lo expuesto, se acuerda:
a) Declarar a la ejecutada “Caperme,

Sociedad Limitada”, en situación de insol-
vencia legal, con carácter provisional, por
importe de 1.950.414 pesetas. Insolvencia
que se entenderá a todos los efectos como
provisional.

b) Archivar las actuaciones, previa ano-
tación en el libro correspondiente de este
Juzgado y sin perjuicio de continuar la eje-
cución si en lo sucesivo se conocen nuevos
bienes de la ejecutada.

Notifíquese la presente resolución a las
partes y al Fondo de Garantía Salarial,
advirtiendo que contra la misma cabe inter-
poner recurso de reposición, ante este Juz-
gado, dentro del plazo de tres días hábiles
siguientes al de su notificación. Y una vez
firme, hágase entrega de certificación a la
parte ejecutante para que surta efectos ante
el Fondo de Garantía Salarial.

Esta es la resolución que propone el
secretario judicial de este Juzgado al ilus-
trísimo señor don Juan Manuel San Cris-
tóbal Villanueva, magistrado-juez del Juz-
gado de lo social número 19. Doy fe.—Con-
forme: el magistrado-juez de lo social.—El
secretario judicial (firmado).

Y para que sirva de notificación a “Ca-
perme, Sociedad Limitada”, en ignorado
paradero, expido el presente en Madrid, a

4 de julio de 2000.—El secretario judicial
(firmado).

(03/17.537/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 25 DE MADRID

EDICTO

Doña María Josefa González Huergo,
secretaria de lo social del número 25 de
los de Madrid y su provincia.

Hago saber: Que en las presentes actua-
ciones que se siguen en este Juzgado a ins-
tancia de doña María Ángeles Pérez Juan,
contra don Francisco Ramón Casado Igle-
sias, en procedimiento sobre cantidad,
registrado con el número D-524 de 1999
y ejecución número 66 de 2000, se han dic-
tado resoluciones de fechas 12 de abril de
2000 y 11 de julio de 2000 del tenor que
consta en las copias simples que se adjun-
tan.

Propuesta de resolución de la secretaria
judicial, señora González Huergo.

Auto
En Madrid, a 12 de abril de 2000.

Hechos:
Primero.—En el presente procedimiento

seguido entre las partes: de una, como
demandante, doña María Ángeles Pérez
Juan, y de otra, como demandado, don
Francisco Ramón Casado Iglesias, consta
sentencia con fecha 4 de noviembre de
1999, cuyo contenido se da por reprodu-
cido.

Segundo.—El citado título ha ganado fir-
meza, sin que conste que la parte deman-
dada haya satisfecho el importe de la can-
tidad líquida y determinada que en cuantía
de 509.822 pesetas, más costas e intereses
solicita el letrado de la parte ejecutante en
escrito de fecha 15 de diciembre de 1999,
requerido para acreditar la representación,
y transcurrido el plazo concedido sin veri-
ficarlo se acordó el archivo de las actua-
ciones, siendo solicitada la ejecución el 7
de abril de 2000 por la actora doña María
Ángeles Pérez Juan.

Fundamentos jurídicos:

Primero.—El ejercicio de la potestad
jurisdiccional juzgando y haciendo ejecutar
lo juzgado corresponde exclusivamente a
los Juzgados y Tribunales determinados en
las Leyes y en los Tratados Internacionales
(artículos 117 de la Constitución española
y 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

Segundo.—La ejecución del título habido
en este procedimiento, sea sentencia o acto
de conciliación (artículos 68 y 84.4 de la
Ley de Procedimiento Laboral), se iniciará
a instancia de parte y una vez iniciada la
misma se tramitará de oficio, dictándose
al efecto las resoluciones y diligencias nece-
sarias (artículo 237 de la Ley de Procedi-
miento Laboral).

Tercero.—Si el título que se ejecuta con-
denase al pago de cantidad líquida y deter-
minada se procedará siempre, y sin nece-
sidad de previo requerimiento personal al
condenado, al embargo de sus bienes en

cuantía suficiente, sólo procediendo la ade-
cuación del embargo al orden legal cuando
conste la suficiencia de los bienes embar-
gados (artículos 235.1 y 252 de la Ley de
Procedimiento Laboral y 921 y 1.447 de la
Ley de Enjuiciamiento Civil).

Cuarto.—Debe advertirse y requerirse al
ejecutado:

a) A que cumpla las resoluciones judi-
ciales firmes y preste la colaboración reque-
rida en la ejecución de lo resuelto (artícu-
lo 118 de la Constitución española).

b) A que cumpla estrictamente con su
obligación de pago a la ejecutante tras la
notificación de este auto, y mientras ello
no realice se irá incrementando el importe
de su deuda con los intereses legales, las
costas que se devenguen, a cuyo cargo se
imponen, incluso las derivadas de los hono-
rarios o derechos de abogados, incluidos
los de las Administraciones Públicas, pro-
curadores o graduados sociales colegiados
que defiendan o representen a la parte con-
traria (artículos 267.3 de la Ley de Pro-
cedimiento Laboral y 950 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil).

c) A que se abstenga de realizar actos
de disposición en perjuicio de sus acree-
dores (artículo 257.1.1 del Código Penal),
indicándosele que está tipificado como deli-
to de insolvencia punible el intento de elu-
dir los derechos económicos de los traba-
jadores, y con independencia de que el
acreedor sea un particular o cualquier per-
sona pública o privada (artículo 257.2 del
Código Penal).

Quinto.—Asimismo debe advertirse y
requerirse al ejecutado o a sus administra-
dores o representantes, de tratarse de per-
sonas jurídicas o grupos sin personalidad:

a) A que en el plazo máximo de tres
días hábiles a contar desde la notificación
de este auto, efectúe manifestación sobre
sus bienes o derechos, con la precisión nece-
saria para garantizar sus responsabilidades.
Asimismo deberá indicar las personas que
ostenten derechos de cualquier naturaleza
sobre sus bienes, y de estar sujetos a otro
proceso concretar los extremos de éste que
puedan interesar a la ejecución. Deberá,
igualmente, y bajo su responsabilidad,
manifestar si los bienes pudieran tener
naturaleza ganancial o constituir vivienda
conyugal habitual, y si los bienes estuvieren
gravados con cargas reales deberá manifes-
tar el importe del crédito garantizado y, en
su caso, la parte pendiente de pago en esta
fecha (artículo 247 de la Ley de Procedi-
miento Laboral).

b) A que aporte la titulación de los bie-
nes que se le embarguen (artículo 1.489 de
la Ley de Enjuiciamiento Civil).

Sexto.—Debe advertirse al ejecutado que
si deja transcurrir injustificadamente los
plazos aludidos en los anteriores razona-
mientos sin efectuar lo ordenado y mientras
no cumpla o no acredite la imposibilidad
de su cumplimiento específico, con el fin
de obtener y asegurar el cumplimiento de
la obligación que se ejecuta, se podrá, tras
audiencia de las partes, imponerle el abono
de apremios pecuniarios por cada día que
se retrase en el cumplimiento de dar o
entregar las sumas de dinero objeto de
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apremio o en el cumplimiento de las obli-
gaciones legales que se le impongan en la
presente resolución judicial. Cantidades
que son independientes de la responsabi-
lidad exigible por demora en el cumplimien-
to (artículo 239 de la Ley de Procedimiento
Laboral).

Séptimo.—Para dar cumplimiento de los
artículos 270 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial y 23 y 274 de la Ley de Procedi-
miento Laboral dése traslado del escrito
presentado y de esta resolución al Fondo
de Garantía Salarial, al que se notificarán
las sucesivas actuaciones para que pueda
ejercitar las acciones para las que está legi-
timado, debiendo en un plazo máximo de
quince días instar lo que a su derecho con-
venga y designe los bienes del deudor prin-
cipal que le consten. Recuérdesele sus obli-
gaciones y derechos que en aras a la rápida
y eficaz conclusión del proceso de ejecución
se derivan de los artículos 118 de la Cons-
titución española, 33 del Estatuto de los
Trabajadores y 23, 24, 67, 251, 262, 264,
270, 274 y 275 de la Ley de Procedimiento
Laboral.

Parte dispositiva:

En atención a lo expuesto, se acuerda:
a) Despachar la ejecución solicitada

por doña María Ángeles Pérez Juan, contra
don Francisco Ramón Casado Iglesias, por
un importe de 509.822 pesetas de principal,
más 50.982 pesetas y 31.864 pesetas de cos-
tas e intereses que se fijan provisional-
mente.

b) Trabar embargo de los bienes del
demandado en cuantía suficiente para
cubrir dichas cantidades, practicándose a tal
fin embargo en el domicilio sito en calle
Arrayanes, número 74, urbanización “Los
Hueros”, “El Gurugú”, Alcalá de Henares.

Líbrese testimonio de la presente reso-
lución con comunicación al Servicio Común
de Notificaciones y Embargos de los Juz-
gados de Madrid al efecto de que por la
comisión judicial se proceda al embargo de
bienes en cuantía suficiente para cubrir las
cantidades por las que se despacha ejecu-
ción, y a quienes servirá el presente de man-
damiento en forma, pudiendo solicitar, si
preciso fuere, el auxilio de la fuerza pública,
así como hacer uso de los medios personales
y materiales necesarios para poder acceder
a los lugares en que se encuentren los bienes
cuya traba se pretende.

c) Advertir y requerir al ejecutado en
los términos exactos expuestos en los razo-
namientos jurídicos cuarto y quinto.

d) Advertir al ejecutado que si deja
transcurrir los plazos que se le conceden,
y en la forma indicada en el razonamiento
jurídico sexto, se le podrá imponer el abono
de apremios pecuniarios por cada día que
se retrase.

Notifíquese la presente resolución a las
partes, advirtiendo que contra la misma
podrán interponer recurso de reposición,
ante este Juzgado, dentro del plazo de tres
días hábiles siguientes al de su notificación
(artículo 184 de la Ley de Procedimiento
Laboral), sin perjuicio de su ejecutividad.

Esta es la resolución que propone la
secretaria judicial de este Juzgado al ilus-

trísimo señor don José Luis Asenjo Pinilla,
magistrado-juez de lo social del número 25.
Doy fe.—Conforme: el magistrado-juez de
lo social.—La secretaria judicial (firmado).

Diligencia.—Seguidamente se cumple lo
ordenado.—Doy fe.

Diligencia.—En Madrid, a 11 de julio de
2000.—La extiendo yo, la secretaria, para
hacer constar que se ha recibido en este
Juzgado diligencia negativa de notificación
del Servicio Común de Notificaciones y
Embargos haciendo constar que: “...su veci-
no lleva tiempo sin residir en este domicilio
y desconoce su actual paradero...”, y para
dar cuenta a su señoría ilustrísima del esta-
do de las presentes actuaciones de ejecu-
ción.—Doy fe.

Providencia
Magistrado-juez de lo social, ilustrísimo

señor Asenjo Pinilla.—En Madrid, a 11 de
julio de 2000.

Dada cuenta; por recibida la anterior dili-
gencia negativa de notificación del Servicio
Común de Notificaciones y Embargos, úna-
se a los autos de su razón, y visto su con-
tenido, y encontrándose la parte ejecutada
don Francisco Ramón Casado Iglesias en
paradero desconocido, notifíquese el auto
de 12 de abril de 2000 y presente resolución
por medio de edictos que se publicarán en
el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD
DE MADRID y tablón de anuncios de este
Juzgado, advirtiéndose que las siguientes
comunicaciones dirigidas a la mencionada
parte se harán en estrados (artículo 59 del
texto refundido de la Ley de Procedimiento
Laboral). Asimismo, ofíciese a la Dirección
General de la Policía para que facilite a
este Juzgado el domicilio del ejecutado
antes nombrado y hágase saber a la parte
ejecutada que si conoce un nuevo domicilio
del mismo deberá comunicarlo al Juzgado.

Por último, solicítense los informes pre-
ceptivos del artículo 248 del texto refundido
de la Ley de Procedimiento Laboral, a cuyo
efecto cúrsense los correspondientes ofi-
cios.

Notifíquese la presente resolución a las
partes, advirtiendo que contra la misma
podrán interponer recurso de reposición,
ante este Juzgado, dentro del plazo de tres
días hábiles siguientes al de su notificación
(artículo 184 de la Ley de Procedimiento
Laboral).

Así lo mandó y firma su señoría ilustrí-
sima. Doy fe.—La secretaria judicial (fir-
mado).—El ilustrísimo señor magistra-
do-juez de lo social (firmado).

Diligencia.—Seguidamente se cumple lo
ordenado enviando a cada uno de los afec-
tados un sobre por correo certificado con
acuse de recibo conteniendo copia de la
anterior resolución en la forma prevista en
el artículo 56 de la Ley de Procedimiento
Laboral.—Doy fe.

Y para que sirva de notificación a don
Francisco Ramón Casado Iglesias, en igno-
rado paradero, se expide el presente edicto
para su publicación en el BOLETÍN OFICIAL
DE LA COMUNIDAD DE MADRID, así como
para su colocación en el tablón de anuncios
de este Juzgado, expido y firmo el presente.

Madrid, a 11 de julio de 2000.—La secre-
taria judicial (firmado).

(03/17.484/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 25 DE MADRID

EDICTO

Doña María Josefa González Huergo,
secretaria de lo social del número 25 de
los de Madrid y su provincia.

Hago saber: Que en las presentes actua-
ciones que se siguen este Juzgado a ins-
tancia de don Juan Ignacio Castellanos
Dopico, contra “Asesoría Técnica de Cons-
trucción Auxiliar, Sociedad Anónima”, en
reclamación por procedimiento ordinario,
registrado con el número D-112 de 2000,
se ha dictado sentencia del tenor que consta
en la copia simple que se adjunta.

En Madrid, a 11 de julio de 2000.—Don
José Luis Asenjo Pinilla, magistrado-juez
del Juzgado de lo social número 25 de
Madrid y su provincia, tras haber visto los
presentes autos seguidos sobre procedi-
miento ordinario, entre partes: de la una,
y como demandante, don Juan Ignacio Cas-
tellanos Dopico, que comparece asistido del
letrado don Miguel Ángel Morcillo Pineda,
y de la otra, y como demandados, “Asesoría
Técnica de Construcción Auxiliar, Sociedad
Anónima”, y Fondo de Garantía Salarial,
que comparece representada por el letrado
don Víctor García Rodríguez, ha pronun-
ciado la siguiente

Sentencia

Antecedentes de hecho:

Primero.—El día 23 de febrero de 2000
el actor formuló reclamacion de cantidad
contra la demandada. Admitirá a trámite
se señaló el día 11 de julio de 2000 para
la celebración a juicio.

Segundo.—En dicho día se celebró juicio
con el resultado que se refleja en acta.

Tercero.—En la tramitación de este jui-
cio se han observado todas las prescripcio-
nes legales.

Hechos probados:
Primero.—El actor comenzó a prestar

servicios para la empresa demandada el 16
de enero de 1991, siendo su categoría pro-
fesional de la de oficial segunda admi-
nistrativo.

Últimamente su salario mensual era de
220.746 pesetas con inclusión del prorrateo
de pagas extraordinarias.

Segundo.—Reclama los conceptos y can-
tidades que concreta y desglosa en el hecho
segundo de su demanda, el cual se da por
reproducido a estos solos efectos, aunque
en la vista oral rectificó parcialmente lo
pedido por salarios del mes de septiembre
y desistió de la “Paga de verano 1998” e
“Incentivos del año 1998”, por lo que redujo
su petición a un total de 218.309 pesetas.

Tercero.—La extinción de su contrato de
trabajo se produjo con efectos del 23 de
septiembre de 1998, alegando causas obje-
tivas. Impugnada la misma, se dictó sen-
tencia el 4 de enero de 1999 por el Juzgado
de lo social número 1 de los de Madrid,
convalidándola, resolución que al estar
incorporada a las presentes actuaciones se
tiene por reproducida.

Cuarto.—La empresa se dedica a la acti-
vidad de comercio del metal. Mediante
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resolución de la Dirección General de Tra-
bajo y Empleo de esta Comunidad de 12
de junio de 1999, se acordó el registro,
depósito y publicación el convenio colectivo
de este sector, vigente desde el 1 de abril
de 1998 al 31 de marzo de 2001 y que igual-
mente se da por reproducido.

Quinto.—Se ha presentado papeleta de
conciliación el 25 de febrero de 1999 ante
el Servicio de Mediación, Arbitraje y Con-
ciliación y celebrado el acto de conciliación
el 11 de marzo de 1999 con el resultado
de intentado y sin efecto. A su vez, la
demanda origen de las presentes actuacio-
nes se articuló el 22 de febrero de 2000.

Séptimo.—Intentada la citación de la
empresa por exhorto, éste ha sido devuelto
como negativo, por lo que se procedió a
publicar los correspondientes edictos en el
BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE
MADRID y en el “BOPB”.

Fundamentos de derecho:
Primero.—El relato fáctico que antecede

se sustenta en documentos aportados por
el demandante, no impugnados de contra-
rio, así como en vicisitudes preprocesales
y procesales que se infieren de lo actuado,
en este último caso y básicamente en rela-
ción a los hechos declarados probados en
segundo y sexto lugar.

Segundo.—Partiendo de lo señalado en
el anterior fundamento de derecho, debe
estimarse en cuanto al principal la preten-
sión del actor, todo ello de acuerdo a lo
prevenido en el artículo ya citado, así como
el 4, número 2, letra f); 26, y 29 del texto
refundido del Estatuto de los Trabajadores,
puestos en relación con el artículo 1.214
del Código Civil.

La cantidad objeto de condena no puede
incrementarse en un 10 por 100 anual de
interés por mora en el pago del salario, en
consonancia al ya mencionado número 3
del artículo 29, pues hay una diferencia sus-
tancial entre la suma originalmente reivin-
dicada y la que hoy se asume.

Tercero.—En el sexto hecho declarado
probado se constata que la empresa ha
cerrado sus instalaciones, por lo que de con-
formidad al artículo 23.2 del texto refun-
dido de la Ley de Procedimiento Laboral
se procedió a citar al Fondo de Garantía
Salarial mediante resolución de 4 de abril
de 2000.

Aunque el criterio de este juzgador era
favorable a aplicar el artículo 274.4 del cita-
do texto refundido de la Ley de Procedi-
miento Laboral en supuestos similares, se
ha de modificar parcialmente el mismo,
dadas las sentencias dictadas por la Sala
de lo social del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Madrid al respecto. Así las referidas
no estiman viable la condena líquida a can-
tidad alguna, aunque sea con carácter sub-
sidiario y previa resolución judicial en la
que se declare la insolvencia provisional de
la empresa afectada.

Con todo, dichas resoluciones también
precisan la necesaria mención que se debe
hacer a este organismo en la parte dispo-
sitiva de la sentencia, y que textualmente
es: “...la responsabilidad subsidiaria que el
Fondo de Garantía Salarial en su día pudie-
ra corresponder...”.

Cuarto.—Establecida la deuda de la que
debe responder la empresa demandada, el
Fondo de Garantía Salarial alega la pres-
cripción en cuanto a su posible responsa-
bilidad subsidiaria, vía artículo 33 del texto
refundido del Estatuto de los Trabajadores,
invocando el artículo 1.975 del Código Civil
al indicar que cuando se interpone la
demanda judicial el 22 de febrero de 2000
ha transcurrido en demasía el plazo del año
para reivindicar las cantidades menciona-
das en el segundo fundamento de derecho
y sin que tenga efectos interruptivos la con-
ciliación ante el Servicio de Mediación,
Arbitraje y Conciliación, al ser una recla-
mación extrajudicial.

El Código Civil de 24 de julio de 1889
refiere en su artículo 1.975 que: “...la
interrupción de la prescripción contra el
deudor principal por reclamación judicial
de la deuda surte efecto también contra su
fiador, pero no perjudicará a éste la que
se produzca por reclamaciones extrajudi-
ciales del acreedor o reconocimientos pri-
vados del deudor...”.

La dicción de este precepto lleva a una
primera reflexión sobre el porqué este dis-
tinto tratamiento entre las reclamaciones
judiciales, de las extrajudiciales y/o reco-
nocimientos privados de deuda.

La conclusión no debe ser otra que la
primera de las mencionadas es un símbolo
de fehaciencia, de garantía de su propia
existencia que coadyuva a la seguridad jurí-
dica del fiador y al mismo tiempo suficiente
para evitar maniobras torticeras y/o frau-
dulentas del acreedor y deudor principal
que pudieran perjudicarle, violentando, asi-
mismo, el fin que persigue el instituto de
la prescripción, cual es que, pasado un
determinado período, el fiador pueda tener
la tranquilidad de que en su patrimonio ya
no va a ser afectado por la deuda que pudie-
ra existir, pero que no ha sido objeto de
reclamación en tiempo.

Quinto.—Hecha esta precisión, el
siguiente punto a dirimir es si la norma-
tivamente denominada reclamación extra-
judicial es identificable con la papeleta de
conciliación que se ha de interponer ante
el órgano administrativo que en cada
Comunidad Autónoma corresponda, y para
ello es básico partir, entre otras cuestiones,
de un dato temporal, cual es que por la
fecha de elaboración del Código Civil, y
que ya se expuso en el fundamento anterior,
es inviable que se pueda estar integrando
dentro de esta figura al trámite concilia-
torio-administrativo existente en el proce-
dimiento laboral, sin paragón tampoco en
el civil, dadas sus peculiaridades y como
expondremos acto seguido, pero no sin
antes recordar la sentencia de la Sala de
lo social del Tribunal Supremo de 16 de
marzo de 1992 (“El Derecho” 1992/2558),
que viene a incidir en una idea ya expuesta,
cual es que es su carácter “privado” lo que
despoja a la reclamación extrajudicial de
su valor interruptivo frente al fiador, y a
la postre su desconexión absoluta con una
reclamación judicial, y en tal sentido argu-
menta en el tercer fundamento de derecho
que si no tiene tal valor es porque: ”...pu-
diera desnaturalizar los términos de la obli-

gación legal, cuya duración es el tiempo
vendría sometida a la mera voluntad pri-
vada del acreedor y deudor directo de la
deuda salarial, manteniendo así una situa-
ción de pendencia indefinida de la respon-
sabilidad sustitutoria del Fondo, contraria
a la seguridad jurídica que, en principio,
trata de salvaguardar la prescripición de
otra...”, pues el artículo 1.975 del Código
Civil está animado: “...por el principio legí-
timo de preservar al fiador de maniobras
irregulares entre el acreedor y deudor prin-
cipal que desnaturalizan, haciéndola más
gravosa, la obligación afianzada caso del fia-
dor (o garantizada legalmente) supuesto del
Fondo...”.

La actual regulación reglamentaria del
trámite conciliatorio se concreta en el Real
Decreto 2756/1979, de 23 de noviembre,
sobre el que el Instituto de Mediación,
Arbitraje y Conciliación asume parte de las
funciones que tiene encomendadas, debien-
do destacarse su Sección Cuarta que com-
prende los artículo 4 a 11, ambos inclusive.
En los citados se van configurando los
requisitos básicos de la conciliación admi-
nistrativa, cual es su carácter previo y obli-
gatorio a cualquier procedimiento laboral,
salvo en los exceptuados (artículo 4); que
se efectúe ante un órgano administrativa,
en su día incardinado en el propio Minis-
terio de Trabajo y del cual también depen-
día del Fondo de Garantía Salarial, aunque
hoy se hayan traspasado estas competencias
a las Comunidades Autónomas, articulán-
dose el correspondiente expediente (artícu-
lo 8); el que actúa el llamado “Letrado con-
ciliador” que actúa con una serie de potes-
tades, levantándose como conclusión de la
intervención de las partes y del citado un
acta (artículos 5 y 10); su naturaleza
interruptoria desde el punto de vista de la
prescripción y también suspensorio de los
plazos de caducidad, no debiéndose olvidar
su carácter directamente ejecutivo, que se
hace valer ante los Juzgados de lo social
(artículo 11).

En el actual texto refundido de la Ley
de Procedimiento Laboral, aprobado por
Rel Decreto Legislativo de 2/1995, de 7 de
abril, aparece en el título V, capítulo pri-
mero, la conciliación previa, y dentro de
lo que se denomina “De la evitación del
proceso”. Se deben mencionar sus artícu-
los 63 y 68, donde nuevamente se vuelve
a incidir en que es un requisito previo para
la tramitación del proceso (artículo 63); que
la asistencia es obligatoria para los que
curiosamente se denominan litigantes,
regulándose también las consecuencias que
tiene su asistencia y/o inasistencia (artícu-
lo 66); el carácter interruptivo de la pres-
cripción y suspensorio de la caducidad, con
una serie de precisiones temporales en
cuanto a su máxima duración (artículo 65);
la ejecutividad sin necesidad de ratificación
ante el juez o tribunal, al igual que su incor-
poración al trámite de ejecución de sen-
tencias (artículo 68), y finalmente la posi-
bilidad de ser impugnado ante el Juzgado
o tribunal, mediante una específica acción
de nulidad, sometida a plazo de caducidad
y por las causas que invalidan los contratos
(artículo 67).
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Pero sus decisivos efectos no se agotan
en las normas que se acaban de relacionar,
y así el Real Decreto 625/1985, de 2 de
abril, por el que se desarrolla la Ley
31/1984, de 2 de agosto, la Protección por
Desempleo, a la hora de definir su artículo 1
lo que es una situación legal de desempleo,
o mejor dicho la manera de acreditarla,
refiere como tal, en su apartado 1, letra c),
el “acta de conciliación administrativa en
la que se reconozca la improcedencia del
despido, siempre que en el primer caso se
hubiese acordado una indemnización no
inferior a treinta y cinco días de salarios...”,
debiéndose destacar otro punto también
importante, cual es que esta situación se
configura en un absoluto plano de igualdad
con la a su vez llamada “conciliación judi-
cial”, es decir, la prevista en el artículo 84
del texto refunfido de la Ley de Procedi-
miento Laboral.

Existen argumentos aún más poderosos
para ratificar la importancia que tiene el
acto de conciliación dentro del proceso
laboral y en orden a las prestaciones que
ha de abonar el Fondo de Garantía Salarial,
alejándose, por tanto, de lo que es una
reclamación extrajudicial en los términos
que menciona el Código Civil, de tal mane-
ra que se puede hablar de un “tertium
genus” entre la reclamación judicial y la
extrajudicial propiamente dicha y, en todo
caso, por sus características debe ser asi-
milada y/o incluida dentro del primero de
estos conceptos, ya que la intervención y
control administrativo al que está sometida,
sirve para cumplir las finalidades interrup-
tivas que señalábamos para la reclamación
judicial en el cuarto fundamento de dere-
cho, rechazándose, en todo caso, la natu-
raleza “privada” de la misma.

Carece de sentido despojar de carácter
interruptivo a la papeleta de conciliación
y subsiguientes actuaciones administrativas
respecto al fiador, si el mismo tiempo esta
“simple petición extrajudicial”, cuyo resul-
tado se refleja en un documento que se
denomina acta, es título suficiente para
reclamar los salarios que allí se hayan pac-
tado entre el acreedor y deudor, sin la inter-
vención del fiador. En tal sentido, se ha
de mencionar el párrafo segundo del núme-
ro 1 del artículo 33 del texto refundido del
Estatuto de los Trabajadores, regulándose
en el artículo 25.b.1 y 2 del Real Decreto
505/1985, de 6 de marzo, sobre Organiza-
ción y Funcionamiento del Fondo de
Garantía Salarial, las características forma-
les que debe respetar el acto de conciliación
para sustentar su reclamo de lo pactado a
este organismo. También el número 7 del
artículo 33 del ya citado texto refundido
del Estatuto de los Trabajadores, a la hora
de establecer el inicio del cómputo de la
prescripción fijada en un año, refiere en
un plano de absoluta igualdad la “fecha del
acto de conciliación” y la “sentencia o reso-
lución de la autoridad laboral en que se
reconozca la deuda por salarios o se fijen
las indemnizaciones”, mención en la que
también incide el artículo 21 del Real
Decreto 505/1985.

Sexto.—A la vista de lo expuesto se ha
de rechazar la excepción de prescripción

que formula el Fondo de Garantía Salarial
en defensa de sus intereses, y como único
privilegiado por la misma, pues cuando se
interpone la papeleta de conciliación no
había transcurrido un año desde que se
generaron las diversas cantidades que hoy
se piden.

No se olvida que existen una serie de
resoluciones judiciales de la Sala de lo social
del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid, que cita el Fondo de Garantía Sala-
rial en el juicio y que se pronuncian en sen-
tido contrario, pero pensamos que, dada
la naturaleza del tema, todavía está sujeto
a debate, de tal manera que incluso esa
misma Sala, en sentencia de 30 de septiem-
bre de 1997 (recurso número 2.366 de
1997-5.a), se ha pronuncidado en sentido
distinto y, por tanto, ha rechazado la
prescripción.

Aunque no sea directamente, sí se dedu-
ce por los razonamientos y argumentos que
utiliza el que para la Sala de lo social del
Tribunal Supremo en principio no existe
duda sobre el carácter interruptivo de la
papeleta de conciliación, y así se ha de vol-
ver a mencionar la sentencia ya citada y
también la de 13 de febrero de 1993
(AR 1162), que no sólo se toma como punto
de partida la anterior, sino que en su
desarrollo argumental, por ejemplo, en el
fundamento de derecho quinto, parte de
que la conciliación previa genera efectos
interruptivos también para el Fondo de
Garantía Salarial, aun siendo fiador.

Vistos los preceptos citados y demás de
general aplicación,

Fallo

Que previa desestimación de la excepción
de prescripción formulada por el Fondo de
Garantía Salarial y, a su vez, estimando par-
cialmente la demanda formulada por don
Juan Ignacio Castellanos Dopico, debo con-
denar a la empresa “Asesoría Técnica de
Construcción Auxiliar, Sociedad Anóni-
ma”, a que le abone la cantidad de 218.309
pesetas, todo ello sin perjuicio de la res-
ponsabilidad subsidiaria que le sea exigible
al Fondo de Garantía Salarial.

Notifíquese la presente sentencia a las
partes, advirtiéndoles que contra la misma
no cabe interponer recurso.

Así por esta mi sentencia lo pronuncio,
mando y firmo.

Publicación

Leída y publicada fue la anterior senten-
cia en el día de su fecha por el ilustrísimo
señor magistrado.juez don José Luis Asenjo
Pinilla, que la suscribe en la Sala de audien-
cias de este Juzgado.—Doy fe.

Y para que sirva de notificación a “Ase-
soría Técnica de Construcción Auxiliar,
Sociedad Anónima”, en ignorado paradero,
se expide el presente edicto para su publi-
cación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA
COMUNIDAD DE MADRID, así como para
su colocación en el tablón de anuncios de
este Juzgado, expido y firmo el presente.

Madrid, a 11 de julio de 2000.—La secre-
taria judicial (firmado).

(03/17.481/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 25 DE MADRID

EDICTO

Doña María Josefa González Huergo,
secretaria de lo social del número 25 de
los de Madrid y su provincia.

Hago saber: Que en las presentes actua-
ciones que se siguen en este Juzgado a ins-
tancia de don Enrique Chicharro Hernán-
dez, contra “3 S Control y Servicios, Socie-
dad Limitada”, en reclamación por proce-
dimiento ordinario, registrado con el
número D-357 de 2000, se ha dictado sen-
tencia, cuyo tenor consta en la copia simple
que se adjunta.

En Madrid, a 10 de julio de 2000.—Don
José Luis Asenjo Pinilla, magistrado-juez
del Juzgado de lo social número 25 de
Madrid y su provincia, tras haber visto los
presentes autos seguidos sobre procedi-
miento ordinario, entre partes: de la una,
y como demandante, don Enrique Chi-
charro Hernández, que comparece asistido
de la letrada doña Susana Vega Huerga,
y de la otra, y como demandada “3 S Con-
trol y Servicios, Sociedad Limitada”, y Fon-
do de Garantía Salarial, que comparece
representado por la letrada doña María
Ángeles Rodríguez López, ha pronunciado
la siguiente

Sentencia

Antecedentes de hecho:

Primero.—El día 6 de junio de 2000 el
actor formuló reclamación de cantidad con-
tra la demandada. Admitida a trámite se
señaló el día 6 de julio de 2000 para la
celebración a juicio.

Segundo.—En dicho día se celebró juicio
con el resultado que se refleja en acta.

Tercero.—En la tramitación de este jui-
cio se han observado todas las prescripcio-
nes legales.

Hechos probados:
Primero.—El actor comenzó a prestar

servicios para la empresa demandada el 17
de julio de 1998, siendo su categoría pro-
fesional la de ordenanza.

Últimamente su salario mensual era de
99.000 pesetas con inclusión del prorrateo
de pagas extraordinarias.

Segundo.—Reclama los conceptos y can-
tidades que concreta y desglosa en el hecho
segundo de su demanda, el cual se da por
reproducido a estos solos efectos.

Tercero.—La extinción de su contrato de
trabajo se produjo el 3 de junio de 1999.

Cuarto.—Ha realizado entre los meses
de noviembre de 1998 y mayo de 1999,
ambos inclusive, las horas extraordinarias
que se deducen de los partes de trabajo
que adjunta y que se dan por reproducidos,
al igual que el desglose que figura en el
hecho quinto de su demanda.

Quinto.—La empresa se dedica a la acti-
vidad de servicios de conserjería.

Sexto.—Se han presentado papeletas de
conciliación ante el Servicio de Mediación,
Arbitraje y Conciliación el 26 de mayo y
23 de julio de 1999, y celebrados los sub-
siguientes actos de conciliación el 9 de junio
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y 23 de septiembre de ese mismo año, con
el resultado de intentado y sin efecto. La
demanda origen de las presentes actuacio-
nes se articula el 6 de junio de 2000.

Séptimo.—Intentada la citación de la
empresa por carta certificada, ésta fue
devuelta por el Servicio de Correos con la
expresión “se ausentó”, por lo que se pro-
cedió a publicar el correspondiente edicto
en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD
DE MADRID.

Fundamentos de derecho:
Primero.—Acreditada la relación laboral

por la prueba aportada en autos, y ante
la incomparecencia a juicio de la empresa
demandada, pese a haber sido citada en
forma, y por ello al llamamiento a confesión
judicial en el mismo, procede tenerle por
confesa respecto a los hechos de la deman-
da, de conformidad a lo dispuesto en el
número 2 del artículo 91 del Real Decreto
Leislativo 2/1995, de 7 de abril, por el que
se aprueba el texto refundido de la Ley de
Procedimiento Laboral.

Asimismo, se han tomado en considera-
ción los documentos aportados por el actor
no impugnados por la empleadora, y, si bien
algunos de ellos fueron desconocidos por
el Fondo de Garantía Salarial, el motivo
es que no ha sido partícipe en los mismos
o no figura sello alguno de un ente público,
lo que en ambos casos carece de tras-
cendencia.

Segundo.—Partiendo de lo señalado en
el anterior fundamento de derecho, debe
estimarse en cuanto al principal la preten-
sión del actor, todo ello de acuerdo a lo
prevenido en el artículo ya citado, así como
el 4, número 2, letra f); 26, y 29 del texto
refundido del Estatuto de los Trabajadores,
puestos en relación con el artículo 1.214
del Código Civil.

La cantidad objeto de condena se incre-
mentará en un 10 por 100 anual de interés
por mora en el pago del salario, en con-
sonancia al número 3 del citado artículo 29.

Tercero.—En el séptimo hecho declara-
do probado se constata que la empresa ha
cerrado sus instalaciones, por lo que de con-
formidad con el artículo 23.2 del texto
refundido de la Ley de Procedimiento
Laboral, se procedió a citar al Fondo de
Garantía Salarial mediante providencia de
15 de junio de 2000.

Aunque el criterio de este juzgador era
favorable a aplicar el artículo 274.4 del cita-
do texto refundido de la Ley de Procedi-
miento Laboral en supuestos similares, se
ha de modificar parcialmente el mismo,
dadas las sentencias dictadas por la Sala
de lo social del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Madrid al respecto. Así las referidas
no estiman viable la condena líquida a can-
tidad alguna, aunque sea con carácter sub-
sidiario y previa resolución judicial en la
que se declare la insolvencia provisional de
la empresa afectada.

Con todo, dichas resoluciones también
precisan la necesaria mención que se debe
hacer a este organismo en la parte dispo-
sitiva de la sentencia, y que textualmente
es: “...la responsabilidad subsidiaria que el
Fondo de Garantía Salarial en su día pudie-
ra corresponder...”.

Cuarto.—Establecida la deuda de la que
debe responder la empresa demandada, el
Fondo de Garantía Salarial alega la pres-
cripción en cuanto a su posible responsa-
bilidad subsidiaria, vía artículo 33 del texto
refundido del Estatuto de los Trabajadores,
invocando el artículo 1.975 del Código Civil,
al indicar que cuando se interpone la
demanda judicial el 6 de junio de 2000 ha
transcurrido en demasía el plazo del año
para reivindicar las cantidades menciona-
das en el segundo fundamento de derecho,
y sin que tenga efectos interruptivos la con-
ciliación ante el Servicio de Mediación,
Arbitraje y Conciliación, al ser una recla-
mación extrajudicial.

El Codigo Civil de 24 de julio de 1889
refiere en su artículo 1.975 que: “...la
interrupción de la prescripción contra el
deudor principal por reclamación judicial
de la deuda surte efecto también contra su
fiador, pero no perjudicará a éste la que
se produzca por reclamaciones extrajudi-
ciales del acreedor o reconocimientos pri-
vados del deudor...”.

La dicción de este precepto lleva a una
primera reflexión sobre el porqué este dis-
tinto tratamiento entre las reclamaciones
judiciales de las extrajudiciales y/o recono-
cimientos privados de deuda.

La conclusión no debe ser otra que la
primera de las mencionadas es un símbolo
de fehaciencia, de garantía de su propia
existencia que coadyuva a la seguridad jurí-
dica del fiador, y al mismo tiempo suficiente
para evitar maniobras torticeras y/o frau-
dulentas del acreedor y deudor principal
que pudieran perjudicarle, violentando, asi-
mismo, el fin que persigue el instituto de
la prescripción, cual es que pasado un deter-
minado período, el fiador pueda tener la
tranquilidad de que su patrimonio ya no
va a ser afectado por la deuda que pudiera
existir, pero que no ha sido objeto de recla-
mación en tiempo.

Quinto.—Hecha esta precisión, el
siguiente punto a dirimir es si la norma-
tivamente denominada reclamación extra-
judicial es identificable con la papeleta de
conciliación que se ha de interponer ante
el órgano administrativo que en cada
Comunidad Autónoma corresponda, y para
ello es básico partir, entre otras cuestiones,
de un dato temporal, cual es que por la
fecha de elaboración del Código Civil, y
que ya se expuso en el fundamento anterior,
es inviable que se pueda estar integrando
dentro de esta figura al trámite concilia-
torio-administrativo existente en el proce-
dimiento laboral, sin parangón tampoco en
el civil, dadas sus peculiaridades y como
expondremos acto seguido, pero no sin
antes recordar la sentencia de la Sala de
lo social del Tribunal Supremo de 16 de
marzo de 1992 (“El Derecho” 1992/2558),
que viene a incidir en una idea ya expuesta,
cual es que es su carácter “privado” lo que
despoja a la reclamación extrajudicial de
su valor interruptivo frente al fiador, y a
la postre su desconexión absoluta con una
reclamación judicial, y en tal sentido argu-
menta en el tercer fundamento de derecho
que si no tiene tal valor es porque: “...pu-
diera desnaturalizar los términos de la obli-

gación legal, cuya duración en el tiempo
vendría sometida a la mera voluntad pri-
vada del acreedor y deudor directo de la
deuda salarial, manteniendo así una situa-
ción de pendencia indefinida de la respons-
bilidad sustitutoria del Fondo, contraria a
la seguridad y certidumbre jurídica que, en
principio, trata de salvaguardar la prescrip-
ción de otra...”, pues el artículo 1.975 del
Código Civil está animado: “...por el prin-
cipio legítimo de preservar al fiador de
maniobras irregulares entre el acreedor y
deudor principal que desnaturalizan,
haciéndola más gravosa, la obligación afian-
zada caso del fiador (o garantizada legal-
mente) supuesto de Fondo...”.

La actual regulación reglamentaria del
trámite conciliatorio se concreta en el Real
Decreto 2756/1979, de 23 de noviembre,
sobre el que el Instituto de Mediación,
Arbitraje y Conciliación asume parte de las
funciones que tiene encomendadas, debien-
do destacarse su Sección Cuarta, que com-
prende los artículos 4 a 11, ambos inclusive.
En los citados se van configurando los
requisitos básicos de la conciliación admi-
nistrativa, cual es su carácter previo y obli-
gatorio a cualquier procedimiento laboral,
salvo en los exceptuados (artículo 4); que
se efectúe ante un órgano administrativo,
en su día incardinado en el propio Minis-
terio de Trabajo y del cual también depen-
día el Fondo de Garantía Salarial, aunque
hoy se hayan traspasado estas competencias
a las Comunidades Autónomas, articulán-
dose el correspondiente expediente (artícu-
lo 8); el que actúa el llamado “Letrado con-
ciliador” que actúa con una serie de potes-
tades, levantándose como conclusión de la
intervención de las partes y del citado un
acta (artículos 5 y 10); su naturaleza,
interruptoria desde el punto de vista de la
prescripción y también suspensorio de los
plazos de caducidad (artículo 7), no debién-
dose tampoco olvidar su carácter directa-
mente ejecutivo que se hace valer ante los
Juzgados de lo social (artículo 11).

En el actual texto refundido de la Ley
de Procedimiento Laboral, aprobado por
Real Decreto-Legislativo 2/1995, de 7 de
abril, aparece en el título V, capítulo pri-
mero, la conciliación previa, y dentro de
lo que se denomina “De la evitación del
proceso”. Se deben mencionar sus artícu-
los 63 y 68, donde nuevamente se vuelve
a incidir en que es un requisito previo para
la tramitación del proceso (artículo 63); que
la asistencia es obligatoria para los que
curiosamente se denominan litigantes,
regulándose también las consecuencias que
tiene su asistencia y/o inasistencia (artícu-
lo 66); el carácter interruptivo de la pres-
cripción y suspensorio de la caducidad, con
una serie de precisiones temporales en
cuanto a su máxima duración (artículo 65),
la ejecutividad sin necesidad de ratificación
ante el juez o tribunal, al igual que su incor-
poración al trámite de ejecución de sen-
tencias (artículo 68), y finalmente la posi-
bilidad de ser impugnado ante el Juzgado
o tribunal, mediante una específica acción
de nulidad sometida a plazo de caducidad
y por las causas que invalidan los contratos
(artículo 67).
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Pero sus decisivos efectos no se agotan
en las normas que se acaban de relacionar,
y así el Real Decreto 625/1985, de 2 de
abril, por el que se desarrolla la Ley
31/1984, de 2 de agosto, de Protección por
Desempleo, a la hora de definir su artícu-
lo 1, lo que es una situación legal de desem-
pleo, o mejor dicho la manera de acredi-
tarla, refiere como tal, en su apartado 1,
letra c), el “acta de conciliación adminis-
trativa en la que se reconozca la impro-
cedencia del despido, siempre que en el pri-
mer caso se hubiese acordado una indem-
nización no inferior a treinta y cinco días
de salarios...”, debiéndose destacar otro
punto también importante, cual es que esta
situación se configura en un absoluto plano
de igualdad con la, a su vez, llamada “con-
ciliación judicial”, es decir, la prevista en
el artículo 84 del texto refundido de la Ley
de Procedimiento Laboral.

Existen argumentos aún más poderosos
para ratificar la importancia que tiene el
acto de conciliación dentro del proceso
laboral y en orden a las prestaciones que
ha de abonar el Fondo de Garantía Salarial,
alejándose, por tanto, de lo que es una
reclamación extrajudicial en los términos
que menciona el Código Civil, de tal mane-
ra que se puede hablar de un “tertium
genus” entre la reclamación judicial y la
extrajudicial propiamente dicha, en todo
caso, por sus características debe ser asi-
milada y/o incluida dentro del primero de
estos conceptos, ya que la intervención y
control administrativo al que está sometida,
sirve para cumplir las finalidades interrup-
tivas que señalábamos para la reclamación
judicial en el cuarto fundamento de dere-
cho, rechazándose, en todo caso, la natu-
raleza “privada” de la misma.

Carece de sentido despojar de carácter
interruptivo a la papeleta de conciliación
y subsiguientes actuaciones administrativas
respecto al fiador, si al mismo tiempo esta
“simple petición extrajudicial”, cuyo resul-
tado se refleja en un documento que se
denomina acta, es título suficiente para
reclamar los salarios que allí se hayan pac-
tado entre el acreedor y deudor, sin la inter-
vención del fiador. En tal sentido se ha de
mencionar el párrafo segundo del número 1
del artículo 33 del texto refundido del Esta-
tuto de los Trabajadores, regulándose en
el artículo 25.B.1 y 2 del Real Decreto
505/1985, de 6 de marzo, sobre Organiza-
ción y Funcionamiento del Fondo de
Garantía Salarial, las características forma-
les que debe respetar el acto de conciliación
para sustentar su reclamo de lo pactado a
este organismo. También el número 7 del
artículo 33 del ya citado texto refundido
del Estatuto de los Trabajadores, a la hora
de establecer el inicio del cómputo de la
prescripción fijada en un año, refiere en
un plano de absoluta igualdad la “fecha del
acto de conciliación” y la “sentencia o reso-
lución de la autoridad laboral en que se
reconozca la deuda por salarios o se fijen
las indemnizaciones”, mención en la que
también incide el artículo 21 del Real
Decreto 505/1985.

Sexto.—A la vista de lo expuesto se ha
de rechazar la excepción de prescripción

que formula el Fondo de Garantía Salarial
en defensa de sus intereses y como único
privilegiado por la misma, pues cuando se
interpone la papeleta de conciliación no
había transcurrido un año desde que se
generaron las diversas cantidades que hoy
se piden.

No se olvida que existen una serie de
resoluciones judiciales de la Sala de lo
social del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid, que cita el Fondo de Garantía
Salarial en el juicio y que se pronuncian
en sentido contrario, pero pensamos que,
dada la naturaleza del tema, todavía está
sujeto a debate, de tal manera que incluso
esa misma Sala, en sentencia de 30 de
septiembre de 1997 (recurso núme-
ro 2.366/1997-5.a), se ha pronunciado en
sentido distinto y, por tanto, ha rechazado
la prescripción.

Aunque no sea directamente, sí se dedu-
ce por los razonamientos y argumentos que
utiliza el que para la Sala de lo social del
Tribunal Supremo en principio no existe
duda sobre el carácter interruptivo de la
papeleta de conciliación, y así se ha de vol-
ver a mencionar la sentencia ya citada, y
también la de 13 de febrero de 1993
(AR 1162), que no sólo toma como punto
de partida la anterior, sino que en su
desarrollo argumental, por ejemplo, en el
fundamento de derecho quinto, parte de
que la conciliación previa genera efectos
interruptivos también para el Fondo de
Garantía Salarial, aun siendo fiador.

Séptimo.—Que según lo dispuesto en el
número 3 del artículo 66 del Real Decreto
Legislativo 2/1995, de 7 de abril, al no haber
comparecido la demandada al preceptivo
acto de conciliación y coincidir la sentencia
esencialmente con la pretensión formulada
en su día en la papeleta de conciliación,
tal actitud es constitutiva de temeridad o
mala fe, por lo que por aplicación del
número 3 del artículo 97 del Real Decreto
Legislativo antes citado, haya que imponer
la sanción de 25.000 pesetas, todo ello en
consonancia a las sentencias de 18 de
diciembre de 1995, 30 de diciembre de 1997,
24, 25 de marzo y 30 de noviembre de 1999,
de la Sala de lo social del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid.

Vistos los preceptos citados y demás de
general aplicación,

Fallo

Que previa desestimación de la excepción
de prescripción formulada por el Fondo de
Garantía Salarial, y estimando, a su vez,
la demanda formulada por don Enrique
Chicharro Hernández, debo condenar a la
empresa “3 S Control y Servicios, Sociedad
Limitada”, a que le abone la cantidad de
650.294 pesetas, que se verán incrementa-
das en un 10 por 100 anual de interés por
mora en el pago del salario, extendiéndose
tal condena a una sanción pecuniaria de
25.000 pesetas, todo ello sin perjuicio de
la responsabilidad subsidiaria que le pudie-
ra corresponder al Fondo de Garantía
Salarial.

Contra esta sentencia cabe interponer
recurso de suplicación ante la Sala de lo
social del Tribunal Superior de Justicia de

Madrid, que se anunciará dentro de los cin-
co días siguientes a su notificación, bastan-
do para ello la manifestación de la parte,
de su abogado o de su representante en
el momento de la notificación, pudiendo
hacerlo también estas personas por com-
parecencia o por escrito ante este Juzgado
en el mismo plazo. Se acompañará al anun-
cio justificante de haber ingresado 25.000
pesetas en la “Cuenta de depósitos y con-
signaciones” de este Juzgado con el núme-
ro 5025, con indicación del número de pro-
cedimiento, en la sucursal del “Banco Bil-
bao Vizcaya”, en la calle Basílica, núme-
ro 19 (esquina a General Moscardó), y jus-
tificante de haber ingresado, en el mismo
banco y cuenta, la cantidad objeto de
condena.

Esta última cantidad podrá ser sustituida
por aval bancario en el que se hará constar
la responsabilidad solidaria del avalista.

Al hacer el anuncio se designará por
escrito o por comparecencia letrado que
dirija el recurso, y si no se hace lo nombrará
de oficio el Juzgado si se trata de trabajador
o empresario con beneficio de justicia gra-
tuita, el cual ostentará también la cualidad
de representante a menos que él hubiese
hecho designación expresa de este último.

Así por esta mi sentencia lo pronuncio,
mando y firmo.

Publicación
Leída y publicada fue la anterior senten-

cia en el día de su fecha por el ilustrísimo
señor magistrado-juez don José Luis Asenjo
Pinilla, que la suscribe en la Sala de audien-
cias de este Juzgado.—Doy fe.

Y para que sirva de notificación a “3 S
Control y Servicios, Sociedad Limitada”, en
ignorado paradero, se expide el presente
edicto para su publicación en el BOLETÍN
OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID,
así como para su colocación en el tablón
de anuncios de este Juzgado, expido y firmo
el presente.

Madrid, a 10 de julio de 2000.—La secre-
taria judicial (firmado).

(03/17.482/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 25 DE MADRID

EDICTO

Doña María Josefa González Huergo,
secretaria de lo social del número 25 de
los de Madrid y su provincia.

Hago saber: Que en las presentes actua-
ciones que se siguen en este Juzgado a ins-
tancia de don Leyre Nieto Manrique, contra
“Inoc Ocio, Sociedad Limitada”, en recla-
mación por despido, registrado con el
número D-618 de 1999, ejecución número 2
de 2000, se ha dictado auto de insolvencia
total del tenor que consta en la copia simple
que se adjunta.

Diligencia.—En Madrid, a 7 julio de
2000.—La pongo yo, la secretaria judicial,
para hacer constar que se han practicado
las averiguaciones necesarias para encon-
trar bienes suficientes de la ejecutada en
los que hacer traba y embargo sin pleno
resultado.—Doy fe.
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Propuesta de resolución de la secretaria
judicial, señora González Huergo.

Auto
En Madrid, a 7 de julio de 2000.

Hechos:
Primero.—En el presente procedimiento

seguido entre las partes: de una, como
demandante, don Leyre Nieto Manrique,
y de otra, como demandada, “Inoc Ocio,
Sociedad Limitada”, se dictó resolución
judicial despachando ejecución en fecha 11
de enero de 2000 para cubrir un total de
320.000 pesetas de principal, 20.000 pesetas
de intereses y 32.000 pesetas de costas
provisionales.

Segundo.—Se ha practicado sin pleno
resultado diligencia de embargo, descono-
ciéndose, tras las necesarias averiguaciones
practicadas, la existencia de bienes suficien-
tes susceptibles de traba y se ha dado la
preceptiva audiencia al Fondo de Garantía
Salarial.

Razonamiento jurídico:
Único.—Disponen los artículos 248 y 274

de la Ley de Procedimiento Laboral que
de no tenerse conocimiento de la existencia
de bienes suficientes del ejecutado en los
que hacer traba y embargo se practicarán
las averiguaciones procedentes, y de ser
infructuosas, tras oír al Fondo de Garantía
Salarial, se dictará auto declarando la insol-
vencia total o parcial del ejecutado, insol-
vencia que en el presente caso debe ser
calificada como total y entendida a todos
los efectos como provisional hasta que se
conozcan bienes de la ejecutada o se rea-
licen los bienes embargados.

Parte dispositiva:
En atención a lo expuesto, se acuerda:
a) Declarar a la ejecutada “Inoc Ocio,

Sociedad Limitada”, en situación de insol-
vencia legal, con carácter provisional, por
importe de 320.000 pesetas de principal,
más 20.000 pesetas y 32.000 pesetas de inte-
reses y costas que se fijan provisionalmente.
Insolvencia que se entenderá a todos los
efectos como provisional.

b) Archivar las actuaciones, previa ano-
tación en el libro correspondiente de este
Juzgado y sin perjuicio de continuar la eje-
cución si en lo sucesivo se conocen nuevos
bienes de la ejecutada.

Notifíquese la presente resolución a las
partes y al Fondo de Garantía Salarial,
advirtiendo que contra la misma cabe inter-
poner recurso de reposición, ante este Juz-
gado, dentro del plazo de tres días hábiles
siguientes al de su notificación.

Esta es la resolución que propone la
secretaria judicial de este Juzgado al ilus-
trísimo señor don José Luis Asenjo Pinilla,
magistrado-juez del Juzgado de lo social
número 25 de Madrid. Doy fe.—Conforme:
el ilustrísimo señor magistrado-juez de lo
social.—La secretaria judicial (firmado).

Diligencia.—Seguidamente se cumple lo
ordenado.—Doy fe.

Y para que sirva de notificación a “Inoc
Ocio, Sociedad Limitada”, en ignorado
paradero, se expide el presente edicto para
su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE

LA COMUNIDAD DE MADRID, así como para
su colocación en el tablón de anuncios de
este Juzgado, expido y firmo el presente.

Madrid, a 7 de julio de 2000.—La secre-
taria judicial (firmado).

(03/17.485/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 25 DE MADRID

EDICTO

Doña María Josefa González Huergo,
secretaria de lo social del número 25 de
los de Madrid y su provincia.

Hago saber: Que en las presentes actua-
ciones que se siguen en este Juzgado a ins-
tancia de don Manuel Yáñez Arroyo, doña
Silvia Sánchez García, don José Luis Pérez
Medina, doña Rosa María Lara de la Torre,
don Plácido Ibáñez Vergara, don Julián
Moreno Esteban, don Domingo Pérez
Carrillo, don José Luis Pérez Carrillo, doña
Ángeles Pérez Castellanos, doña Braulia
Pérez Castellano, doña María del Carmen
Fernández Gómez, don Issac Paredes
Rodríguez, don Manuel Navarro Bueno,
don Ramón Calvo Blasco, don José Manuel
Rubia Fernández, don Antonio Rubia Fer-
nández, don Luis Contreras Domínguez,
don Mario Murias Benítez, doña Isabel
Martínez Moreno, doña Yolanda Martínez
Moreno, don Domingo Muriel García, don
Vicente Garrido Martín, don Mario Murias
Benítez, don Fernando Serrano Muñoz,
doña Alicia Herranz Lorden, don Carlos
Amable Bravo Sánchez, don Manuel
Navarro Bueno y don Javier Gómez Elez,
contra “Co.Ge.Piel, Sociedad Limitada”, en
reclamación por procedimiento ordinario,
registrado con el número D-505 de 1995,
se ha dictado auto de insolvencia del tenor
que consta en la copia simple que se
adjunta.

Diligencia.—En Madrid, a 10 de julio de
2000.—Hago constar que se han practicado
las averiguaciones necesarias para encon-
trar bienes suficientes de la ejecutada en
los que hacer traba y embargo, de lo que
paso a dar cuenta a su señoría ilustrísima
acompañando propuesta de resolu-
ción.—Doy fe.

Propuesta de resolución de la secretaria
judicial, señora González Huergo.

Auto
En Madrid, a 10 de julio de 2000.

Hechos:
Primero.—Que en el proceso de ejecu-

ción número 346 de 1995 y acumuladas,
seguido a instancia de don Manuel Yáñez
Arroyo, doña Silvia Sánchez García, don
José Luis Pérez Medina, doña Rosa María
Lara de la Torre, don Plácido Ibáñez Ver-
gara, don Julián Moreno Esteban, don
Domingo Pérez Carrillo, don José Luis
Pérez Carrillo, doña Ángeles Pérez Caste-
llanos, doña Braulia Pérez Castellano, doña
María del Carmen Fernández Gómez, don
Issac Paredes Rodríguez, don Manuel
Navarro Bueno, don Ramón Calvo Blasco,
don José Manuel Rubia Fernández, don
Antonio Rubia Fernández, don Luis Con-

treras Domínguez, don Mario Murias Bení-
tez, doña Isabel Martínez Moreno, doña
Yolanda Martínez Moreno, don Domingo
Muriel García, don Vicente Garrido Mar-
tín, don Mario Murias Benítez, don Fer-
nando Serrano Muñoz, doña Alicia
Herranz Lorden, don Carlos Amable Bravo
Sánchez, don Manuel Navarro Bueno y don
Javier Gómez Elez, frente “Co.Ge.Piel,
Sociedad Limitada”, se dictó auto despa-
chando ejecución para cubrir un total de
26.940.266 pesetas, más 325.000 pesetas de
sanción, más intereses y costas provisio-
nales.

Segundo.—De la investigación de bienes
practicada se obtuvo la cantidad de
5.500.000 pesetas, la que fue puesta a dis-
posición de los actores, quedando reducido
el principal a la suma de 21.440.266 pesetas,
desconociéndose, tras las necesarias averi-
guaciones practicadas, la existencia de nue-
vos bienes suficientes susceptibles de traba
y se ha dado la preceptiva audiencia al Fon-
do de Garantía Salarial.

Razonamiento jurídico:
Único.—Disponen los artículos 248 y 274

de la Ley de Procedimiento Laboral que
de no tenerse conocimiento de la existencia
de bienes suficientes del ejecutado en los
que hacer traba y embargo se practicarán
las averiguaciones procedentes, y de ser
infructuosas, tras oír al Fondo de Garantía
Salarial, se dictará auto declarando la insol-
vencia total o parcial del ejecutado, insol-
vencia que en el presente caso debe ser
calificada como parcial y entendida a todos
los efectos como provisional hasta que se
conozcan bienes de la ejecutada o se rea-
licen los bienes embargados.

Parte dispositiva:
En atención a lo expuesto, se acuerda:
a) Declarar a la ejecutada “Co.Ge.Piel,

Sociedad Limitada”, en situación de insol-
vencia parcial, con carácter provisional, por
importe de 21.440.266 pesetas. Insolvencia
que se entenderá a todos los efectos como
provisional.

b) Archivar las actuaciones, previa ano-
tación en el libro correspondiente de este
Juzgado y sin perjuicio de continuar la eje-
cución si en lo sucesivo se conocen nuevos
bienes de la ejecutada.

Notifíquese la presente resolución a las
partes y al Fondo de Garantía Salarial,
advirtiéndose que frente a la misma cabe
recurso de reposición en el plazo de tres
días hábiles ante este Juzgado.

Lo que propongo yo, la secretaria, al ilus-
trísimo señor don José Luis Asenjo Pinilla,
magistrado-juez del Juzgado de lo social
número 25 de Madrid, para su conformi-
dad.—Conforme: el ilustrísimo señor
magistrado-juez de lo social.—La secretaria
judicial (firmado).

Diligencia.—Seguidamente se cumple lo
ordenado enviando un sobre a cada una
de las partes por correo certificado con acu-
se de recibo en la forma prevista en el ar-
tículo 56 de la Ley de Procedimiento Labo-
ral conteniendo copia de la resolu-
ción.—Doy fe.

Y para que sirva de notificación a
“Co.Ge.Piel, Sociedad Limitada”, en igno-
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rado paradero, se expide el presente edicto
para su publicación en el BOLETÍN OFICIAL
DE LA COMUNIDAD DE MADRID, así como
para su colocación en el tablón de anuncios
de este Juzgado, expido y firmo el presente.

Madrid, a 10 de julio de 2000.—La secre-
taria judicial (firmado).

(03/17.486/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 25 DE MADRID

EDICTO

Doña María Josefa González Huergo,
secretaria de lo social del número 25 de
los de Madrid y su provincia.

Hago saber: Que en las presentes actua-
ciones que se siguen en este Juzgado a ins-
tancia de don Salvador Santos Mayoral,
contra “Conyper Construcciones y Perfiles,
Sociedad Limitada”, en reclamación por
procedimiento ordinario, registrado con el
número D-328 de 2000, se ha dictado sen-
tencia del tenor que consta en la copia sim-
ple que se adjunta.

En Madrid, a 10 de julio de 2000.—Don
José Luis Asenjo Pinilla, magistrado-juez
del Juzgado de lo social número 25 de
Madrid y su provincia, tras haber visto los
presentes autos seguidos sobre procedi-
miento ordinario, entre partes: de la una,
y como demandante, don Salvador Santos
Mayoral, que comparece asistido de la
letrada doña Paloma Caballero Benavente,
y de la otra, y como demandados, “Conyper
Construcciones y Perfiles, Sociedad Limi-
tada”, y Fondo de Garantía Salarial, que
comparece representado por el letrado don
Víctor García Rodríguez, ha pronunciado
la siguiente

Sentencia

Antecedentes de hecho:

Primero.—El día 24 de mayo de 2000 el
actor formuló reclamación de cantidad con-
tra la demandada. Admitida a trámite se
señaló el día 4 de julio de 2000 para la
celebración a juicio.

Segundo.—En dicho día se celebró juicio
con el resultado que se refleja en acta.

Tercero.—En la tramitación de este jui-
cio se han observado todas las prescripcio-
nes legales.

Hechos probados:
Primero.—El actor comenzó a prestar

servicios para la empresa demandada el 23
de junio de 1998, aunque no fue sino el
siguiente 4 de noviembre cuando suscribió
un contrato de trabajo que se decía por
“obra, servicio determinado”, con vigencia
prevista hasta el 3 de enero de 1999, y para
desarrollar las tareas inherentes a la cate-
goría profesional de peón albañil; contrato
que se da por reproducido en los términos
no específicamente transcritos y a estos úni-
cos efectos. Coincidiendo con la firma de
ese contrato, se le afilia al Régimen General
de la Seguridad Social.

Segundo.—Desde el citado 26 de junio
de 1998 y hasta el 3 de enero de 1999 ha
realizado un total de ciento ochenta y una
horas extraordinarias.

Tercero.—Mediante carta de 30 de
diciembre de 1998 se le comunicó que con
efectos del siguiente 3 de enero de 1999
finalizaría el contrato de trabajo en su día
suscrito.

Cuarto.—Durante el período que ha
estado vigente su relación laboral ha cobra-
do un total de 254.000 pesetas en concepto
de salarios y, a su vez, 28.000 pesetas en
horas extraordinarias.

Quinto.—La empresa se dedica a la acti-
vidad de construcción y obras públicas.

Sexto.—Se presentó papeleta de conci-
liación el 7 de mayo de 1999 ante el Servicio
de Mediación, Arbitraje y Conciliación,
habiéndose celebrado el correspondiente
acto el siguiente día 24, con el resultado
de intentado y sin efecto. No es sino el 24
de mayo de 2000 cuando se presenta la
demanda origen de las presentes actua-
ciones.

Séptimo.—En fecha no exactamente pre-
cisada solicitó abogado de oficio al Ilustre
Colegio de Abogados de Madrid, aunque
sí consta que el 3 de junio de 1999 se le
designó a doña Silvia Rodríguez Barahona
para la defensa de sus intereses.

Octavo.—Reclama las cantidades que
concreta y desglosa en el hecho segundo
de su demanda, el cual se da por repro-
ducido, habiendo desistido, en la vista oral,
de la pluspetición que articuló en relación
a las horas extraordinarias en su posterior
escrito de 13 de junio.

Noveno.—Intentada la citación de la
empresa por carta certificada, ésta ha sido
devuelta por el Servicio de Correos, con
la expresión “se ausentó”, habiendo sido
también negativa la diligencia practicada
por el Servicio Común de Actos de Comu-
nicación, por lo que se ha publicado el
correspondiente edicto en el BOLETÍN OFI-
CIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID.

Fundamentos de derecho:

Primero.—Acreditada la relación laboral
por la prueba aportada en autos, y ante
la incomparecencia a juicio de la empresa
demandada, pese a haber sido citada en
forma, y por ello al llamamiento a confesión
judicial en el mismo, procede tenerle por
confesa, respecto a los hechos de la deman-
da, de conformidad a lo dispuesto en el
número 2 del artículo 91 del Real Decreto
Legislativo 2/1995, de 7 de abril, por el que
se aprueba el texto refundido de la Ley de
Procedimiento Laboral.

Asimismo, se han tomado en considera-
ción los documentos aportados por el
demandante, no impugnados de contrario,
ni tan siquiera por el Fondo de Garantía
Salarial, salvo el documento que aparece
manuscrito, pero del cual se ha tomado un
dato que desde luego no beneficia al
demandante, ya que si bien reconoció haber
percibido un total de 254.000 pesetas en
concepto de salarios, y a lo largo de su rela-
ción laboral nada dijo de las horas extraor-
dinarias, pese a que en ese escrito asume
que se le entregaron 28.000 pesetas por ese
concepto.

Igualmente, se han tomado en conside-
ración las incidencias preprocesales y pro-
cesales que se desglosan en los hechos

declarados probados en octavo y noveno
lugar.

Segundo.—La primera cuestión a solven-
tar es si al demandante se le debe alguna
suma, y si ello es así, la cantidad exacta
que se le debe pagar por los diversos con-
ceptos que reivindica, y siempre partiendo
de las sumas entregadas, tal como se con-
signan en el cuarto hecho declarado pro-
bado.

Antes de concretar las cantidades que
exactamente se le adeudan se han de rea-
lizar una serie de precisiones, cual son que
conforme al convenio colectivo de la cons-
trucción, el salario base se cobra por días
naturales, pero el plus de actividad y extra-
salarial sólo por días efectivos de trabajo,
por lo que no se computan sábados, domin-
gos y festivos, lo que no se ha tenido en
cuenta por el demandante a la hora de efec-
tuar sus cálculos.

Hecha esta advertencia, la deuda final
que resulta asciende a 831.288 pesetas,
según se desglosa acto seguido:

a) 1998:
Junio: 35.300 pesetas.
Julio: 131.050 pesetas.
Agosto: 131.050 pesetas.
Séptiembre: 131.100 pesetas.
Octubre: 131.050 pesetas.
Noviembre: 123.450 pesetas.
Diciembre: 131.050 pesetas.
Paga extra junio: 6.430 pesetas.
Paga extra Navidad: 115.720 pesetas.
1999:
Enero: 7.500 pesetas.
Vacaciones: 78.338 pesetas.
Total: 1.022.038 pesetas, menos 254.000

pesetas (recibidas): 768.038 pesetas.
b) Horas extraordinarias: 91.250 pese-

tas, menos 28.000 pesetas (recibidas):
63.250 pesetas.

Total adeudado: 831.288 pesetas.
La cantidad objeto de condena no puede

incrementarse en un 10 por 100 anual de
interés por mora en el pago del salario de
conformidad al número 3 del artículo 29
del texto refundido del Estatuto de los Tra-
bajadores, ya que entre la suma original-
mente reivindicada y la definitivamente
asumida existen diferencias sustanciales,
todo ello de acuerdo a la reiterada doctrina
y jurisprudencia de los Altos Tribunales de
lo laboral, que por harto conocida omitimos
su concreta cita.

Tercero.—En el noveno hecho declarado
probado se constata que la empresa ha
cerrado sus instalaciones, por lo que de con-
formidad al artículo 23.2 del texto refun-
dido de la Ley de Procedimiento Laboral
se procedió a citar al Fondo de Garantía
Salarial mediante providencia de 21 de
junio de 2000.

Aunque el criterio de este juzgador era
favorable a aplicar el artículo 274.4 del cita-
do texto refundido de la Ley de Procedi-
miento Laboral en supuestos similares se
ha de modificar parcialmente el mismo,
dadas las sentencias dictadas por la Sala
de lo social del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Madrid al respecto. Así las referidas
no estiman viable la condena líquida a can-
tidad alguna, aunque sea con carácter sub-
sidiario, y previa resolución judicial en la
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que se declare la insolvencia provisional de
la empresa afectada.

Con todo, dichas resoluciones también
precisan la necesaria mención que se debe
hacer a este organismo en la parte dispo-
sitiva de la sentencia, y que textualmente
es: “...la responsabilidad subsidiaria que el
Fondo de Garantía Salarial en su día pudie-
ra corresponder...”.

Cuarto.—Establecida la deuda de la que
debe responder la empresa demandada, el
Fondo de Garantía Salarial alega la pres-
cripción en cuanto a su posible responsa-
bilidad subsidiaria, vía artículo 33 del texto
refundido del Estatuto de los Trabajadores,
invocando el artículo 1.975 del Código Civil,
al indicar que cuando se interpone la
demanda judicial el 24 de mayo de 2000
ha transcurrido en demasía el plazo del año
para reivindicar las cantidades menciona-
das en el segundo fundamento de derecho,
y sin que tenga efectos interruptivos la con-
ciliación ante el Servicio de Mediación,
Arbitraje y Conciliación, al ser una recla-
mación extrajudicial.

El Código Civil de 24 de julio de 1889
refiere en su artículo 1.975 que: “...la
interrupción de la prescripción contra el
deudor principal por reclamación judicial
de la deuda surte efecto también contra su
fiador, pero no perjudicará a éste la que
se produzca por reclamaciones extrajudi-
ciales del acreedor o reconocimientos pri-
vados del deudor...”.

La dicción de este precepto lleva una pri-
mera reflexión sobre el porqué este distinto
tratamiento entre las reclamaciones judi-
ciales, de las extrajudiciales y/o reconoci-
mientos privados de deuda. La conclusión
no debe ser otra que la primera de las men-
cionadas es un símbolo de fehaciencia, de
garantía de su propia existencia que coad-
yuva para evitar maniobras torticeras y/o
fraudulentas del acreedor y deudor prin-
cipal que pudieran perjudicarle, violentan-
do, asimismo, el fin que persigue el instituto
de la prescripción, cual es que pasado un
determinado período, el fiador pueda tener
la tranquilidad de que su patrimonio ya no
va a ser afectado por la deuda que pudiera
existir, pero que no ha sido objeto de recla-
mación en tiempo.

Quinto.—Hecha esta precisión, el
siguiente punto a dirimir es si la norma-
tivamente denominada reclamación extra-
judicial es identificable con la papeleta de
conciliación que se ha de interponer ante
el órgano administrativo que en cada
Comunidad Autónoma corresponda, y para
ello es básico partir, entre otras cuestiones,
de un dato temporal, cual es que por la
fecha de elaboración del Código Civil, y
que ya se expuso en el fundamento anterior,
es inviable que se pueda estar integrando
dentro de esta figura al trámite concilia-
torio-administrativo existente en el proce-
dimiento laboral, sin parangón tampoco en
el civil, dadas sus peculiaridades y como
expondremos acto seguido, pero no sin
antes recordar la sentencia de la Sala de
lo social del Tribunal Supremo de 16 de
marzo de 1992 (“El Derecho” 1992/2558),
que viene a incidir en una idea ya expuesta,
cual es que es su carácter “privado” lo que

despoja a la reclamación extrajudicial de
su valor interruptivo frente al fiador, y a
la postre su desconexión absoluta con una
reclamación judicial, y en tal sentido argu-
menta en el tercer fundamento de derecho
que si no tiene tal valor es porque: “...
pudiera desnaturalizar los término de la
obligación legal, cuya duración en el tiempo
vendría sometida a la mera voluntad pri-
vada del acreedor y deudor directo de la
deuda salarial, manteniendo así una situa-
ción de pendencia indefinida de la respon-
sabilidad sustitutoria del Fondo, contraria
a la seguridad y certidumbre jurídica que,
en principio, trata de salvaguardar la pres-
cripción de otra...”, pues el artículo 1.975
del Código Civil está animado: “...por el
principio legítimo de preservar al fiador de
maniobras irregulares entre el acreedor y
deudor principal que desnaturalizan,
haciéndola más gravosa, la obligación afian-
zada caso del fiador (o garantizada legal-
mente) supuesto del Fondo...”.

La actual regulación reglamentaria del
trámite conciliatorio se concreta en el Real
Decreto 2756/1979, de 23 de noviembre,
sobre el que el Instituto de Mediación,
Arbitraje y Conciliación asume parte de las
funciones que tiene encomendadas, debien-
do destacarse su Sección Cuarta, que com-
prende los artículos 4 a 11, ambos inclusive.
En los citados se van configurando los
requisitos básicos de la conciliación admi-
nistrativa, cual es su carácter previo y obli-
gatorio a cualquier procedimiento laboral,
salvo en los exceptuados (artículo 4); que
se efectúe ante un órgano administrativo,
en su día incardinado en el propio Minis-
terio de Trabajo y del cual también depen-
día el Fondo de Garantía Salarial, aunque
hoy se hayan traspasado estas competencias
a las Comunidades Autónomas, articulán-
dose el correspondiente expediente (artícu-
lo 8); el que actúa el llamado “Letrado con-
ciliador” que actúa con una serie de potes-
tades, levantándose como conclusión de la
intervención de las partes y del citado, un
acta (artículos 5 y 10); su naturaleza,
interruptoria desde el punto de vista de la
prescripción y también suspensoria de los
plazos de caducidad (artículo 7), no debién-
dose tampoco olvidar su carácter directa-
mente ejecutivo que se hace valer ante los
Juzgados de lo social (artículo 11).

En el actual texto refundido de la Ley
de Procedimiento Laboral, aprobado por
Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de
abril, aparece en el título V, capítulo pri-
mero, la conciliación previa, y dentro de
lo que se denomina “De la evitación del
proceso”. Se deben mencionar sus artícu-
los 63 y 68, donde nuevamente se vuelve
a incidir en que es un requisito previo para
la tramitación del proceso (artículo 63); que
la asistencia es obligatoria para los que
curiosamente se denominan litigantes,
regulándose también las consecuencias que
tiene su asistencia y/o inasistencia (artícu-
lo 66); el carácter interruptivo de la pres-
cripción y suspensorio de la caducidad, con
una serie de precisiones temporales en
cuanto a su máxima duración (artículo 65),
la ejecutividad sin necesidad de ratificación
ante el juez o tribunal, al igual que su incor-

poración al trámite de ejecución de sen-
tencias (artículo 68), y finalmente la posi-
bilidad de ser impugnado ante el Juzgado
o tribunal, mediante una específica acción
de nulidad, sometida a plazo de caducidad
y por las causas que invalidan los contratos
(artículo 67).

Pero sus decisivos efectos no se agotan
en las normas que se acaban de relacionar,
y así el Real Decreto 625/1985, de 2 de abril,
por el que se desarrolla la Ley 31/1984, de 2
de agosto, de Protección por Desempleo,
a la hora de definir su artículo primero, lo
que es una situación legal de desempleo,
o mejor dicho la manera de acreditarla,
refiere como tal, en su apartado 1, letra c),
el “acta de conciliación administrativa... en
la que se reconozca la improcedencia del
despido siempre que en el primer caso se
hubiese acordado una indemnización no
inferior a treinta y cinco días de salarios...”,
debiéndose destacar otro punto también
importante, cual es que esta situación se
configura en un absoluto plano de igualdad
con la, a su vez, llamada “conciliación judi-
cial”, es decir, la prevista en el artículo 84
del texto refundido de la Ley de Procedi-
miento Laboral.

Existen argumentos aún más poderosos
para ratificar la importancia que tiene el
acto de conciliación dentro del proceso
laboral y en orden a las prestaciones que
ha de abonar el Fondo de Garantía Salarial,
alejándonos, por tanto, de lo que es una
reclamación extrajudicial en los términos
que menciona el Código Civil, de tal mane-
ra que se puede hablar de un “tertium
genus” entre la reclamación judicial y la
extrajudicial propiamente dicha, o, en todo
caso, por sus características debe ser asi-
milada y/o incluida dentro del primero de
estos conceptos, ya que la intervención y
control administrativo al que está sometida
sirve para cumplir las finalidades interrup-
tivas que señalábamos para la reclamación
judicial en el cuarto fundamento de dere-
cho, rechazándose, en todo caso, la natu-
raleza “privada” de la misma.

Carece de sentido despojar de carácter
interruptivo a la papeleta de conciliación
y subsiguientes actuaciones administrativas
respecto al fiador, si al mismo tiempo esta
“simple petición extrajudicial”, cuyo resul-
tado se refleja en un documento que se
denomina acta, es título suficiente para
reclamar los salarios que allí se hayan pac-
tado entre el acreedor y deudor, sin la inter-
vención del fiador. En tal sentido se ha de
mencionar el párrafo segundo del número 1
del artículo 33 del texto refundido del Esta-
tuto de los Trabajadores, regulándose en
el artículo 25.B.1 y 2 del Real Decre-
to 505/1985, de 6 de marzo, sobre Orga-
nización y Funcionamiento del Fondo de
Garantía Salarial, las características forma-
les que debe respetar el acto de conciliación
para sustentar su reclamo de lo pactado a
este organismo. También el número 7 del
artículo 33 del ya citado texto refundido
del Estatuto de los Trabajadores, a la hora
de establecer el inicio del cómputo de la
prescripción fijada en un año, refiere en
un plano de absoluta igualdad la “fecha del
acto de conciliación” y la “sentencia o reso-
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lución de la autoridad laboral en que se
reconozca la deuda por salarios o se fijen
las indemnizaciones”, mención en la que
también incide el artículo 21 del Real
Decreto 505/1985.

Sexto.—A la vista de lo expuesto se ha
de rechazar la excepción de prescripción
que formula el Fondo de Garantía Salarial
en defensa de sus intereses, y como único
privilegiado por la misma, pues cuando se
interpone la papeleta de conciliación no
había transcurrido un año desde que se
generaron las diversas cantidades que hoy
se piden.

No se olvida que existen una serie de reso-
luciones judiciales de la Sala de lo social
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid,
que cita el Fondo de Garantía Salarial en
el juicio y que se pronuncian en sentido con-
trario, pero pensamos que, dada la natu-
raleza del tema, todavía está sujeto a debate,
de tal manera que incluso esa misma Sala,
en sentencia de 30 de septiembre de 1997
(recurso número 2.366/1997-5.a), se ha pro-
nunciado en sentido distinto y, por tanto,
ha rechazado la prescripción.

Aunque no sea directamente, sí se dedu-
ce por los razonamientos y argumentos que
utilizada, el que para la Sala de lo social
del Tribunal Supremo en principio no existe
duda sobre el carácter interruptivo de la
papeleta de conciliación, y así se ha de vol-
ver a mencionar la sentencia ya citada, y
también la de 13 de febrero de 1993
(AR 1162), que no sólo toma como punto
de partida la anterior, sino que en su
desarrollo argumental, por ejemplo, en el
fundamento de derecho quinto, parte de
que la conciliación previa genera efectos
interruptivos también para el Fondo de
Garantía Salarial, aun siendo fiador.

Vistos los preceptos citados y demás de
general aplicación,

Fallo

Que previa desestimación de la excepción
de prescripción formulada por el Fondo de
Garantía Salarial, debo a su vez estimar par-
cialmente la demanda formulada por don
Salvador Santos Mayoral, condenando a la
empresa “Conyper Construcciones y Per-
files, Sociedad Limitada”, a que le abone
la suma de 831.288 pesetas por los con-
ceptos relacionados en el segundo funda-
mento de derecho, que se dan por repro-
ducidos; todo ello sin perjuicio de la res-
ponsabilidad subsidiaria que le sea exigible
al Fondo de Garantía Salarial.

Contra esta sentencia cabe interponer
recurso de suplicación ante la Sala de lo
social del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid, que se anunciará dentro de los cin-
co días siguientes a su notificación, bastan-
do para ello la manifestación de la parte,
de su abogado o de su representante en
el momento de la notificación, pudiendo
hacerlo también estas personas por com-
parecencia o por escrito ante este Juzgado
en el mismo plazo. Se acompañará al anun-
cio justificante de haber ingresado 25.000
pesetas en la “Cuenta de depósitos y con-
signaciones” de este Juzgado con el núme-
ro 5025, con indicación del número de pro-
cedimiento, en la sucursal del “Banco Bil-

bao Vizcaya”, en la calle Basílica, núme-
ro 19 (esquina a General Moscardó), y jus-
tificante de haber ingresado, en el mismo
banco y cuenta, la cantidad objeto de
condena.

Esta última cantidad podrá ser sustituida
por aval bancario en el que se hará constar
la responsabilidad solidaria del avalista.

Al hacer el anuncio se designará por
escrito o por comparecencia letrado que
dirija el recurso, y si no se hace lo nombrará
de oficio el Juzgado si se trata de trabajador
o empresario con beneficio de justicia gra-
tuita, el cual ostentará también la cualidad
de representante a menos que él hubiese
hecho designación expresa de este último.

Así por esta mi sentencia lo pronuncio,
mando y firmo.

Publicación
Leída y publicada fue la anterior senten-

cia en el día de su fecha por el ilustrísimo
señor magistrado-juez don José Luis Asenjo
Pinilla, que la suscribe en la Sala de audien-
cias de este Juzgado.—Doy fe.

Y para que sirva de notificación a “Cony-
per Construcciones y Perfiles, Sociedad
Limitada”, en ignorado paradero, se expide
el presente edicto para su publicación en
el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD
DE MADRID, así como para su colocación
en el tablón de anuncios de este Juzgado,
expido y firmo el presente.

Madrid, a 10 de julio de 2000.—La secre-
taria judicial (firmado).

(03/17.480/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 4 DE ALICANTE

EDICTO

Doña Marta Martín Ruiz, licenciada en
derecho y secretaria del Juzgado de lo
social número 4 de Alicante.

Hago saber: Que en el procedimiento
número 547 de 1998, ejecución número 64
de 2000, seguido en este Juzgado, a ins-
tancia de doña Arancha Reig Pérez, contra
“Sardonal, Sociedad Limitada”, con fecha
15 de junio de 2000, se ha dictado auto,
cuya parte dispositiva es del siguiente tenor
literal:

Procédase a la ejecución y se decreta, sin
previo requerimiento, el embargo de bienes
de la parte ejecutada “Sardonal, Sociedad
Limitada”, suficientes para cubrir la can-
tidad de 117.000 pesetas en concepto de
principal, más 11.000 pesetas calculadas
para intereses, más la de 11.000 pesetas cal-
culadas para costas, con carácter provisio-
nal, con inclusión, si procediera, de minuta
de honorarios. Sirviendo la presente reso-
lución de mandamiento en forma para la
comisión judicial que haya de practicar el
embargo; guardándose en la traba el orden
legal establecido en la Ley de Enjuiciamien-
to Civil.

Sin perjuicio de todo ello, remítanse ofi-
cios al Registro de la Propiedad y Ayun-
tamiento del domicilio de la apremiada a
fin de que faciliten la relación de bienes
o derechos de la misma.

Se advierte a las partes que contra esta
resolución se podrá interponer recurso de
reposición en el plazo de tres días.

Así lo acordó y firma don Pedro González
de Isla, magistrado-juez sustituto del Juz-
gado de lo social número 4 de esta ciu-
dad.—Doy fe.

Y para que sirva de notificación de la
anterior resolución a la parte ejecutada
“Sardonal, Sociedad Limitada”, cuyo últi-
mo domicilio conocido fue en calle Elec-
tricidad, número 56, de Leganés (Madrid),
y actualmente en ignorado paradero, se
inserta el presente edicto en el BOLETÍN
OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID.

En Alicante, a 15 de junio de 2000.—La
secretaria judicial (firmado).

(03/17.558/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 18 DE BARCELONA

EDICTO

Según lo acordado en los autos núme-
ro 1.161 de 1999, seguidos en este Juzgado
a instancia de doña Kathrin Schlifke y doña
Silvia Boss, contra “Erin Trade España,
Sociedad Limitada”, don Gustavo Kols-
chinske, Fondo de Garantía Salarial, “No-
risbel, Sociedad Limitada”, y “Erin Trust,
Sociedad Limitada”, en relación a deman-
da, por el presente se notifica a “Erin Trust,
Sociedad Limitada”, en ignorado paradero,
la resolución dictada en los presentes autos
en fecha 16 de mayo de 2000, cuyo tenor
literal de su parte dispositiva dice:

Sentencia número 355 de 2000

En Barcelona, a 16 de mayo de
2000.—Visto por la ilustrísima señora doña
Amparo Illán Teba, magistrada-juez del
Juzgado de lo social número 18 de los de
Barcelona y su provincia, el juicio promo-
vido por doña Kathrin Schlifke y doña Silvia
Boss, asistidas por el letrado don Jorge
Bosch Martínez, contra “Erin Trade Espa-
ña, Sociedad Limitada”, y el Fondo de
Garantía Salarial, en reclamación por des-
pido.

Antecedentes de hecho:

Primero.—En fecha 18 de noviembre de
1999 tuvo entrada en este Juzgado demanda
suscrita por la parte actora, en la que des-
pués de alegar los hechos y fundamentos
que estimó pertinentes a su derecho solicitó
se dictase sentencia de conformidad con los
pedimentos contenidos en el suplico de su
demanda.

Segundo.—Que señalados día y hora
para la prueba de los actos de conciliación
y, en su caso, juicio tuvieron lugar el día
señalado, con asistencia de las partes que
constan reseñadas, no compareciendo
“Erin Trade España, Sociedad Limitada”,
y el Fondo de Garantía Salarial, pese a
haber sido citados en legal forma. En trá-
mite de alegaciones la parte actora con
carácter previo desistió de los demandados
“Norsibel, Sociedad Limitada”, “Erin
Trust, Sociedad Limitada”, y don Gustavo
Kolschinske; y en cuanto al resto se afirmó
y ratificó en su demanda, no compareciendo
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la demandada a pesar de estar debidamente
citada, y practicándose a continuación las
pruebas propuestas y admitidas. En con-
clusiones la parte actora sostuvo sus puntos
de vistas y solicitó de este Juzgado se dictase
una sentencia de conformidad con sus
pretensiones.

Tercero.—En la tramitación de este pro-
cedimiento se han observado los requisitos
legales, salvo el relativo a los plazos por
la acumulación de asuntos ante este Juz-
gado.

Hechos probados:
Primero.—Las actoras, doña Kathrin

Schlifke, con NIE número C-1398057-W,
y doña Silvia Boss, con NIE núme-
ro X-1678125-E, han venido trabajando
para la empresa “Erin Trade España, Socie-
dad Limitada”, dedicada a la actividad de
asesoramiento informático, con una anti-
güedad de 15 de agosto de 1998, categoría
profesional de auxiliar administrativa y sala-
rio de 235.666 pesetas mensuales, con inclu-
sión de prorrata de pagas extraordinarias.

Segundo.—El día 18 de octubre de 1998
la empresa procedió al despido de las acto-
ras mediante sendas cartas de fecha 8 de
octubre de 1999, con la alegación de “dis-
minución continuada y voluntaria en el ren-
dimiento de trabajo normal según la cos-
tumbre de la empresa, disminución que se
ha hecho patente durante todo el pasado
mes de septiembre y en los días que ha
prestado servicios durante este mes de octu-
bre, falta tipificada como causa de despido
disciplinario en el artículo 54.2 del Estatuto
de los Trabajadores”.

Tercero.—Las actoras no son represen-
tantes de los trabajadores o sindical.

Cuarto.—Se intentó la conciliación pre-
via sin efecto.

Quinto.—La empresa demandada se
halla cerrada y sin actividad.

Fundamentos de derecho:
Primero.—El artículo 91.2 de la Ley de

Procedimiento Laboral vigente dispone que
la parte demandada que no compareciere
al juicio estando debidamente citada, a
pesar del apercibimiento que se le hubiere
hecho en tal sentido, podrá ser tenida por
confesa en la sentencia, siempre que con-
forme al artículo 83.2 de la Ley de Pro-
cedimiento Laboral no hubiere alegado jus-
ta causa que deba motivar la suspensión
del juicio.

Tal precepto establece una confesión
presunta de carácter legal de reconocimien-
to de los hechos base de la pretensión del
actor, en que del hecho de la incompare-
cencia no justificada deduce la consecuen-
cia de falta de posibilidad de oponerse con
éxito a la pretensión contraria, por falta de
fundamento de una posición procesal de
oposición. Tal presunción es en todo caso
“iuris tantum” y, por lo tanto, destruible
por los hechos o pruebas que aparezcan
en los autos en contrario, de donde se deriva
el carácter de mera facultad que se le atri-
buye al magistrado-juez y no de obligación
que se le impone; y de donde deriva asi-
mismo la doctrina de antiguo mantenida
de que la incomparecencia del demandado
no exime al actor de probar los hechos en

que fundamenta su propia petición (sen-
tencias del Tribunal Supremo, Sala Prime-
ra, de 18 de mayo de 1946, 26 de junio
de 1946 y 21 de diciembre de 1955, entre
otras), por aplicación del principio de dis-
tribución de la carga de la prueba contenida
con carácter general en el artículo 1.214
del Código Civil, que exige al actor probar
los hechos constitutivos del derecho que
reclama, y al demandado los impeditivos
o extintivos del mismo, según constante
jurisprudencia, dado que todo hecho que
quiera hacerse valer ante los órganos juris-
diccionales ha de ser objeto de la oportuna
prueba, sin más excepción que la de tratarse
de hechos notorios, o que se encuentren
favorecidos por alguna presunción legal o
hayan sido reconocidos expresa o tácita-
mente por la parte obligada a ello (sen-
tencia del Tribunal Supremo de 27 de febre-
ro de 1965).

Para el caso del despido el artículo 105.1
de la Ley de Procedimiento Laboral impone
al demandado la carga de probar la vera-
cidad de los hechos imputados en la carta
de despido, lo cual no exime al actor de
probar el hecho de la existencia de la rela-
ción laboral, sus características, así como
especialmente el hecho mismo del despido
(Tribunal Central de Trabajo 15 de febrero
de 1982 y 22 de febrero de 1983, entre
muchas).

Segundo.—En el presente caso la rela-
ción laboral y circunstancias profesionales
de las trabajadoras demandantes aparecen
acreditadas por los contratos de trabajo y
hojas de salario aportadas por la parte acto-
ra; debiéndose tener por probado el hecho
del despido por las cartas de despido apor-
tadas, resultado probatorio que unido a que
la parte demandada no ha acreditado los
hechos imputados en las cartas como jus-
tificadores del despido disciplinario, obliga
a declarar la improcedencia del despido,
con las consecuencia legales, a opción del
empresario, de readmitir a las actoras en
el mismo puesto y condiciones de trabajo
o de indemnizarles con cuarenta y cinco
días de salario por año de antigedad o frac-
ción mensual inferior, con más los salarios
de tramitación dejados de percibir desde
el día del despido hasta el de la notificación
de la presente resolución (artículo 56.1 del
Estatuto de los Trabajadores).

Tercero.—Acreditado que la empresa
demandada se halla cerrada y sin actividad,
procede declarar extinguidas las relaciones
laborales que unen a las partes con efectos
de esta misma fecha, en virtud del principio
de economía procesal y de lo dispuesto en
el artículo 284 de la Ley de Procedimiento
Laboral.

Cuarto.—No procede la condena del
Fondo de Garantía Salarial en el presente
procedimiento, sin perjuicio de las respon-
sabilidades que le incumben de acuerdo con
lo dispuesto en el artículo 33 del Estatuto
de los Trabajadores.

Vistos los preceptos legales citados y los
demás de general y pertinente aplicación,

Fallo
Que estimando la demanda interpuesta

por doña Katrin Schlifke y doña Silvia Boss,
contra “Erin Trade España, Sociedad Limi-
tada”, y el Fondo de Garantía Salarial, en
reclamación por despido, debo declarar la
improcedencia del despido de las actoras
efectuado el 18 de octubre de 1999, decla-
rando extinguidas las relaciones laborales
de las actoras y condenando a la empresa
demandada a que abone a cada una de las
actoras la cantidad de 618.666 pesetas en
concepto de indemnización y la cantidad
de 1.649.760 pesetas en concepto de salarios
de tramitación (período 18 de octubre de
1999 a 16 de mayo de 2000, doscientos diez
días); absolviendo al Fondo de Garantía
Salarial, sin perjuicio de sus responsabili-
dades legales.

Notifíquese esta resolución a las partes,
haciéndoles saber que contra la misma cabe
interponer recurso de suplicación ante la
Sala de lo social del Tribunal Superior de
Justicia de Catalunya, anunciándolo ante
este Juzgado por comparecencia o por
escrito en el plazo de los cinco días hábiles
siguientes a la notificación del presente
fallo, siendo indispensable que al tiempo
de anunciarlo acredite la parte que no
ostente el carácter de trabajador y no goce
del beneficio de justicia gratuita haber con-
signado el importe íntegro de la condena
en el “Banco Bilbao Vizcaya”, oficina 5734,
sita en plaza de Catalunya, número 5, en
la cuenta corriente de este Juzgado núme-
ro 5218-000-69-1161-99, o presentar aval
solidario de entidad financiera por el mismo
importe; depositando además la cantidad
de 25.000 pesetas en la cuenta núme-
ro 5218-000-65-1161-99, y sin cuyos requi-
sitos no podrá ser admitido el recurso.

Así por esta mi sentencia lo pronuncio,
mando y firmo.

Diligencia.—La anterior sentencia ha
sido pronunciada y publicada por la ilus-
trísima señora magistrada-juez que la sus-
cribe en el mismo día de su fecha y en
audiencia pública; se incluye el original de
esta resolución en el libro de sentencias,
poniendo en los autos certificación literal
de la misma, y se remite a cada una de
las partes un sobre por correo certificado
con acuse de recibo conteniendo copia de
ella conforme a lo dispuesto en los artícu-
los 56 y concordantes de la Ley de Pro-
cedimiento Laboral.—Doy fe.

Y para que sirva de notificación en forma
a la precitada, cuyo domicilio se desconoce,
advirtiéndole que las sucesivas notificacio-
nes, salvo que revistan forma de auto o sen-
tencia, se harán en estrados, y para su inser-
ción en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMU-
NIDAD DE MADRID a los efectos pertinen-
tes, expido el presente edicto en Barcelona,
a 22 de junio de 2000.—La secretaria judi-
cial, Rosa Rovira Cornet.

(03/17.554/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 8 DE BILBAO

EDICTO
CÉDULA DE NOTIFICACIÓN

Doña María Ángeles Blázquez Cosmes,
secretaria judicial del Juzgado de lo
social número 8 de Bilbao (Bizkaia).
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Hago saber: Que en autos número 811
de 1999, ejecución número 95 de 2000, de
este Juzgado de lo social, seguidos a ins-
tancias de doña Mirian Manso López, con-
tra la empresa “Bra Dental, Sociedad Limi-
tada”, sobre cantidad, se ha dictado el
siguiente

Auto
En Bilbao (Bizkaia), a 5 de julio de 2000.

Hechos:
Primero.—En 26 de abril de 2000 se ha

dictado en este juicio sentencia por la que
se condena a “Bra Dental, Sociedad Limi-
tada”, a pagar a la que seguidamente se
indica la cantidad que también se expresa:

A doña Mirian Manso López la cantidad
de 122.163 pesetas.

Segundo.—Dicha resolución ha alcanza-
do al carácter de firme.

Tercero.—Por doña Mirian Manso
López se ha solicitado la ejecución por la
vía de apremio de las cantidades expresa-
das, alegando que no han sido satisfechas.

Razonamientos jurídicos:
Primero.—Dispone el artículo 237 de la

Ley de Procedimiento Laboral que luego
que sea firme una sentencia se procederá
a su ejecución a instancia de parte (salvo
el caso de procedimiento de oficio) por el
órgano que hubiera conocido del asunto en
la instancia; en el caso presente, este
Juzgado.

Segundo.—Dispone, a su vez, el artícu-
lo 921 de la Ley de Enjuiciamiento Civil,
al que remite el artículo de la Ley de Pro-
cedimiento Laboral anteriormente citado,
que si la sentencia condenase al pago de
una cantidad determinada y líquida se pro-
cederá siempre, y sin necesidad de previo
requerimiento personal al condenado, al
embargo de sus bienes en la forma y por
el orden establecidos en la Ley.

Tercero.—Conforme el mismo artícu-
lo 921 de la Ley de Enjuiciamiento Civil
el embargo debe extenderse en el caso de
ejecución de cantidades determinadas y
líquidas, como la actual, a los intereses lega-
les incrementados en dos puntos desde la
fecha de la sentencia hasta que sea total-
mente ejecutada y, en su caso, a garantizar
el pago de las costas que son a cargo de
lo ejecutado, conforme a lo dispuesto en
el artículo 950 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil; si bien en procedimiento laboral el
embargo por el primer concepto no debe
exceder, salvo supuestos excepcionales, de
los intereses de un año y por las costas del
10 por 100 del principal objeto de ejecución
(artículo 249 de la Ley de Procedimiento
Laboral).

Cuarto.—También debe tenerse en cuen-
ta, a efectos del embargo, que el deudor
o ejecutado está obligado a efectuar, a
requerimiento del órgano judicial, manifes-
tación de sus bienes y derechos con la pre-
cisión necesaria para garantizar sus respon-
sabilidades. Deber que, tratándose de per-
sonas jurídicas como sociedades, incumbe
a sus administradores o a las personas que
legalmente les representen, y cuando se tra-
te de comunidades de bienes o grupos sin
personalidad jurídica a quienes sean sus

organizadores, directores o gestores (ar-
tículo 247.1 y 2 de la Ley de Procedimiento
Laboral).

Quinto.—Finalmente, procede recordar
que el magistrado-juez encargado de la eje-
cución está facultado para imponer al deu-
dor los apremios pecuniarios precisos,
cuando éste, sin motivo razonable, incum-
pla lo que fue obligado por la resolución
judicial que se ejecuta, cuya cuantía puede
alcanzar hasta 3.000.000 de pesetas por
cada día de retraso (artículo 239 de la Ley
de Procedimiento Laboral, en relación los
artículos 33.4 y 50.4 del Código Penal).

Parte dispositiva:
Primero.—Se acuerda la ejecución defi-

nitiva de la sentencia dictada en el presente
procedimiento solicitada por doña Mirian
Manso López.

Segundo.—Procédase, sin previo reque-
rimiento de pago, al embargo de bienes de
la deudora “Bra Dental, Sociedad Limita-
da”, suficientes para cubrir la cantidad de
122.163 pesetas de principal y la de 24.432
pesetas calculadas por ahora y sin perjuicio
de ulterior liquidación para garantizar el
pago de los intereses y costas.

Tercero.—Sirva esta resolución de man-
damiento al agente judicial para que, con
la asistencia del secretario judicial o del fun-
cionario que le sustituya o del servicio
común, en su caso, se proceda a la práctica
del embargo, debiéndose observar en la tra-
ba el orden y las limitaciones establecidas
en la Ley.

Se faculta expresamente a la comisión
judicial para requerir el auxilio de la fuerza
pública, de cerrajero y la utilización de cual-
quier otro medio idóneo y proporcionado
a la finalidad del embargo.

Cuarto.—Líbrense los exhortos, oficios y
mandamientos precisos para el conocimien-
to de los bienes de la deudora y efectividad
del embargo.

Quinto.—Requiérase a la deudora o per-
sona que legalmente le represente para que
en el plazo de diez días, de no haber abo-
nado en su totalidad la cantidad objeto de
ejecución y sin perjuicio de los bienes
embargados, presente manifestación de sus
bienes y derechos con la precisión necesaria
para garantizar sus responsabilidades.

En esta manifestación debe indicar tam-
bién, si procede, las personas que ostenten
derechos de cualquier clase sobre sus bie-
nes, y en el caso de estar sujetos a otro
proceso, concretar cuál sea éste.

Debe señalar igualmente la naturaleza de
los bienes, gananciales o privativos, sus car-
gas y, en tal caso, el importe de los créditos
garantizados.

Sexto.—Adviértase a la deudora que pue-
de imponérsele una nueva obligación de
pago si incumple, injustificadamente, la
obligación impuesta en la resolución judi-
cial que se ejecuta, cuya cuantía puede
alcanzar hasta los 3.000.000 de pesetas por
cada día de retraso.

Séptimo.—Notifíquese esta resolución a
las partes, representación legal de los tra-
bajadores de la empresa deudora y al Fondo
de Garantía Salarial por si fuera de su inte-
rés comparecer en el proceso (artículos 249
y 23 de la Ley de Procedimiento Laboral).

Notifíquese esta resolución.
Modo de impugnarla: mediante recurso

de reposición a presentar en este Juzgado
dentro de los tres días hábiles siguientes
al de recibirla, cuya sola interposición no
suspenderá la ejecutividad de lo que se
acuerda (artículo 184.1 de la Ley de Pro-
cedimiento Laboral).

Así por este su auto lo pronuncia, manda
y firma el ilustrísimo señor magistrado-juez
don José Antonio González Saiz. Doy
fe.—La secretaria judicial (firmado).—El
magistrado-juez de lo social (firmado).

Se advierte a los destinatarios que las
siguientes comunicaciones se harán en los
estrados de este Juzgado, salvo las que
revistan forma de auto o sentencia o se trate
de emplazamiento.

Y para que le sirva de notificación en
legal forma a “Bra Dental, Sociedad Limi-
tada”, y comité de empresa, en ignorado
paradero, expido la presente para su inser-
ción en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMU-
NIDAD DE MADRID.

En Bilbao (Bizkaia), a 5 de julio de
2000.—La secretaria judicial (firmado).

(03/17.500/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 3 DE MÁLAGA

EDICTO

Doña Inmaculada Barea Cobo, secretaria
del Juzgado de lo social número 3 de
los de Málaga y su provincia.

Doy fe y testimonio: Que en los autos
número 13 de 2000 se ha dictado la sen-
tencia número 178 de 2000, cuyo encabe-
zamiento y fallo copiados literalmente
dicen:

En la ciudad de Málaga, a 28 de marzo
de 2000.—Vistos, en nombre de Su Majes-
tad el Rey, por el ilustrísimo señor magis-
trado-juez del Juzgado de lo social núme-
ro 3 de los de Málaga y su provincia, don
José Ramón Jurado Pousibet, los presentes
autos, seguidos ante este Juzgado con el
número 13 de 2000, a instancia de don Julio
Escalona Escalona (documento nacional de
identidad número 31.575.453), contra
“P.B.C. Instalaciones, Sociedad Limitada”,
en reclamación de cantidad.

Fallo
En los autos seguidos en este Juzgado

de lo social número 3 de Málaga, con el
número 13 de 2000, a instancia de don Julio
Escalona Escalona, contra la empresa
“P.B.C. Instalaciones, Sociedad Limitada”,
y en los que ha sido citado el Fondo de
Garantía Salarial, sobre reclamación de
cantidad, debiendo estimar parcialmente la
demanda, como la estimo, debo condenar
y condeno a la empresa demandada a abo-
nar a la parte actora la cantidad de 49.685
pesetas.

Incorpórese esta sentencia al libro de
sentencias definitivas, llévese testimonio de
la misma a los autos de su razón para su
constancia y notifíquese a las partes con
indicación de su firmeza.

Así por esta mi sentencia, definitivamen-
te juzgando, lo pronuncio, mando y firmo.
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Y para que conste y sirva de notificación
a la entidad demandada “P.B.C. Instalacio-
nes, Sociedad Limitada”, cuyo paradero
actual es desconocido, expido la presente
para su publicación en el BOLETÍN OFICIAL
DE LA COMUNIDAD DE MADRID, dejando
copia en el tablón de anuncios de este
Juzgado.

Dado en Málaga, a 6 de julio de
2000.—La secretaria (firmado).

(03/17.503/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 3 DE MÁLAGA

EDICTO

Doña Inmaculada Barea Cobo, secretaria
del Juzgado de lo social número 3 de
los de Málaga y su provincia.

Doy fe y testimonio: Que en los autos
número 12 de 2000 se ha dictado la sen-
tencia número 177 de 2000, cuyo encabe-
zamiento y fallo copiados literalmente
dicen:

En la ciudad de Málaga, a 28 de marzo
de 2000.—Vistos, en nombre de Su Majes-
tad el Rey, por el ilustrísimo señor magis-
trado-juez del Juzgado de lo social núme-
ro 3 de los de Málaga y su provincia, don
José Ramón Jurado Pousibet, los presentes
autos, seguidos ante este Juzgado con el
número 12 de 2000, a instancia de don Mar-
co Antonio Escalona Pardo (documento
nacional de identidad número 31.688.337),
contra “P.B.C. Instalaciones, Sociedad
Limitada”, en reclamación de cantidad.

Fallo
En los autos seguidos en este Juzgado

de lo social número 3 de Málaga, con el
número 12 de 2000, a instancia de don Mar-
co Antonio Escalona Pardo, contra la
empresa “P.B.C. Instalaciones, Sociedad
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Limitada”, y en los que ha sido citado el
Fondo de Garantía Salarial, sobre reclama-
ción de cantidad, debiendo estimar parcial-
mente la demanda, como la estimo, debo
condenar y condeno a la empresa deman-
dada a abonar a la parte actora la cantidad
de 12.710 pesetas.

Incorpórese esta sentencia al libro de
sentencias definitivas, llévese testimonio de
la misma a los autos de su razón para su
constancia y notifíquese a las partes con
indicación de su firmeza.

Así por esta mi sentencia, definitivamen-
te juzgando, lo pronuncio, mando y firmo.

Y para que conste y sirva de notificación
a la entidad demandada “P.B.C. Instalacio-
nes, Sociedad Limitada”, cuyo paradero
actual es desconocido, expido la presente
para su publicación en el BOLETÍN OFICIAL
DE LA COMUNIDAD DE MADRID, dejando
copia en el tablón de anuncios de este
Juzgado.

Dado en Málaga, a 6 de julio de
2000.—La secretaria (firmado).

(03/17.510/00)

JUZGADO DE LO SOCIAL
NÚMERO 4 DE SANTANDER

EDICTO
CÉDULA DE NOTIFICACIÓN

El secretario judicial del Juzgado de lo
social número 4 de Santander.

Hago saber: Que en el procedimiento de
demanda número 53 de 2000 de este Juz-
gado de lo social, seguido a instancias de
don Miguel A. Palacios García, don Aurelio
Terán Puente, don Íker López Hernández
y don Álvaro Hernández Gil, contra la
empresa “Valdelagua Inversiones, Socie-
dad Limitada”, sobre ordinario, se ha dic-
tado la siguiente:

Que estimando la demanda presentada
por don Álvaro Hernández Gil, don Aurelio
Terán Puente, don Miguel A. Palacios Gar-
cía y don Íker López Hernández, frente a
“Valdelagua Inversiones, Sociedad Limita-
da”, y “Promotora Mirador de Samano,
Sociedad Limitada”, debo condenar y con-
deno a “Valdelagua Inversiones, Sociedad
Limitada”, y “Promotora Mirador de Sama-
no, Sociedad Limitada”, a que de modo
solidario abonen a don Álvaro Hernández
Gil la cantidad de 782.456 pesetas, a don
Íker López Hernández la cantidad de
782.456 pesetas, a don Aurelio Terán Puen-
te la cantidad de 766.963 pesetas y a don
Miguel A. Palacios García la cantidad de
695.905 pesetas, con el interés que por mora
corresponde.

Notifíquese esta sentencia al las partes,
previniéndoles que ante la misma cabe inter-
poner recurso de suplicación para ante la
Sala de lo social del Tribunal Superior de
Justicia de Cantabria en el plazo de los cinco
días hábiles siguientes al de su notificación,
debiendo acreditar las demandadas, si
recurriesen, que tienen depositado el impor-
te total de la condena en la cuenta de este
Juzgado abierta al efecto en el “Banco Bil-
baoVizcaya” número 38550000650053/2000,
más otras 25.000 pesetas en la misma cuenta
y en ingreso separado.

Se advierte a la destinataria que las
siguientes comunicaciones se harán en los
estrados de este Juzgado, salvo las que
revistan forma de auto o sentencia o se trate
de emplazamiento.

Y para que le sirva de notificación en
legal forma a “Valdelagua Inversiones,
Sociedad Limitada”, en ignorado paradero,
expido la presente para su inserción en el
BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE
MADRID.

En Santander, a 6 de julio de 2000.—El
secretario judicial (firmado).

(03/17.536/00)


